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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Relaciones Exteriores, señor Alfredo Moreno Charme; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Justicia, señor Felipe Bulnes Serrano, y de Agricultura, señor José Antonio Galilea Vidaurre, y el Jefe del Estado Mayor Conjunto, señor Hernán Mardones Ríos.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de la sesiones 16ª y 17ª, ambas ordinarias, en 10 y 11 de mayo del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, al proyecto de ley sobre violencia escolar (boletín N° 7.123-04).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros informa que aprobó, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Dominicana”, suscrito en Santiago el 3 de abril de 2009 (boletín N° 7.227-10).



2.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo sobre Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federativa del Brasil”, suscrito en Sao Paulo el 30 de julio de 2009 (boletín N° 7.228-10).



--Se toma conocimiento y se remiten los proyectos a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el tercero señala que prestó su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de ley sobre violencia escolar (boletín  N° 7.123-04) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el cuarto expresa que aprobó el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales (boletín N° 6.946-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



--Queda para tabla.



Con el último comunica los nombres de los Honorables Diputados que, en representación de la Cámara Baja, integrarán las Comisiones de Reja y de Pórtico que recibirán el día 21 de mayo a Su Excelencia el Presidente de la República, con ocasión de la sesión de Congreso Pleno en que se dará cuenta al país del estado político y administrativo de la nación.



--Se toma conocimiento.



Cinco del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero envía copia autorizada de la sentencia definitiva, recaída en el requerimiento de inconstitucionalidad del decreto supremo   N° 264, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2010, promovido por 36 Honorables Diputados.



Con los cuatro restantes remite copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 29, inciso tercero, de la ley N° 18.216; 406, inciso final, del Código Procesal Penal, y 38 ter de la ley N° 18.933 (correspondiente al actual artículo 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Dos del señor Ministro de Defensa Nacional:



Con el primero remite, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, ejemplares del Balance de Gestión Integral 2010 de dicha Secretaría de Estado y de los servicios dependientes o relacionados.



Con el segundo responde una solicitud de información, dirigida en nombre del Senador señor Navarro, relativa a los monitoreos de la calidad del agua realizados en la bahía de Quintero durante los últimos cinco años.



De la señora Ministra del Medio Ambiente y del señor Intendente de la Región de Los Ríos (s), con los que dan respuesta a sendas peticiones de antecedentes, enviadas en nombre del Senador señor Eduardo Frei, relacionadas con la preocupación de comunidades indígenas por la construcción de la central hidroeléctrica Neltume y de la línea de alta tensión Neltume-Pullinque.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante el cual contesta una solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Horvath, respecto de la vía para que la Municipalidad de las Guaitecas pueda obtener recursos que solventen la generación eléctrica en Melinka.



Del señor Subsecretario General de la Presidencia, con el que indica que se ha solicitado informe al señor Ministro de Hacienda para resolver la petición, remitida en nombre de los Senadores señores Bianchi, Chahuán, Horvath, Prokurica y Rossi, relativa a iniciar la tramitación de un proyecto de ley que amplíe el concepto de empresas hoteleras para efectos de exención del impuesto al valor agregado.



Del señor Subsecretario de Previsión Social, por medio del cual da respuesta a una solicitud, enviada en nombre del Senador señor Eduardo Frei, para que se estudie una iniciativa legal tendiente a reponer los beneficios de incentivo al retiro establecidos en las leyes Nos 19.882 y 20.282, y a prolongar la vigencia de la ley N° 20.212.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos, con el que atiende una solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, sobre donaciones con fines culturales efectuadas con arreglo al artículo 8° de la ley N° 18.985, entre 2006 y 2009, correspondientes a los años tributarios 2007 a 2010.



Del señor Director del Instituto Nacional de Estadísticas, mediante el cual adjunta cuatro documentos: Índice de precios al por mayor; Índice de precios al productor; Índice de ventas de comercio al por menor, y Serie de precios al por mayor, todos correspondientes al mes de marzo de 2011.



Del señor Director Nacional del Instituto de Investigaciones Agropecuarias, con el que atiende una petición, enviada en nombre del Senador señor Navarro, con relación al proyecto denominado “Determinación de la huella del agua y estrategias de manejo del recurso hídrico”.



Del señor Director del Servicio de Salud del Maule (s), por medio del cual informa que, a contar del día 1° del mes en curso, ha asumido dicha jefatura en calidad de subrogante, mientras que el doctor Eduardo Peña lo ha hecho en el cargo de Subdirector de Gestión Asistencial de Servicio (s).



De la señora Secretaria Ministerial de Educación de Valparaíso, con el que da respuesta a una petición de antecedentes, cursada  en nombre del Senador señor Navarro, referida al nivel de contaminación del recinto en que funciona la escuela de La Greda, comuna de Puchuncaví.


--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre indulto general (boletín N° 7.533-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).



Dos de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que denomina “Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura” al Museo Folclórico Araucano Juan Antonio Ríos (boletín N° 7.023-24) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3).



2.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre monumento en memoria del poeta Gonzalo Rojas Pizarro (boletín N° 7.622-04) (Véase en los Anexos, documento 4).



Informe complementario del nuevo primer informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide y del entonces Senador señor Ominami, en primer trámite constitucional, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (boletín N° 6.499-11) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 5).



Segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal, para garantizar que la información entregada a través de predictores de riesgo sea exacta, actualizada y veraz (boletín N° 6.800-03) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.

Mociones



Dos de los Senadores señores Chadwick y Longueira, con las que dan inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional en materia de matrimonio (boletín N° 7.656-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2.- Proyecto de ley que sanciona la temeridad manifiesta en la conducción de vehículos motorizados (boletín N° 7.657-15) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Del Senador señor Pérez Varela, mediante la cual inicia un proyecto de ley sobre patrocinio de abogado respecto de denuncias, querellas o demandas por infracción a la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín N° 7.658-03) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Economía.



De los Senadores señores Gómez, Bianchi, Girardi, Horvath y Patricio Walker, con la que dan inicio a un proyecto de reforma constitucional relativo a plebiscitos en materia ambiental (boletín N° 7.659-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



De los Senadores señores Patricio Walker y Sabag, señoras Alvear y Rincón y señor Quintana, con la que inician un proyecto de ley sobre control de ingreso a calles con más de una vía de acceso y salida (boletín N° 7.660-06) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Senador señor Gómez, por medio de la cual inicia un proyecto de ley relativo a determinación de farmacias de turno (boletín N° 7.661-11) (Véase en los Anexos, documento 12).



De los Senadores señores Tuma y Girardi, con la que dan inicio a un proyecto de ley que prohíbe el uso de gases lacrimógenos y otros compuestos químicos para disolver manifestaciones públicas (boletín N° 7.667-11) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasan a la Comisión de Salud.


Del Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que declara feriado, para la comuna de Natales, el 31 de mayo de 2011 (boletín N° 7.666-06) (Véase en los Anexos, documento 14).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Bianchi, señoras Alvear y Rincón y señores Escalona, García, Gómez, Horvath, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar, sobre financiamiento para la digitalización de canales de televisión de carácter regional o local (boletín N° S 1.361-12) (Véase en los Anexos, documento 15).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
Solicitud de desarchivo



Del Senador señor Bianchi, con la que requiere el desarchivo del proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, para asegurar el acceso igualitario a las distintas modalidades de atención para los beneficiarios del régimen de prestaciones de salud (boletín N° 5.915-11).



--Se accede a lo solicitado y vuelve el proyecto al estado en que se encontraba al momento de archivarse.
Permisos constitucionales



De los señores Senadores individualizados a continuación para ausentarse del país en las fechas que en cada caso se señalan, todas del presente año:



1.- Honorable señor Navarro, a contar del día 16 de mayo.



2.- Honorable señor Pizarro, entre los días 16 y 19 de mayo.



3.- Honorable señor Eduardo Frei, entre los días 18 y 25 de mayo.



4.- Honorable señor Chahuán, entre los días 23 de mayo y 2 de junio.



--Se autoriza.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, se acaba de informar que el proyecto de reforma constitucional relativo a plebiscitos en materia ambiental pasó a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



¿No será visto por la de Gobierno o por la de Constitución? En general, todas las enmiendas a la Carta son analizadas por este último órgano técnico.



Por tal motivo, solicito que dicha iniciativa se remita también a la Comisión de Constitución.

El señor GIRARDI (Presidente).- El proyecto pasa en primer lugar a la Comisión técnica.

El señor ORPIS.- Mi inquietud es otra, señor Presidente.



Pido que se acuerde que también vaya a la de Constitución.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor LARRAÍN.- ¡Por supuesto! Mientras más gente discuta la reforma, mejor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, como usted señaló, me parece bien que el proyecto pase primero al órgano técnico. Pero, dado que se trata de una reforma a la Carta Fundamental, con posterioridad también debería ser remitida a la Comisión de Constitución.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si hay acuerdo, procederemos de esa manera.

El señor PÉREZ VARELA.- Conforme.

El señor LARRAÍN.- ¿Pasará a las dos Comisiones?

El señor GIRARDI (Presidente).- Así es. Una vez que la Comisión de Medio Ambiente despache la iniciativa en general será conocida por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor PÉREZ VARELA.- Una primero y después la otra.

El señor GIRARDI (Presidente).- Claro.



--Así se acuerda.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1) Incorporar en primer lugar de la tabla y tratar como si fueran de Fácil Despacho los siguientes asuntos:



-Proyecto de ley que denomina “Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura” al Museo Folclórico Araucano Juan Antonio Ríos. (Acuerdo adoptado por mayoría de votos).



-Proyecto de ley sobre monumento en memoria del poeta Gonzalo Rojas Pizarro.



2) Tratar en tercer lugar, también como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de acuerdo que figura con el número 9 en el Orden del Día, es decir, el que aprueba el “Protocolo de Enmienda al Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y Bolivariana de Venezuela”, suscrito en 2009.



3) Retirar de la tabla de la sesión ordinaria de hoy la iniciativa que modifica la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas, y colocarla en la tabla de la sesión del martes 7 de junio próximo.



4) Retirar de la tabla de hoy y tratar en Fácil Despacho de la sesión del miércoles 1 de junio el proyecto que enmienda el Código Sanitario con el objeto de facultar a las matronas para recetar anticonceptivos.



5) Por último, autorizar a las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, para discutir en general y en particular, durante el primer informe, el proyecto de ley en materia de duración del descanso de maternidad, con urgencia calificada de “suma”. (Acuerdo adoptado por mayoría).

V. ORDEN DEL DÍA

CAMBIO DE NOMBRE DE MUSEO FOLCLÓRICO ARAUCANO POR “RUKA MOÑEN TAYU FOLIL, JUAN CAYUPI HUECHICURA”

El señor GIRARDI (Presidente).- En virtud de lo acordado recién, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley que denomina “Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura” al Museo Folclórico Araucano Juan Antonio Ríos, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7023-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 59ª, en 12 de octubre de 2010.


Informe de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 18ª, en 17 de mayo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es modificar el nombre del Museo Folclórico Araucano por el de “Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura”, que significa en castellano “Casa de Vida de Nuestras Raíces”.



Cabe hacer presente que Juan Cayupi Huechicura fue el último lonco que vivió en la localidad donde hoy se encuentra el museo.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió esta iniciativa en general y en particular, por tratarse de aquellas de artículo único, y le dio su aprobación por cuatro votos a favor (Senadores señores Chadwick, Quintana, Navarro e Ignacio Walker) y una abstención (Honorable señor Cantero).



El texto del proyecto es el mismo que despachó la Cámara de Diputados y se puede consultar en la parte pertinente del informe del mencionado órgano técnico.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, como señaló el señor Secretario General, este proyecto, iniciado en mensaje, tiene urgencia calificada de “simple” y fue visto en días pasados por la Comisión de Educación, que presido.



La finalidad de la iniciativa es modificar la ley Nº 16.750, que creó el Museo Folclórico Araucano Juan Antonio Ríos Morales -en homenaje al ex Presidente de la República- en el inmueble donde este nació, a fin de cambiar su denominación por la de “Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura”.



Con tal enmienda, se pretende incorporar una mayor identificación cultural: que el nombre represente de mejor forma lo que guarda el museo.



El mensaje hace presente que desde el año 2002 la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos viene desarrollando un Plan Nacional de Mejoramiento Integral de los Museos, con activa participación ciudadana. En tal sentido, como sugiere el Convenio Nº 169 de la Organización Mundial del Trabajo, se convocó a diferentes comunidades indígenas de la comuna de Cañete para que manifestaran su opinión respecto del proyecto de mejoramiento y proyección del referido museo. 



En ese contexto, 25 comunidades mapuches que viven en la localidad de Arauco, Región del Biobío, luego de realizar un guillatún, propusieron cambiar el nombre del museo por el que se ha indicado.



Cabe señalar que la consulta se hizo en los mismos términos en que se efectuó hace algún tiempo. Porque hoy día, como se sabe, se está pidiendo a las comunidades su opinión para ver la forma como se va a llevar adelante dicho proceso en el futuro.



La designación elegida significa “Casa de Vida de Nuestras Raíces” y la alusión a Juan Cayupi Huechicura se justifica porque fue el último lonco de la comuna de Cañete, figura que corresponde a la principal autoridad o al jefe tradicional de la comunidad familiar mapuche.



Es del caso destacar que los descendientes de dicho lonco aún residen en Cañete y en Elicura-Contulmo.



El proyecto consta de un artículo único, por lo que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, puede ser analizado en general y en particular a la vez, como lo hizo la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Por último, según información que nos proporcionó la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, este inmueble no corresponde exactamente a la casa donde nació el ex Presidente Juan Antonio Ríos, la cual se encuentra en un lugar próximo. De hecho, ella nunca ha sido expropiada ni nada que se le parezca.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, yo iba a hacer uso de un artículo del Reglamento, pero me solicitaron que discutiéramos este proyecto.



Como planteé en la Comisión de Educación, me parece bien que se deseen establecer denominaciones que releven al pueblo mapuche. Pero no estimo apropiado que a raíz de eso el nombre de “Juan Antonio Ríos”, ex Presidente de la República, sea simplemente borrado de un museo sin que el órgano técnico -lo dije en esta instancia y lo repito aquí- haya recibido la totalidad de los antecedentes.



Yo le pedí al señor Subdirector Nacional de Museos que al menos incorporara datos fidedignos que dieran cuenta de las razones que se tuvieron en vista para cambiar la denominación del inmueble. Así y todo, los que votan en la Comisión -porque yo fui invitado no más- tomaron la decisión, sin esperar esos documentos, de pasar el proyecto a la Sala. Y, a mi juicio, cuando uno hace cambios de esta magnitud debe contar con toda la información necesaria. 



Por consiguiente, la iniciativa debiera volver a la Comisión, en espera de que lleguen esos antecedentes, a fin de tomar la decisión como corresponde.



Don Juan Antonio Ríos fue un gran Presidente de Chile. Reitero: no estoy en contra de que se le rindan los homenajes que correspondan al pueblo mapuche, pero no considero lógico ni conveniente que eso pase por afectar finalmente el nombre de un ex Presidente de la República, a cuya familia, según entiendo, ni siquiera se ha consultado. 



En consecuencia, la decisión respecto de esta materia debiera postergarse hasta que se cuente con los antecedentes a que he aludido.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).-  ¿Pidió segunda discusión, Senador Gómez?

El señor GÓMEZ.- No, señor Presidente. He solicitado que el proyecto vuelva a la Comisión.

El señor COLOMA.- Conforme.

El señor GIRARDI (Presidente).- El Honorable señor Chadwick fue quien pidió tratarlo hoy, pero no se encuentra en la Sala en este momento.



Vamos a poner en votación la solicitud de que la iniciativa vuelva a la Comisión, porque no hay unanimidad para ello.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).-  Terminada la votación.



--Se aprueba la solicitud de que el proyecto vuelva a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (15 votos a favor, 6 en contra, 2 abstenciones y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Alvear y los señores Coloma, Frei (don Eduardo), Gómez, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Prokurica, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Chadwick, Espina, Girardi, Lagos, Longueira y Quintana.



Se abstuvieron los señores Chahuán y Walker (don Ignacio).



No votó, por estar pareado, el señor Pérez Varela.

ERECCIÓN DE MONUMENTO EN MEMORIA DE POETA GONZALO ROJAS PIZARRO

El señor GIRARDI (Presidente).- Conforme a lo convenido, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre monumento en memoria del poeta Gonzalo Rojas Pizarro, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7622-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Quintana, Navarro, Pérez Varela, Ruiz-Esquide y Sabag):


En primer trámite, sesión 15ª, en 4 de mayo de 2011.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 18ª, en 17 de mayo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es la construcción de un monumento, en la ciudad de Lebu, en memoria del destacado poeta don Gonzalo Rojas, recientemente fallecido.



La Comisión aprobó esta iniciativa en general y en particular por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Quintana e Ignacio Walker). 



El texto aprobado se transcribe en la parte pertinente del informe que Sus Señorías tienen a la vista.

El señor GIRARDI (Presidente).-  En discusión general y particular el proyecto.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto.

PROTOCOLO DE ENMIENDA A CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE CHILE Y VENEZUELA

El señor GIRARDI (Presidente).-  En seguida, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo de Enmienda al Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y Bolivariana de Venezuela”, suscrito en el año 2009, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7214-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 66ª, en 10 de noviembre de 2010.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 16ª, en 10 de mayo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del Protocolo es enmendar el Convenio de Seguridad Social aludido, permitiendo extender la política de protección social a una de las más importantes comunidades chilenas residentes en el exterior. Son 45 mil los chilenos que residen en Venezuela y 4.338 los venezolanos que viven en Chile.



La Comisión aprobó el proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Hernán Larraín, Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Cabe señalar que esta iniciativa requiere, para su aprobación, el voto conforme de 19 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).-  En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si no hay objeción, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que emitieron pronunciamiento favorable 26 señores Senadores. 

PRÓRROGA DE PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS CHILENOS EN HAITÍ

El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde tratar el oficio mediante el cual Su Excelencia el Presidente de la República solicita el acuerdo del Senado para prorrogar por el plazo de un año la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, y con la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.

--Los antecedentes sobre el oficio (S 1356-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 13ª, en 3 de mayo de 2011.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, unidas: sesión 17ª, en 11 de mayo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Solicito la anuencia del Senado para que ingrese a la Sala el señor Hernán Mardones, Jefe del Estado Mayor Conjunto.



--Se accede.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El informe de las Comisiones unidas consigna los fundamentos presentados por el Gobierno para la renovación del mandato en Haití, que se extendería hasta el 1° de junio de 2012.



Las Comisiones unidas, luego de analizar los antecedentes relativos a esta materia, aprobaron la solicitud del Ejecutivo por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Coloma, Gómez, Kuschel, Hernán Larraín, Muñoz Aburto, Pizarro, Prokurica y Tuma).

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión la solicitud presidencial.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, haciendo un poco de historia, nuestro país fue requerido por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas mediante resolución N° 1.542, en 2004, para participar en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití.



El Primer Mandatario de la época don Ricardo Lagos, procedió a solicitar la salida de las tropas según nuestra legislación, esto es, conforme al artículo 53 de la Constitución Política y las leyes N°s 19.067 y 20.297. Esta última, en sus artículos 4º y 7º, establece las normas de participación de las tropas chilenas en operaciones de paz.



Al día de hoy, el Consejo de Seguridad ha prorrogado el mandato de Naciones Unidas en todos los aspectos humanitarios y de paz. A esto hay que sumar la situación que presenta el país caribeño -a pesar de toda la ayuda humanitaria recibida- luego de haberse visto afectado por un terremoto que dejó a la mayoría de las instituciones públicas -y también las privadas- en el suelo. Por ello, la presencia de nuestras Fuerzas Armadas y la de organizaciones humanitarias, tiene por objeto enfrentar dicha realidad y sacar adelante a una nación que, literalmente, es un Estado fallido.



Las discusiones que se han presentado en las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, se basan, en primer lugar, en precisar la orientación de nuestra concurrencia en Haití.



Es cierto que ya no se mantiene la situación de guerra y que en este minuto las Fuerzas Armadas de distintos países del mundo, especialmente de Latinoamérica, han logrado establecer un control al respecto. 



Por eso, cuando un Presidente de la República nos solicita autorización para prorrogar la permanencia de las tropas chilenas en Haití, en reiteradas ocasiones ha rondado la idea de que es importante reorientar la presencia de nuestras fuerzas en dicho territorio, en la línea de reconstruir dicha nación  y trabajar en aquellas materias que signifiquen ponerla de pie para que sea autovalente.



Quiero destacar que tanto el Ministro de Defensa como nuestro Canciller nos han planteado que en el mes de junio se va a realizar una reunión, con todos los países que brindan apoyo en Haití, para reformular el trabajo que se ha venido desarrollando.



La tarea no es menor. Nuestras Fuerzas Armadas cumplen una labor extraordinariamente importante, pero también la llevan a cabo Carabineros, la Policía de Investigaciones y las organizaciones civiles que participan de variadas maneras en dicha nación.



Yo podría sostener, señor Presidente, que esa es la cara de la medalla que le importa a Haití, país que atraviesa por una realidad demasiado compleja. Pero también debiéramos decir que Chile, que sustenta su desarrollo en las exportaciones y en el comercio exterior, no puede volver la vista hacia el lado cuando se genera un conflicto como el que tiene lugar en la nación caribeña. Porque no hay comercio exterior ni exportaciones cuando no existe paz en el continente donde vivimos. 



Si a lo anterior le agregamos la proximidad de la ruta por donde transita el 60 por ciento de las exportaciones chilenas, cual es la del canal de Panamá; si le sumamos el hecho de que Haití se halla en una zona muy sensible en cuanto al narcotráfico que ingresa a Estados Unidos, no habrá ni una sola opinión que señale que la presencia de nuestro país y de las restantes naciones latinoamericanas no es necesaria.



A mi juicio, es indispensable plantear hoy, con motivo de esta discusión, que en otras ocasiones, cuando el Ejecutivo nos pidió esta autorización, hubo votos en contra porque algunos señores Senadores expresaron que nuestra Constitución no consideraba, dentro de los objetivos de las Fuerzas Armadas, este tipo de misiones. Para remediar aquello, los Senadores Coloma, Chadwick y Longueira presentaron una reforma constitucional que, coincidentemente, se encuentra en la tabla de la presente sesión para ser vista. 



En mi concepto, ella soluciona la mayoría de los temas que se plantearon originalmente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas, después de escuchar la exposición del Presidente de la Comisión de Defensa Nacional es bien poco lo que se puede agregar. Sus palabras fueron muy claras acerca de las materias y de las diferentes observaciones que formulamos quienes integramos las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



Sin embargo, quiero añadir que la presencia militar de Chile en Haití es menester para garantizar la seguridad vinculada con la reconstrucción y el desarrollo de esa nación tan devastada.



Como ya se señaló aquí, diversos Senadores plantearon la necesidad de enfocar la ayuda de Chile a ese país no solo en el aspecto militar  -el cual ha sido relevante, pues nuestra presencia en ese ámbito ha sido valorada en forma positiva-, sino también en lo que se refiere al desarrollo institucional, dado que se trata de un Estado frágil, donde no existen instituciones y es necesario crearlas. 



Por eso, como también sostuvo el Presidente de la Comisión de Defensa, esperamos que de aquí al 15 de junio los países latinoamericanos emitan un informe que permita determinar en qué forma se va a canalizar la ayuda para el desarrollo institucional de la República de Haití.



Llama la atención, sí, que los países desarrollados no hayan cumplido su promesa de ayuda y que sí lo hayan hecho naciones de Latinoamérica. Vale decir, las grandes potencias se han desentendido del problema que vive la población haitiana.



Como señaló el Ministro de Defensa, señor Andrés Allamand, el Banco Interamericano de Desarrollo ha destinado 2 mil millones de dólares para la reconstrucción de Haití. Sin embargo, en este país no hay una institución competente para canalizar tales recursos hacia la inversión. Por cierto, la capacidad humana del BID podría funcionar paralelamente con el Estado para lograr ese objetivo.



Señor Presidente, ya se mencionó que estas materias serán tratadas en un proyecto de reforma constitucional que se verá en el transcurso de la tarde. En todo caso, reitero mi apoyo a la solicitud del Gobierno para prorrogar la permanencia de tropas nacionales en Haití.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.-  Señor Presidente, en mi calidad de titular de la Comisión de Relaciones Exteriores, me correspondió el honor de presidir las Comisiones unidas que analizaron la petición para que el Senado otorgue su acuerdo a los efectos de prorrogar por un año la permanencia de tropas de Chile en Haití.



En la sesión en que se discutió ese asunto estuvieron presentes el Ministro de Relaciones Exteriores, don Alfredo Moreno; el Ministro de Defensa Nacional, don Andrés Allamand; el Jefe del Estado Mayor Conjunto, General de División don Hernán Mardones. Y la materia fue objeto de un largo debate, el que ha sido reiterativo año tras año tanto en las Comisiones de Defensa y de Relaciones Exteriores cuanto en la Sala.



Señor Presidente, quiero hacer notar que, coincidentemente, me corresponde relatar lo ocurrido ahora en las Comisiones unidas. Y digo “coincidentemente” porque, recién instaladas las tropas en Haití, viajé a este país como Diputado, junto con el entonces Diputado Jaime Quintana. Nos entrevistamos con sus autoridades; con grupos políticos, religiosos y de otro tipo, quienes manifestaban con mucha simpatía su aprobación a la presencia de la fuerza multinacional que estaba ayudándolos a enfrentar la crisis que los afectaba.



Ahora, a los Senadores nos preocupa el establecimiento de un plan de salida de Haití: cómo, cuándo y en qué condiciones dejamos esta nación y de qué manera hacemos un mayor aporte para su desarrollo.



La Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití, que se va renovando todos los años, evaluará nuevamente lo que realizan las fuerzas conjuntas en dicho país para resolver su situación.



El tema ya no es militar. Los haitianos eligieron con mucho éxito un Presidente y se encuentran restableciendo el sistema democrático. Pero hay objetivos pendientes, los que no necesariamente, a juicio de varios miembros de las Comisiones unidas, se resuelven con la presencia de la fuerza multinacional.



En todo caso, es indispensable renovar la presencia de tropas.



A decir verdad, señor Presidente, sería poco acertado retirar las de Chile. Porque, además, estamos participando en alianza con las Fuerzas Armadas de países latinoamericanos (principalmente con las de Brasil, que son muy importantes), en una acción inédita y que va a fortalecer los lazos regionales.



Empero, consideramos indispensable analizar si el objetivo que estamos persiguiendo es el que desea la población. Porque no es conveniente el retiro, pero tampoco lo es crear la sensación de una ocupación permanente por tropas extranjeras.



Queremos ayudar a que Haití tenga más oportunidades.



Ahora existe una interlocución con su nuevo Presidente. Entiendo que la habrá con el conjunto de las fuerzas que colaboran en la Misión. Y, como Senado, estamos disponibles para colaborar en tal dirección.



Yo desearía que el próximo año no estuviéramos en un debate para decidir la prórroga de la permanencia de tropas en las mismas condiciones, sino en una discusión acerca del cambio de las expectativas de desarrollo, de crecimiento y de oportunidades para Haití y sus habitantes.



Señor Presidente, la preocupación fue transversal en las dos Comisiones. Hubo una aprobación condicionada un poco a que veamos qué va a suceder con las fuerzas conjuntas y hasta qué punto estaremos disponibles, como Senado, a respaldar las decisiones que se tomen sobre su permanencia.



En el aspecto financiero, se les explicó a las Comisiones unidas que Chile, descontando los reembolsos realizados por las Naciones Unidas, ha gastado 85 millones de dólares en 7 años, con un promedio de 12 millones anuales. Y se les expresó que la inversión se recupera vía equipamiento, entrenamiento, particularmente en horas de vuelo en helicóptero, lo cual es muy relevante para la formación de los efectivos.



Después de los comentarios que he formulado, debo señalar que las Comisiones unidas aprobaron la solicitud de prorrogar por un año la permanencia de tropas chilenas en Haití -para ello no se requiere quórum especial-, acuerdo al que concurrió la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Coloma. Gómez, Kuschel, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto, Pizarro, Prokurica y Tuma.



Por consiguiente, las Comisiones unidas le recomiendan a la Sala aprobar la petición.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, he solicitado la palabra con el propósito de manifestar que durante el Gobierno del Presidente Ricardo Lagos respaldamos la decisión de que nuestro país estuviera presente en la misión de paz en Haití con un contingente de sus Fuerzas Armadas, en particular del Ejército. Sostuvimos la misma posición durante la Administración de la Presidenta Michelle Bachelet. Y la mantenemos ahora, en el Gobierno que encabeza Sebastián Piñera.



Consideramos que se trata de una política de Estado que uno debe respaldar tanto cuando tiene responsabilidades de Gobierno como cuando está en la Oposición, ya que la situación va mucho más allá de las circunstancias de la política cotidiana e involucra una obligación del país y una decisión que, desde nuestro punto de vista, honra a nuestra patria en el sentido de prestar su concurso al pueblo de Haití, que requiere la ayuda de las Naciones Unidas y de todos los países que se hallen en condiciones de brindarla, como es actualmente el caso de Chile.



Creo que esa política de Estado prestigia a nuestra nación. Y en ningún caso el costo que se menciona en el informe de las Comisiones unidas de Relaciones Exteriores y de Defensa podría estimarse oneroso: en primer lugar, desde el punto de vista de los recursos con que Chile cuenta hoy; pero además en función de la trascendencia y relevancia de esta decisión de política exterior.



Quiero agregar, señor Presidente, que en el caso de Haití hay una deuda de la comunidad internacional que continúa sin resolverse. Yo creo que la actitud de las grandes potencias para con esa nación de nuestro continente latinoamericano es mezquina; revela un descompromiso vergonzoso, dadas las condiciones imperantes en ella.



La comunidad internacional toleró durante décadas la dictadura del llamado “Papá Doc”, la que no solo fue la negación de la libertad para Haití, sino que además significó la corrupción completa del aparato público y conllevó un atraso, una pobreza y una miseria difícilmente equiparables en otra nación.



No creo, señor Presidente, que exista otro país de nuestro continente en tan dramática situación. Y posiblemente no hay otro en el resto del mundo con los niveles intolerables de decadencia económica y social a que la dictadura condujo a Haití.



Prisionero el mundo en las estrechas fronteras de la Guerra Fría, las potencias simplemente toleraron lo que allí ocurría. Se dejó hacer. Fue la política inmoral del laissez faire.



Sin embargo, a pesar de que la Guerra Fría terminó, la inversión real de las grandes potencias con un plan, con una estrategia de desarrollo para la nación haitiana deja mucho que desear.



Yo creo que Chile, por el compromiso que ha tomado con Haití, debiese redoblar sus esfuerzos para llamar la atención de la comunidad internacional.



Siento que el grado de compromiso de los países que están en condiciones de hacer esa inversión es insignificante; prácticamente, cero.



La principal potencia mundial, los Estados Unidos, impulsó la intervención de las Naciones Unidas en un momento de crisis terminal. De no mediar la pronta reacción de muchos países, entre ellos -para honra nuestra- Chile, la situación en Haití hubiese sido completamente inmanejable y la crisis social habría devenido en una espantosa confrontación civil, de consecuencias incalculables.



Pues bien: se logró resolver la crisis. Haití acaba de tener elecciones. Podríamos decir que la situación se ha estabilizado. Pero el concurso económico de las principales potencias es francamente marginal. No hay un compromiso sincero con un esfuerzo como el que el mundo de hoy está en condiciones de hacer para que Haití pueda salir de la postración en que se encuentra.



Pienso que Chile debiese reclamar por la situación que está ocurriendo hoy en aquel país. Son millones de personas a las que se condena a un estado de miseria que el mundo de hoy puede, en primer término, reducir; luego, mitigar, y posteriormente, resolver.



Pero se requiere cambiar la mezquindad por una actitud de generosidad.



En todo caso, habla bien de Chile el que mantenga y desarrolle esta política de Estado. Y estimo que para nuestra nación, al final de cuentas, ayuda a su propio desarrollo, a su manera de mirar el mundo, a su comprensión de los fenómenos de la pobreza  el que se haya comprometido tan profundamente con los sucesos de Haití y con la paz en este país.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, es bueno recordar que la situación que nos ocupa viene desde el año 2004, cuando el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas constituyó la fuerza de estabilización de paz (MINUSTAH), básicamente con el objetivo de apoyar el proceso de reconstrucción, desarrollo y formación de capacidades que le permitieran a Haití retomar el camino de la autonomía y la sustentabilidad.



Tenemos 517 efectivos militares en ese país. Y la verdad es que nuestra presencia es especialmente necesaria a raíz de los acontecimientos ocurridos durante el último año.



Recordemos que en 2010 Haití vivió múltiples crisis. Hubo un terremoto que obligó a desplazar a 2,3 millones de personas; están con la epidemia del cólera; sufrieron los efectos del huracán Thomas. Y, pese a que se realizaron comicios y se reconoció a la autoridad válidamente elegida, al nuevo Presidente de la República, la inestabilidad política sigue siendo una realidad.



Por eso, considero positivo prorrogar por un año más nuestra presencia, a través de la MINUSTAH, en aquella nación.



Chile muchas veces se jacta de ser un país exitoso, que ha hecho las cosas bien. Empero, no siempre nos ven como el buen vecino.



Esta es una buena forma de practicar la solidaridad y ser un buen vecino en nuestro continente.



Lamentable es la posición de los países desarrollados, de las naciones ricas, que, por desgracia, han abandonado a Haití.



Finalmente, ha surgido un debate para replantear, redefinir nuestros objetivos, nuestra misión en la referida fuerza mundial de estabilización.



Al respecto, es del caso recordar que aquello hay que hacerlo dentro del contexto de las Naciones Unidas, porque esta es la que encabeza la Misión. 



Por lo tanto, siempre es importante que nuestro Gobierno, a través de la Cancillería -entiendo que se está llevando a cabo-, pueda hacer valer los puntos de vista planteados acá a ese nivel.



En mi concepto, señor Presidente, hay que hablar no solo desde el punto de vista teórico -es decir, cómo logramos que haya un entorno seguro y estable en la referida nación-, sino también desde la perspectiva práctica.



La miseria de Haití es brutal. El nivel de hambre, el grado de inanición en los niños, el sida, la violencia son realidades que nos golpean. Por ende, es relevante actuar con solidaridad.



Muchas ONG reconocen que no podrían distribuir los alimentos a quienes padecen hambre, los medicamentos a los enfermos, en fin, de no mediar la presencia de las Fuerzas Armadas de los países que hoy día están apoyando a Haití. Es fundamental tener seguridad para desarrollar las labores solidarias.



De otro lado, cabe subrayar que, dentro de los objetivos futuros, probablemente deberemos focalizarnos con mucho vigor en la formación de capacidades que le permitan a Haití un desarrollo autónomo y sustentable. Es decir, será necesario ayudar a ese país a potenciar, a fortalecer las instituciones públicas. Porque una democracia sin instituciones sólidas es precaria.



Por eso, comparto algunos de los planteamientos hechos en el sentido de ayudar a Haití para, en la medida en que lo requiera y en que haya consenso en las Naciones Unidas, permitirle ser un país más estable y con mejores instituciones.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, hemos tenido una discusión muy similar a esta en los últimos siete años. De consiguiente, poco queda por agregar.



Solo quiero señalar que la Misión que está llevando adelante la Organización de las Naciones Unidas, y en la que Chile participa, se ha fijado objetivos importantes para contribuir a la estabilidad política y social en Haití, a evitar que los conflictos armados internos inhiban la posibilidad de sus habitantes de desarrollarse y consagrarse como nación.



Al final, entonces, ha sido razonable y positiva la actuación que ha tenido Chile a ese respecto.



Sin embargo, creo que, después de siete años, empieza a correr el tiempo de la evaluación.



Eso es lo que se ha estado conversando aquí. Y ello, a mi juicio, le da un sentido distinto a la aprobación de la prórroga de la presencia de nuestras tropas en Haití en esta oportunidad.



Me parece, señor Presidente, que se justifica continuar con el proceso en comento, por la necesidad de apoyar al nuevo Gobierno, recién elegido, que asume -si es que ya no lo ha hecho- por estos días, para contribuir a que, como tal y como Estado, pueda funcionar.



Pero también hay que advertir que ya durante la campaña el propio Presidente electo y muchos otros fueron partidarios de ir modificando el rol de la MINUSTAH en Haití, para que no se constituya en una fuerza de ocupación.



Ese es un mensaje que debemos entender y que es razonable, porque un país no puede vivir, eterna e indefinidamente, dependiendo del apoyo de Fuerzas Armadas y de Orden de otros Estados, lo que quiere decir que resulta incapaz de ser autosuficiente.



Sin embargo, lo más relevante es el compromiso que los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa han expuesto respecto del futuro de la fuerza de apoyo para la estabilidad de Haití organizada por las Naciones Unidas. Según nos informaron -y ya se ha hecho referencia a ello-, el 15 de julio próximo se celebrará una reunión importante de los titulares de la última de esas Carteras, y en las Comisiones unidas de Relaciones Exteriores y de Defensa hemos pedido que luego de esa discusión, donde se va a analizar precisamente cuál debería ser hacia el futuro el rol de nuestra presencia y la de los otros países en Haití, contemos con los informes para tratarlos en esa instancia en agosto o en septiembre.



Creo que el inicio del debate para ir reduciendo la presencia militar e incrementando nuestro papel en lo que dice relación con la consolidación de las instituciones, con el desarrollo económico, social, en infraestructura y en otras áreas de esa naturaleza, va por el buen camino que hemos requerido durante mucho tiempo.



Y ello, simultáneamente, por mediar la necesidad y la voluntad de exigir un mayor compromiso de las naciones desarrolladas, el cual, al final, ha sido bastante tenue.



Es cierto que muchas de ellas reclaman por la inseguridad de poner recursos en un lugar donde no se verifica un control de su destino, de su manejo, donde existe corrupción y, por lo tanto, el riesgo de que no se utilicen en los objetivos de desarrollo para los cuales se otorgan. Sin embargo, eso es precisamente lo que obliga a una mayor presencia de su parte, de manera de poder asegurar el cumplimiento de tal finalidad.



Precisamente una MINUSTAH destinada más bien a trabajar en el ámbito que nos ocupa es una garantía de que se van a poder llevar adelante los proyectos necesarios para conseguir ese propósito en un buen sentido y evitar la pérdida de los recursos.



Vale la pena destacar, a mi juicio, que acaba de ser nombrado representante de las Naciones Unidas a cargo de la misión nuestro ex Canciller Mariano Fernández. El seguir una línea como la del primero de los encargados, Juan Gabriel Valdés, también ex Canciller chileno, da la posibilidad de lograr una claridad mayor en el destino que deben tener los esfuerzos internacionales para apoyar la recuperación y el mayor desarrollo del pueblo haitiano.



Para nuestro país, la experiencia -es cierto- también ha sido valiosa. Así ha ocurrido en el caso de nuestras Fuerzas Armadas, no solo por realizar entre ellas un importante trabajo conjunto, sino también con otras. Ha tenido lugar un aprendizaje en terreno y no simplemente en ensayos militares. Se ha presentado, además, la oportunidad de conocer y hacerse cargo de nuevas tecnologías, enseñanza asimismo muy valiosa recibida durante estos años.



Por cierto, la proyección internacional que Chile adquiere con estas misiones es algo que se debe reconocer y valorar. Es una señal de solidaridad internacional que da con su presencia, la cual estimamos que apoya su proyección en el exterior.



Con todo, se halla involucrado un costo económico, aun cuando no resulte extraordinariamente significativo. Anualmente, ello importa 12 millones de dólares, adicionales a lo que representa toda la misión, los que salen de nuestro Presupuesto y que, de otra manera, se podrían destinar a objetivos en nuestro país. Al sumar lo que se ha gastado en el tiempo que llevamos -siete años-, nuestra participación en la misión de Naciones Unidas en Haití asciende a un total de 85 millones de dólares.



En consecuencia, eso tiene que ir variando con el tiempo y es necesario que los que cuentan con los mayores recursos asuman la parte principal del costo que para el mundo implica actuar en ese país.



Por estas consideraciones, señor Presidente, vamos a votar a favor de la solicitud de prorrogar la presencia de nuestras Fuerzas Armadas y de Orden en Haití de acuerdo con el requerimiento de las Naciones Unidas. Y lo haremos ahora con la convicción del compromiso que le cabe al Gobierno de ir reorientando los esfuerzos en la perspectiva del desarrollo y de la paz, más que de la presencia militar. Esperamos que, en uno, dos, tres años -no más-, conforme a un cambio gradual, podamos estar llevando a cabo realmente lo que Chile puede hacer mejor, que es apoyar con su experiencia el avance en la institucionalidad y las condiciones económicas y sociales del pueblo haitiano. Con el deseo de que así ocurra, respaldamos la prórroga referida.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, en las Comisiones unidas se verificó un debate interesante respecto de la petición del Gobierno, que se ha ido reiterando por años, acerca de la presencia en Haití de Fuerzas Armadas y Carabineros chilenos.



Año a año hemos planteado varios Senadores que es correcta la autorización que concede en la materia esta Corporación, así como también lo son las acciones de las instituciones castrenses y el esfuerzo del Gobierno por colaborar con una nación que estaba, está y pareciera que seguirá estando en dificultades por un tiempo. No abrigamos dudas de que ello contribuye a una buena relación de vecindad en la región; de que se desarrolla una actividad solidaria y de trabajo que nos parece razonable.



El punto radica, señor Presidente, en que durante muchos años hemos ido exponiendo que la renovación del permiso se ha traducido finalmente en una continuidad de la participación de nuestras Fuerzas Armadas en el país centroamericano, pero sin que exista una convicción ni una decisión hasta ahora de que es necesario que Chile lleve a cabo esa acción sobre la base de colaborar en la reconstitución institucional. No se trata, simplemente, de que lo haga en la mantención del orden público o de que las Fuerzas Armadas cumplan una función de seguridad, sino de que todos los organismos internacionales en Haití trabajen para lograr una reconstrucción en el ámbito a que he hecho referencia: Poder Judicial, Registro Civil, cárceles, obras públicas, viviendas, en fin, mencionándose este aspecto en los antecedentes contenidos en el informe.



Lo que hemos observado es que año a año se establece un criterio, pero no se consideran las propuestas ni los planteamientos formulados en Comisión.



Y en esa instancia dije algo que repetiré.



El señor Ministro de Defensa expresó que mediaba precisamente una definición de algunos países que participan en Haití, para trabajar en esa línea: el desarrollo y apoyo en lo institucional, y que tal labor va a terminar, según entiendo, a finales de julio. Se presentaría un proyecto o una conclusión para poder contar con un derrotero en los años que vienen, pero en función, no de la seguridad, sino de dichos factores.



En ese entendido, varios Senadores presentes en la sesión de los órganos técnicos manifestamos que ello nos parecía bien.



Por mi parte, consigné también que lo había escuchado por primera vez como una definición política. Porque hasta ahora se había enviado la solicitud de un permiso.



Estimo indispensable que en ese país, aparte la presencia de las Fuerzas Armadas, exista también un desarrollo desde el punto de vista de la seguridad: Carabineros, Investigaciones, instituciones en el ámbito de la Justicia. Hay tanta función y trabajo que deben cumplirse que creo que Chile debiera dirigir su personal, sus recursos, hacia ese campo.



Por eso pedí la palabra, señor Presidente, ya que deseo dejar constancia de que, en definitiva, el respaldo que hemos dado, desde el punto de vista de la mantención de las Fuerzas Armadas en Haití, tiene un norte claro: contar con el proyecto de desarrollo institucional aludido.



Y también le pedimos al señor Ministro de Defensa que Chile lidere dicho planteamiento, sin dejar transcurrir el tiempo, y que exista efectivamente la convicción y decisión de que ese es el camino. De lo contrario, no van a resurgir las instituciones que tienen que fortalecer la democracia.



Esta es la posición que al menos nosotros pensamos que se debe asumir en cuanto a colaboración, no solo en materia de seguridad.



En ese entendido, y considerando que el señor Ministro asumió el compromiso de que el desarrollo institucional que analicen esos países -espero que pueda cumplirlo, porque es un trabajo multilateral, no solo de Chile- sería conocido por el Senado y las Comisiones en el mes de julio, daremos nuestro acuerdo a la solicitud del Presidente de la República, como ya lo hicimos en las Comisiones unidas.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, creo que esta es la décima vez que discutimos el asunto.



Si los señores Senadores lo recuerdan, en 2004 se determinó la salida de tropas solo por seis meses, como era la norma en ese momento, a diferencia de lo que ocurre en el presente caso, en que el período es anual.



Reconozco haber sido bastante escéptico, en general, en cuanto a este tipo de medidas, y creo que el tiempo, lamentablemente, me da la razón.



Ese año, las fuerzas chilenas fueron requeridas para evitar un genocidio, cuestión planteada como inminente, pero sobre la base de que en seis meses existiría la tranquilidad suficiente para hablar de un Haití distinto, de modo que podrían volver sin problemas a su función más propia conforme a la Constitución.



Con posterioridad se pidió una extensión del plazo, para permitir el acceso de la democracia. En esa ocasión se llevaba a cabo un proceso electoral que se encontraba en una situación compleja, el que terminó con el señor Préval como Presidente.



Después se invocó el propósito de avanzar en la institucionalidad.



A continuación se expuso el objetivo de progresar en la consolidación de las instituciones.



Y hoy día, para ser franco, la cuestión radica en que casi no existe alternativa. Es algo que el Senador que habla, por lo menos, siente el deber de plantear.



Más aún, el Presidente Préval -el mismo que ganó la elección a cuya materialización contribuyó Chile, entre otros países- dijo la semana pasada: “En Haití necesitamos ‘bulldozers’, no tanques”.



Entonces, no sería tan optimista respecto del rol que hemos jugado en la misión internacional. Ello, obviamente, más allá de que esta dice relación con códigos propios, los que no dependen de manera exclusiva de nosotros, que efectuamos un aporte.



No quiero ser miope y desconocer que se ha realizado, en parte, una contribución. Es evidente que nuestras Fuerzas Armadas han exhibido un despliegue notable dentro de la MINUSTAH y que en la zona en que a Chile le ha correspondido desempeñarse ha existido una garantía de seguridad relevante. Y es probable que algunos me señalen que cualquier otro camino habría resultado de una complejidad mayor. Pero no creo que se pueda sostener a estas alturas que la misión, como tal, ha sido un éxito.



Pienso que hoy día encontramos un Haití quizás con más complejidades que hace cuatro, cinco o seis años. Así lo dicen todos los organismos internacionales, y también -quiero ser muy claro- lo insinúa el informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, documento que siempre conviene leer, pero que ha sido útil para tomar decisiones importantes.



Lo anterior se refiere a un conjunto de medidas. Primero, porque la ayuda internacional -algo han dicho sobre el particular algunos parlamentarios- ha sido mucho más menguada en relación con lo que parecía ser un desafío importante para las grandes potencias, las cuales habrían demostrado, a estas alturas, ser buenas para convocar, pero no la misma fuerza para asistir en los momentos decisivos. 



En segundo lugar conviene mencionar la clase de cooperación. He sostenido desde hace tiempo que, valorando el tremendo esfuerzo desplegado por nuestras Fuerzas Armadas, el rol de Chile tiene que ser complementario de otro tipo de actividades, con menos incentivo en el uso de material propio del ámbito anterior, sino más enfocado a construir una sociedad distinta en un Estado que se considera internacionalmente casi como fallido. Y eso es lo que debemos tratar de recuperar.



Y, en tercer término, también se presenta el “fantasma” -deseo mencionarlo, porque me parece que ese es mi rol como Senador, para que exista transparencia en la toma de decisiones- de que en la última campaña presidencial haitiana se hizo referencia a las fuerzas internacionales como “de ocupación”, que es precisamente lo que hemos tratado de evitar en el Senado, porque nuestra lógica es la de colaborar. Ello, en forma transversal.



Desde mi perspectiva, la cuestión resulta inquietante y debemos estar especialmente alertas respecto de cómo evoluciona. 



Revisé el discurso pronunciado ayer por el nuevo Mandatario haitiano al asumir el cargo -dije en las Comisiones unidas que lo haría-, y, afortunadamente, no contiene ninguna referencia negativa relacionada con dicho planteamiento, lo que estimaba decisivo para mi voto.



Considero que no es posible cantar victoria, porque no se ha llevado a cabo una acción de la cual el mundo pueda sentirse orgulloso, sino que el trabajo de las Naciones Unidas ha sido claramente insuficiente, tanto en su orientación como en su contenido, por razones que tienen que ver -insisto- con la naturaleza de la ayuda, el tipo de cooperación y la visualización en el interior respecto de las tropas.



Con todo, señor Presidente, alcanzo a ver algunas señales algo más positivas para el futuro. Y eso me lleva a votar en esta ocasión a favor, tal como lo hice las dos veces anteriores. Es algo que se vincula -y se lo recuerdo a los señores Ministros presentes- con la idea de ir reconfigurando en forma paulatina el uso de la fuerza internacional, como aparece en el informe, y con la colaboración para que la MINUSTAH pase del Capítulo VII al VI. El cambio es complejo, con un cierto riesgo por el menor uso de la fuerza, pero de un significado mucho más profundo en cuanto a la concentración en proporcionar más sustento a las tareas de la construcción institucional.



Entiendo que el 15 de julio será un día muy relevante -y lo han planteado así varios Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra- para estos efectos, pues se tomará una decisión conjunta.



Pero al menos observo una línea en orden a comprender que la permanencia del estado de cosas no es buena ni para Haití ni para el mundo -incluido Chile, obviamente-; que es fundamental repensar a fondo la forma de colaborar con el país centroamericano.



Jamás hemos pretendido desde estas bancas negar apoyo, menos a una nación que pasa por momentos difíciles. Estos datan de mucho antes del terremoto de 2010. Claramente, la situación es casi de retroceso. 



Visualizo que tendrá lugar un “nuevo trato”, por así llamarlo, sobre la base de tener en cuenta la cuestión de fondo en Haití y el tipo de cooperación que requiere, de institucionalidad, de Estado que pueda generarse con el aporte de otros países.



Porque no basta con sentir que se cumple la tarea simplemente porque se registra la presencia de militares, los que, dicho sea de paso, están exponiendo sus vidas. ¡Dios no lo quiera! Ayer, mientras asumía el nuevo Mandatario, hubo un incidente en otro lugar en Haití que involucró a tropas internacionales, resultando muertos varios haitianos. Y ello va generando una lógica respecto de ese contingente que, en lo personal, me preocupa.



Por eso, comprendiendo que nos encontramos ante un problema sumamente complejo, pero haciendo fe en lo que nos han planteado los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa en cuanto al nuevo espíritu y ambiente que deberían prevalecer en las relaciones con dicho país, voy a votar a favor de la solicitud. Abrigo la convicción de que no se trata solo de palabras y de que si nos toca en un año más rever el asunto no seguiremos con la misma argumentación. 



He dicho. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, no participo en las Comisiones de Defensa y de Relaciones Exteriores, que estudiaron unidas la materia con bastante rigurosidad. Sin embargo, me he preguntado desde hace mucho tiempo -al igual que numerosos chilenos, seguramente- qué hace que un país como el nuestro permanezca todavía en Haití, después de siete años, más aún si somos la nación más alejada de ese territorio y no poseemos intereses geopolíticos en la zona; o sea, no existe un área de influencia para Chile.



En consecuencia, creo que nuestra permanencia tiene que ver, en primer término, con razones y compromisos humanitarios, es decir, con la convicción de nuestro Estado -de los Gobiernos anteriores y del actual- de que se está cumpliendo una labor relevante en ese país.



En segundo lugar, dice relación con un compromiso formal con Naciones Unidas, que se encuentra vigente. Y ello explica por qué la ONU financia buena parte de la MINUSTAH.



Y, en tercer lugar -aunque poco se ha hablado de ello-, esta misión surge en los tiempos en que se discutía el Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos. Y esta potencia veía con buenos ojos que un país latinoamericano desempeñara un rol destacado en la zona. Por lo tanto, si uno quisiera tomarlo desde ese punto de vista, se podría decir que Estados Unidos nos metió en esto. En esa época hubo una petición concreta en tal sentido.



El Senador Tuma recordó una visita que realizamos cuando se debatía la segunda prórroga, que entonces era semestral. Por iniciativa propia, estando como observadores en la elección de República Dominicana, cruzamos el lago Enriquillo y llegamos a mirar lo que pasaba en el territorio vecino. Todo ello, por supuesto, coordinado con la fuerza destacada allí, con la embajada de Chile en Haití y con la Cancillería. Y, no siendo Senadores, sino Diputados, logramos aportar, modestamente, un informe que en su oportunidad entregamos a los Ministerios de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores.



Claramente, los tiempos han cambiado, la situación es distinta. Hoy el rol de nuestra fuerza es diferente del de hace cinco o seis años.



Como se ha mencionado, se partió en tareas, no sé si propiamente militares, porque lo que nosotros observamos ahí fueron más bien labores de policía, bien valoradas por lo demás. Y lo digo a propósito de lo manifestado por el Senador Coloma. No discuto lo que se señaló en la última campaña habida en Haití en cuanto a que se trataba de fuerzas de ocupación. Pero a nosotros varias organizaciones políticas con vasta influencia en la zona -algunas de ellas bastante radicalizadas, como Fanmi Lavalas-, nos expresaron, al igual que la Iglesia, la Cancillería -al inicio del Gobierno de Préval-, que la misión chilena estaba cumpliendo una gran labor, primero, en lo relativo al restablecimiento del orden, incluido el desarme de bandas que había en todos los cerros, y luego, en la mantención de la aún pobre institucionalidad vigente en dicha nación. Y a eso debemos agregar tareas en el ámbito sanitario (existe allí una tasa de sida superior a 70 por ciento) y un sinfín de actividades de la más diversa índole.



En ese sentido, destaco la presencia en la Sala del Jefe del Estado Mayor Conjunto y de los Ministros de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores, por su preocupación y por el seguimiento que han realizado en esta materia.



No soy experto en temas militares ni mucho menos, pero Chile desarrolla ejercicios conjuntos con fuerzas de países vecinos y latinoamericanos en general, y me parece que eso es lo cotidiano. Porque cuando un piloto chileno conduce una aeronave y toda la tripulación es peruana, colombiana, ecuatoriana o argentina, se adquiere una experiencia. Y eso es positivo.



A propósito de toda esta discusión acerca de la existencia de una carrera armamentista y cómo frenarla, pienso que lo mejor es que cada país vaya conociendo -se está trabajando con fuerzas de elite argentinas, peruanas, etcétera- lo que los otros están haciendo.



Y, claro, hoy las razones de nuestra permanencia son distintas.



Aquí se ha mencionado -lo deseo destacar- la presencia de un nuevo chileno a cargo de la MINUSTAH: el ex Canciller Mariano Fernández (antes estuvo Juan Gabriel Valdés), lo cual de alguna forma también nos compromete a culminar en buenos términos este proceso.



En tal sentido, el Senador Tuma tiene toda la razón en cuanto a la importancia de empezar a trabajar en un plan de retiro de Haití. Probablemente, lo fácil era llegar, y lo difícil, salir, abandonar ese territorio, como bien lo señaló el Presidente de la Comisión de Defensa, Senador Prokurica.



Señor Presidente, valoro lo que están realizando el Ejército, la Armada, la Fuerza Aérea, Investigaciones y Carabineros, en especial esta última entidad, que está llevando adelante una labor de docencia y de formación de policías. Porque -insisto- en el lugar había inseguridad, inestabilidad y una total falta de fuerzas policiales.



Por eso, las funciones que se están cumpliendo son todavía relevantes. Y los costos no son asumidos totalmente por nuestro país, pues en esta materia existe un compromiso importante de las Naciones Unidas. Además, entiendo que se gana experiencia en el trabajo conjunto con fuerzas armadas de distintos países, entre ellos algunos vecinos. Y pienso que todavía queda pendiente una parte de ese desafío.



Lo relevante, creo yo, es cómo ir reemplazando las fuerzas militares por fuerzas civiles. Haití es un país sin red caminera. Lo constatamos en terreno. Tampoco tiene red sanitaria, alcantarillado. Por lo tanto, en la medida en que empecemos a reemplazar personal militar por personal civil probablemente encontraremos una salida mucho más fácil para cuando llegue el momento del retiro, el cual espero, igual que otros señores Senadores, que no se produzca en un horizonte muy lejano.



A la luz de los antecedentes mencionados, señor Presidente, respaldaré la prórroga de la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿El señor Canciller desea agregar algo antes de la votación?

El señor MORENO (Ministro de Relaciones Exteriores).- Lo haré después, señor Presidente.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la prórroga, por un año, para la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití (24 votos a favor, una abstención y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Alvear y los señores Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Horvath, Larraín (don Hernán), Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Orpis, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Novoa.



No votó, por estar pareado, el señor Pérez Varela.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Canciller.

El señor MORENO (Ministro de Relaciones Exteriores).- Señor Presidente, agradezco muy especialmente el apoyo otorgado por los señores Senadores a la solicitud formulada por el Presidente de la República para autorizar la prórroga de la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití.



Chile adquirió un compromiso con la seguridad y la estabilidad de la región. Y no hay duda de que esta es una demostración bastante clara de la fortaleza de nuestras instituciones políticas, hecho ampliamente reconocido en la comunidad internacional y que de forma paulatina ha venido constituyéndose en un elemento esencial de nuestra política exterior.



Sin embargo, más allá de los aspectos políticos y económicos que pueden estar involucrados en la decisión de participar en esta misión de Naciones Unidas, existen factores de carácter humanitario que hacen imperativa esta cooperación con Haití.



Chile es un país de valores, de convicciones, donde la solidaridad se manifiesta de modo muy claro en la política exterior, y con mayor compromiso si esto sucede en nuestra propia región. De esta manera, nuestra nación ha desplegado sus tropas en misión de paz y realizado distintos programas de desarrollo social en la isla.



No es de extrañar, entonces, que la opinión pública chilena se haya identificado con esta tarea solidaria hacia un pueblo hermano de nuestra región, generándose, así, una consecuencia entre la decisión política y el sentimiento ciudadano.



Tenemos el pleno convencimiento de que esta clase de misiones son, por su naturaleza y tal como aquí se ha indicado, temporales, y de que resulta necesario ir generando condiciones suficientes para un retiro gradual de nuestros efectivos.



De esta forma, es claro que Haití debe caminar hacia un proceso de construcción y consolidación de sus instituciones, para lo cual, naturalmente, se requerirán esfuerzos adicionales que habrán de contar con una amplia solidaridad latinoamericana y mundial.



La experiencia ha demostrado que resulta imposible pasar a etapas superiores de desarrollo si no se cuenta con el elemento básico de la seguridad, que es, precisamente, el que proporcionan las tropas en la actualidad.



Por consiguiente, ahora viene un esfuerzo importante a nivel regional para colaborar en el desarrollo de Haití, el que debe contar con la dirección y la plena aprobación del Gobierno que acaba de asumir hace solo un par de días.



Por último, deseo resaltar el hecho de que la participación de Chile en la MINUSTAH es sumamente valorada en el contexto de Naciones Unidas, lo cual ha llevado a que por segunda vez haya sido designado un chileno como Representante Especial del Secretario General de la ONU en Haití. Ello, naturalmente, representa un legítimo orgullo y también un reconocimiento para nuestro compatriota y ex Canciller Mariano Fernández.



Muchas gracias.

Defensa jurídica de víctimas de delitos

El señor GIRARDI (Presidente).- Siguiendo con el Orden del Día, corresponde ocuparse del proyecto de reforma constitucional, en tercer trámite, que establece la obligación de otorgar defensa penal y asesoría jurídica a las personas naturales que han sido víctimas de delitos y no pueden procurársela por sí mismas, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5408-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional (moción de los Senadores señores Espina, Allamand, García, Prokurica y Romero):



En primer trámite, sesión 58ª, en 16 de octubre de 2007.



En tercer trámite, sesión 77ª, en 15 de diciembre de 2010.



Informes de Comisión:



Constitución: sesión 2ª, en 12 de marzo de 2008.



Constitución (segundo): sesión 15ª, en 29 de abril de 2008.



Constitución (tercer trámite): sesión 13ª, en 3 de mayo de 2011.



Discusión:



Sesiones 7ª, en 2 de abril de 2008 (se aprueba en general); 16ª, en 30 de abril de 2008 (queda pendiente su votación); 17ª, en 6 de mayo de 2008 (se aprueba en particular).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).-  La iniciativa se inició en moción de los Honorables señores Espina, García y Prokurica y de los ex Senadores señores Allamand y Romero.



En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó el proyecto despachado por el Senado e introdujo modificaciones al artículo 19 de la Carta Fundamental, en el número que se refiere a la igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos de las personas, estableciendo que la ley señalará los casos y la forma en que las personas naturales víctimas de delitos dispondrán de asesoría y defensa jurídica gratuitas y que todo imputado de delito tiene derecho irrenunciable a ser asistido por un abogado defensor proporcionado por el Estado si no nombrare uno en la oportunidad indicada por la ley.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó la enmienda realizada por la otra rama del Parlamento por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Alvear y señores Espina y Patricio Walker).



Hago presente que la modificación de la Cámara de Diputados requiere para su aprobación el voto favorable de 24 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión el cambio introducido.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, este proyecto de reforma constitucional pasó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en tercer trámite constitucional, por lo cual nos correspondió conocer las enmiendas que la Cámara de Diputados efectuó en el segundo trámite al texto aprobado por el Senado.



Como sabemos, la iniciativa, originada en moción de los Honorables señores Alberto Espina, José García, Baldo Prokurica y de los ex Senadores señores Andrés Allamand y Sergio Romero, busca, como propósito central, establecer en la Carta la obligación de proporcionar asesoría y defensa jurídica a las personas que han sido víctimas de delitos y que no disponen de los medios para costearla por sí mismas.



Debo hacer notar que si bien ambas Corporaciones acogieron esta enmienda constitucional, hubo diferencias acerca de la ubicación que tendría dentro del Texto Fundamental, de la cual, como sabemos, deriva el quórum requerido para su aprobación.



Así, mientras el Senado la incluyó en el artículo 83, que consagra la existencia del Ministerio Público y sus atribuciones y establece el derecho del ofendido y de las demás personas que la ley determine a ejercer la acción penal, la Cámara de Diputados prefirió ubicarla en el numeral 3° del artículo 19, referido a la garantía constitucional de la igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos de las personas.



Cabe destacar, además, que la Cámara Baja complementó el texto de nuestra Corporación con otra enmienda destinada a consagrar el derecho del imputado a ser asistido por un abogado defensor proporcionado por el Estado, instaurando así en la Carta Fundamental un principio ya recogido por la normativa que regula la Defensoría Penal Pública.



Asimismo, en relación con las víctimas, la nueva redacción les asegura en forma expresa la gratuidad de la asesoría y la defensa jurídica a que tendrán derecho.



La Comisión de Constitución realizó su análisis y consideró adecuada la reformulación del proyecto efectuada por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, destacando que, de este modo, la reforma planteada se integrará de manera más sistemática en la Carta Fundamental.



Por estas razones, el órgano técnico, por la unanimidad de sus miembros presentes, resolvió apoyar el texto propuesto por la Cámara de Diputados y recomendar a la Sala proceder en iguales términos.



Finalmente, debo hacer presente que en la Comisión se analizaron con el señor Ministro de Justicia -quien asistió a sus sesiones- distintas fórmulas que podrían aplicarse para poner en ejecución la garantía constitucional que se está incorporando a la Carta Fundamental en favor de las víctimas de delitos, entre las cuales la más idónea parece ser la de confiar esta tarea a las Corporaciones de Asistencia Judicial.



Se resaltó que dichas instituciones están logrando muy buenos resultados prácticos y que debe avanzarse en el propósito de fortalecerlas.



Naturalmente, las diversas inquietudes que se plantearon en esta oportunidad podrán examinarse una vez que se discutan en el Parlamento las correspondientes iniciativas legales.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.



Para no intervenir de nuevo, voy a agregar de inmediato un comentario de carácter personal.



A mi juicio, luego de la tramitación en ambas Cámaras, el proyecto efectivamente ha mejorado.



Al mismo tiempo, me deja tranquila la respuesta del señor Ministro de Justicia en la Comisión en cuanto a la necesidad de fortalecer a las Corporaciones de Asistencia Judicial, que son los órganos que ofrecen asesoría jurídica gratuita a quienes no tienen la posibilidad de contratar a un abogado.



Es evidente que tales entidades requieren modificaciones bastante profundas. Y espero que muy pronto estemos en condiciones de conocerlas en la Sala del Senado, para que la nueva garantía constitucional se concrete en la práctica en favor de las personas más vulnerables de nuestro país.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia.

El señor BULNES (Ministro de Justicia).- Gracias, señor Presidente.



Esta reforma constitucional, como bien explicaba la Honorable señora Alvear, se viene gestando desde el año 2007.



Había sido aprobada en líneas generales conforme a un texto que la situaba en el artículo 83 de la Carta Fundamental. Este año se reimpulsó la materia y se trabajó en la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados en una adecuación que, sin alterar la finalidad perseguida, cual es consagrar, desde la perspectiva constitucional, el derecho de las víctimas a contar con asesoría jurídica gratuita para poder ejercer las acciones que la misma Carta Fundamental les reconoce, cambió la reforma de ubicación, trasladándola al artículo 19, número 3°, dentro de las garantías constitucionales que regulan el derecho a defensa. Concordamos con esta modificación, que nos pareció más acertada desde un punto de vista orgánico.



Asimismo, cabe destacar, como ya lo hizo la Senadora Alvear, que se agregó como parte de la enmienda algo que no estaba en nuestra Carta Política, aun cuando ya formaba parte del espíritu tácito del constituyente: reconocer que toda persona imputada de delito también tiene derecho a asistencia jurídica gratuita en el evento de que no pueda procurarse un abogado por sus propios medios.



Finalmente, y más allá de ese cambio orgánico, que no altera la esencia de lo que en su momento aprobó este Senado, deseo recordar que en la Cámara de Diputados se discutió también la manera como el Ejecutivo piensa implementar o hacer efectiva esta garantía constitucional que la reforma entrega a la ley.



Como bien se indicó, nuestra idea no es crear un órgano distinto -lo cual podría afectar el sano funcionamiento del Ministerio Público y la reforma procesal penal-, sino fortalecer el sistema de las Corporaciones de Asistencia Judicial, que ya está operativo. Para eso estamos trabajando en una importante enmienda que vamos a presentar al Congreso Nacional durante este año. Y su objetivo es, básicamente, profundizar el trabajo realizado por los Centros de Atención Integral a Víctimas de Delitos Violentos (CAVI), que funcionan cien por ciento con profesionales y no con egresados de Derecho.



Vamos a seguir estudiando esa idea, que fue parte de las cosas que conversamos en la Cámara de Diputados y que planteo ahora en el Senado, como lo hicimos en su Comisión de Constitución.



También nos comprometimos a presentar una iniciativa en orden a reformular las Corporaciones de Asistencia Judicial, de manera que esta reforma al Texto Fundamental no quede plasmada simplemente como una aspiración entregada a la ley y que jamás se concrete, sino que, por el contrario, tenga una materialidad en la cual hacerse efectiva.



Señor Presidente, estamos convencidos de que la reforma constitucional en análisis, largamente anhelada, está en sintonía con lo que espera la ciudadanía: que se reconozca también ese derecho a las víctimas.



Por lo tanto, estamos convencidos de que lo efectuado tanto por esta Corporación como por la Cámara de Diputados va en la dirección correcta.

El señor GIRARDI (Presidente).- Solicito autorización para abrir la votación.

El señor LARRAÍN.- Conforme, pero si se conserva el tiempo de las intervenciones.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en la forma señalada.



--Así se acuerda.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, ante todo, quiero agradecer a quienes nos invitaron a participar en este proyecto -en particular, al Senador señor Espina, quien trabajó principalmente en su elaboración- y destacar que su objetivo es establecer en la Constitución Política de la República la obligación de que el Estado asegure defensa penal y asesoría jurídica a las personas naturales que hayan sido víctimas de hechos que revisten el carácter de delitos y que no disponen de los medios económicos para  procurárselas.



El debate acerca de la defensa jurídica de las víctimas evidencia uno de los problemas de nuestro sistema procesal penal, cual es la incompatibilidad de los dos roles que asume el fiscal: el de investigador y acusador, y el de defensor de las víctimas. 



Ese problema surge al incorporar en un sistema acusador el derecho de la víctima a querellarse. En otros sistemas acusatorios, el afectado carece de tal derecho y le compete exclusivamente al Estado el rol activo en el proceso, en especial si se trata de delitos de acción pública.



Pues bien, fue decisión de quienes implementaron legalmente la reforma el mantener ese derecho, propio de un sistema inquisitivo antiguo -aun cuando las características del nuevo proceso se asimilaban casi en su totalidad a las de un procedimiento judicial moderno-, radicado en el fiscal, quien ha de cumplir el rol de protector, pero dotándolo del principio de objetividad, a menudo incompatible con los intereses directos de las víctimas.



A raíz de lo anterior se suscitó, ya en los primeros años de la reforma, una suerte de insatisfacción de las víctimas con el sistema, pues en muchas ocasiones querían una solución distinta a la que resultaba más conveniente para el fiscal y para el sistema. Por ejemplo, el procedimiento abreviado o la salida alternativa por lo general no implican la pena más alta aplicable, lo que genera el alejamiento y desconfianza del ofendido. Las personas que tienen dinero para pagar un abogado siempre actúan a través de este, quien presiona de manera constante al fiscal y colabora con él, lo que genera una situación desigual e injusta. Y es precisamente aquí donde radica la importancia del proyecto.



El Código Procesal Penal contiene un conjunto de normas cuya finalidad es regular la intervención del tribunal, del Ministerio Público, del imputado y de la víctima. Y en la investigación y juzgamiento de los delitos es posible distinguir, a lo menos, los intereses de la comunidad, los del imputado y los de la víctima.



Las normas constitucionales y legales vigentes que se refieren a la materia tienden a velar por el respeto y la protección de los derechos tanto de la víctima como del imputado. Y en el caso de aquella el tribunal y el Ministerio Público se hallan obligados a brindarle protección y a garantizarle el ejercicio de sus derechos. Así lo disponen, entre otros, los siguientes artículos: 83 de la Constitución Política de la República; 6° del Código Procesal Penal; 14, letra a), del Código Orgánico de Tribunales, y 1° de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público.



No obstante lo anterior, ni la Carta Fundamental ni la ley aseguran al afectado por un delito, de modo específico, el derecho a contar con asesoría legal y representación por un letrado en las distintas etapas del procedimiento. 



La situación descrita contrasta con la del imputado, a quien se le garantiza ese derecho tanto por el artículo 19, incisos segundo y tercero del número 3° de la Constitución Política cuanto por los artículos 8° y 93, letra b), entre otros, del Código Procesal Penal. Y tal derecho -desde el punto de vista de la obligación del Estado de proporcionarle asesoría jurídica y defensa penal- se materializa y concreta a través de la Defensoría Penal Pública.



En efecto, el artículo 2° de la ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, señala lo siguiente: “La Defensoría tiene por finalidad proporcionar defensa penal a los imputados o acusados por un crimen, simple delito o falta que sea de competencia de un juzgado de garantía o de un tribunal de juicio oral en lo penal y de las respectivas Cortes, en su caso, y que carezcan de abogado.”.



Si bien es factible que los incisos segundo y tercero del número 3° del artículo 19 de la Constitución Política de la República no distinguen entre víctimas e imputados y que podría afirmarse que tales derechos también se aseguran a las víctimas de delitos, lo cierto es que las normas de rango legal relativas a la materia han reconocido solo a los imputados el derecho a que el Estado les garantice asesoramiento jurídico y defensa penal cuando carecen de los medios para proporcionárselos.



Todo lo anterior se traduce en una gran desigualdad en la forma de proteger y asegurar los derechos de la víctima y del imputado en el proceso penal. No debe olvidarse que el Ministerio Público no representa los derechos de la víctima, pues solo está obligado a brindarle protección, y que esta misma obligación pesa sobre los jueces de garantía y las policías.



Según información emanada del Ministerio Público, durante el año 2006 ingresó al sistema un total de 937.557 víctimas directas e indirectas de delitos, de las cuales solo 26.105 fueron derivadas a las Unidades Regionales de Atención de Víctimas y Testigos; vale decir, el 2,8 por ciento. Y esta ínfima cantidad de víctimas solo recibe ayuda correspondiente a gastos de traslado, habitación, lucro cesante, atención médica y psicológica, y protección.



Lo grave y desigual en relación con los imputados es que de las 937.557 víctimas ingresadas en el 2006, ya referidas, ninguna tuvo asesoría legal por parte del Estado, mientras que todos los imputados que  la requirieron la recibieron a través de la Defensoría Penal Pública.



El proyecto de reforma constitucional que nos ocupa pretende corregir esta situación de desigualdad ante la ley entre víctimas e imputados, asegurando también a las primeras la posibilidad de contar con asesoramiento y defensa jurídica en todas las etapas del procedimiento penal. 



El Estado deberá asegurar ese derecho respecto de las personas naturales que carezcan de recursos para procurarse por sí mismas la debida asesoría y defensa. 



Por ello, señor Presidente, considero que la modificación constitucional en análisis es de extraordinaria relevancia, porque muchas veces quienes son parte de un proceso en el nuevo sistema procesal penal quedan insatisfechos al ver que al delincuente el Estado le proporciona atención jurídica mediante un abogado de la Defensoría Penal Pública y, en cambio, la víctima o su hijo o un familiar que ha sido objeto de un delito no cuenta con ella.



Reitero: este es un proyecto importante, sumamente necesario. Y por eso, solicito su aprobación -ojalá unánime- por el Senado.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, nos encontramos analizando una reforma constitucional de enorme trascendencia. En cierto sentido, uno podría pensar que no sería necesaria, porque el inciso tercero del número 3° del artículo 19 de la Constitución establece: “La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos.”. Es decir, la función de entregar asesoría jurídica en el ámbito penal a quienes carecen de los recursos para financiarla estaría satisfecha, o debería estarlo.



Por lo demás, ello forma parte de una cierta tradición que mantiene sobre todo el Colegio de Abogados, a través de las Corporaciones  de Asistencia Judicial, con el propósito de otorgar asesoría gratuita ante los tribunales de justicia a aquellos que la requieran. Sin embargo, la que tradicionalmente se ha otorgado  en el ámbito penal no es del todo efectiva.



Por eso, con la reforma procesal penal, tal situación tuvo un nuevo enfoque, por cuanto se entendió, desde su aprobación, que la asistencia jurídica debe concentrarse en la persona imputada ante el juez de garantía por el fiscal del Ministerio Público. ¿Por qué? Porque se pensó en la necesidad de contar con una contrapartida en el nuevo proceso penal entre el fiscal, que investigaba y acusaba, y el imputado que requería defensa. En ese sentido, la ayuda que el Estado otorga desde entonces se ha dirigido a aquellos imputados en algún proceso penal o en determinada investigación que sigue el Ministerio Público. Por tanto, la misión de apoyo ha sido efectiva.



¿Qué pasa, sin embargo, con las víctimas? Se suponía que la preocupación por ellas quedaba recogida desde el momento que la persecución criminal encargada a un organismo constitucional como el Ministerio Público les daba plenas garantías de que sus intereses serían cubiertos.



No obstante, con el correr del tiempo, se pudo apreciar que eso no ocurría así, porque el Ministerio Público, según lo prescrito en la Constitución, es un organismo cuyo propósito apunta a dirigir “en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, ejercerá la acción penal pública en la forma prevista por la ley.”.



En consecuencia, al tenor del texto constitucional no se desprende que el Ministerio Público tenga como misión defender los intereses de las víctimas, sino investigar los hechos constitutivos de delito y la participación punible que, de ser acreditada, deberá dar inicio a la acción pública.



Asimismo, el artículo 83, inciso primero, de la Carta Fundamental consagra: “De igual manera, le corresponderá la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos”, que no es exactamente lo mismo que defender sus derechos, su mirada, su percepción de lo que involucra el acto ilícito que las ha afectado.



Por lo tanto, de hecho, las víctimas que carecen de recursos y que no pueden contratar a un abogado por sí mismas no tienen en el Ministerio Público un representante, dado que su misión es realizar la investigación, más allá de la visión que sobre ese particular puedan tener las víctimas.



En tal sentido, se origina aquí una razón de indefensión en quienes han sido objeto de actos ilícitos cuando carecen de recursos para procurarse defensa por sí mismos.



Adicionalmente, es dable  puntualizar que, en virtud de la aplicación práctica de algunos principios establecidos en la reforma procesal penal, esta situación se acentúa aún más. En efecto, la aplicación que hacen los fiscales del principio de oportunidad provoca que una cantidad considerable de delitos queden sin persecución, lo cual significa que las víctimas, por no contar con el dinero necesario, no pueden tener la asesoría de un profesional ni tampoco el Estado está en condiciones de prestarles los servicios de un abogado para defenderlas.



En resumen, tanto por la forma como se desarrolló la reforma procesal penal, en el sentido de que el Ministerio Público no es el abogado de las víctimas, como por el ejercicio del principio de oportunidad que deja muchos delitos o actos ilícitos impunes, las personas afectadas que carecen de recursos y no pueden financiar una defensa judicial por sus propios medios quedan en total indefensión.



Ese es el problema que pretende revisar la reforma constitucional presentada por un grupo de colegas de Renovación Nacional -los entonces Senadores Andrés Allamand y Sergio Romero, y los Honorables señores Espina, García y Prokurica-, a quienes felicitamos por su iniciativa.



Por otra parte, hemos venido levantando este planteamiento desde hace mucho tiempo. Y cuando durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet buscamos consensos para resolver problemas pendientes en materia de seguridad pública, entre otras cosas, uno de los puntos incluidos fue el que finalmente se logró entre dicha Administración y la Oposición de entonces en la línea de incluir la defensoría de las víctimas dentro del sistema de protección legal.



Es decir, se trata de una visión que se arrastra desde hace algunos años -esta iniciativa data de 2007-, sobre la base del Acuerdo de Seguridad entre el Gobierno de la Presidenta Bachelet y la Oposición de la época, que nos tocó representar, a través del cual se establecieron la conveniencia y la necesidad de incorporar en el Texto Constitucional los principios a que me he referido.



Y lo que hicieron los Senadores que mencioné fue presentar un proyecto que originalmente contenía una modificación al artículo 83 de la Constitución, referido al Ministerio Público. Pero, como una manera de ordenar y de hacer razonable su texto, la Cámara de Diputados con posterioridad incorporó en el artículo 19, número 3º, inciso tercero, la precisión de que debe agregarse la defensoría de las personas naturales en el ámbito penal -esto es, cuando sean víctimas de delitos- para disponer de asesoría jurídica gratuita en los términos que señale la ley.



Por esos motivos, señor Presidente, pienso que esta es una aspiración muy sentida en el país. La experiencia que recogemos en nuestras propias oficinas y, en general, en las Regiones que representamos muestra que la sensación de muchas víctimas es que la legislación no les entrega los mismos beneficios que a los imputados; es decir, los culpables, los responsables de los delitos que las han perjudicado. ¡Ellos sí -el autor, cómplice o encubridor- tienen defensa, pero los afectados no!



Esa sensación no me parece razonable, justa ni forma parte de los objetivos de la reforma procesal penal. Por tanto, resulta imprescindible corregirla.



Así, el Ministerio Público podrá seguir con toda libertad en su ámbito de investigación con la imparcialidad que requiere. Habitualmente podrán confundirse sus intereses con los de las víctimas, pero no siempre. Y por eso ellas podrán contar, por la vía antes descrita, con la defensoría necesaria para asegurar la representación de sus derechos.



De este modo, se logra equilibrio, equiparidad de las partes, en el proceso penal y, con ello, se resuelve una inquietud ciudadana que veía en esa indefensión una enorme injusticia.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, deseo dejar constancia de mi agrado por votar la presente reforma constitucional, pues durante muchos años hemos escuchado las intervenciones del Senador señor Espina sobre la injusticia e inequidad que se producía en el proceso penal, las cuales se reparan con la iniciativa que Su Señoría ha presentado junto con los ex Senadores señores Allamand y Romero y nuestros actuales colegas señores Prokurica y García.



Nosotros vemos que los delincuentes atacan a las personas, las dejan sometidas a una depresión tremenda y les provocan una humillación muy grande. ¡Y ante un hecho que prácticamente les cayó del cielo, más encima tienen que defenderse! Sin embargo, muchas víctimas no cuentan con los recursos económicos necesarios y quedan en completa indefensión.



Esta reforma constitucional subsana algo que resultaba muy lamentable, según indicaron varios colegas y como lo ha manifestado especialmente en esta Sala el Senador Espina en reiteradas oportunidades. Espero que con eso Su Señoría quede más tranquilo, porque se está haciendo justicia a un sector importante del país.



Dice la nueva norma: “La ley señalará los casos y establecerá la forma en que las personas naturales víctimas de delitos, dispondrán de asesoría y defensa jurídica gratuitas, a efecto de ejercer la acción penal reconocida por esta Constitución y las leyes.”.



Por medio de esta disposición, a muchas personas que fueron víctimas de un atraco o de una humillación -como hemos visto en los diarios y en otros medios de comunicación-, a consecuencia de lo cual quedaron deprimidas y adoloridas, el Parlamento les está diciendo: “Señores, ustedes también serán escuchados y tendrán el respaldo que el Estado de Chile está obligado a darles”.



Por las razones expuestas, señor Presidente, voto a favor esta reforma constitucional con mucho agrado.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, este es un proyecto que el Senador señor Espina viene impulsando desde hace muchos años. Afortunadamente, hoy lo votamos en la Sala.



La verdad es que el derecho a la defensa jurídica de las víctimas ya se encuentra consagrado en el artículo 19, número 3°, de la Carta Fundamental; pero en la práctica solo funciona para quienes cuentan con recursos para contratar a un abogado y para las personas que son asesoradas por las Corporaciones de Asistencia Judicial, que atienden una cantidad limitada de ciudadanos. 



Lo más relevante de la reforma constitucional en votación es que contempla una norma que es perentoria. No habla de “podrá”. Dice: “La ley señalará los casos y establecerá la forma en que las personas naturales víctimas de delitos, dispondrán de asesoría y defensa jurídica gratuitas,” -destaco “gratuitas”- “a efecto de ejercer la acción penal reconocida por esta Constitución y las leyes.”.



Además, es importante indicar que tal derecho se consigna como irrenunciable. ¡Irrenunciable!



Cabe resaltar que se precisa un amplio quórum para incorporar las enmiendas propuestas, dado que ellas recaen en el Capítulo III de la Constitución Política. Según su artículo 127, para aprobar la reforma se requiere el voto favorable de las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio.



En realidad, ha habido consenso sobre el particular. El proyecto fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



Se abrió discusión acerca de si convenía incorporar las enmiendas en el artículo 83 de la Carta, relativo al Ministerio Público. Pero, en verdad, tiene mucha más potencia, más fuerza, incluirlas en el Capítulo III, De los Derechos y Deberes Constitucionales.



Asimismo, señor Presidente, junto con aprobar la reforma, es importante apoyar -esto lo planteamos con la Senadora señora Alvear- la labor de la División de Atención a Víctimas y Testigos del Ministerio Público, como una medida complementaria. Nunca tenemos que olvidarnos de ello.



Y se debe respaldar más a las Corporaciones de Asistencia Judicial. El Ministro Bulnes nos decía que ya hay 45 sedes funcionando a largo y ancho de Chile. 



Es relevante que se esté caminando en la lógica de que sean abogados titulados quienes defiendan a las víctimas de delito. Recuerdo que, cuando hacíamos la práctica en tales corporaciones -constituía un requisito para titularse-, los más beneficiados éramos los postulantes. Las pobres personas que uno atendía, probablemente, no contaban con el mejor defensor.



Me parece de gran transcendencia que el Ministro apunte a profesionalizar las Corporaciones de Asistencia Judicial a fin de que sean abogados titulados quienes defiendan a la gente. ¡No puede ser que una persona, por carecer de recursos, deba conformarse con la labor de un postulante!



Naturalmente, es importante ese cambio a nivel de políticas públicas.



Por supuesto, en esta materia debe haber un principio de bilateralidad. Hoy día quien que comete delito efectivamente tiene derecho a ser defendido. Pero lo lógico es que también la víctima cuente con tal posibilidad, con financiamiento del Estado. Solo así existirá cierta simetría en la situación de ambas personas.



Falta conocer, señor Presidente, una vez aprobada esta reforma constitucional, el contenido del proyecto de ley que materializará y hará carne en la práctica el derecho a defensa de la víctima. En la Comisión de Constitución esperamos trabajar pronto en la correspondiente iniciativa.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, de frentón, creo que esta reforma constitucional es innecesaria. Y fundamentaré mi posición en la siguiente razón y en algunos hechos.



Existe el malentendido de que el delincuente tiene protección, apoyo jurídico, y la víctima no. Pero sucede que la principal pretensión de esta última es que se establezcan las responsabilidades de quien cometió el delito. Por lo tanto, aquí no estamos ante una situación de indefensión o de impunidad. 



A mi juicio, el proyecto de ley viene a dudar de la institucionalidad vigente.



Por algo, cuando se analizó la reforma procesal penal -impulsada por la Senadora señora Alvear, en ese tiempo Ministra de Justicia-, dicho asunto nunca estuvo en discusión. Y no existen ahora antecedentes estadísticos que fuercen tal debate, en absoluto. 



Con esta iniciativa se pretende presentar hacia afuera que nuestra institucionalidad va a brindar protección a las víctimas, como si no la tuvieran.



Al respecto, ha habido aprensiones de parte de todos los organismos del Estado del ámbito jurisdiccional: de la Fiscalía, de los jueces de garantía y de la propia Defensoría. 



Todos los estudios señalan que la incorporación del querellante particular en el proceso penal -porque, en definitiva, eso plantea el proyecto- no genera un impacto significativo. 



Según una investigación realizada entre los años 2005 y 2006 en las comunas de Valdivia, Osorno y Puerto Montt, en casi todos los juicios en que participó el querellante particular terminó adhiriendo total o parcialmente a la acusación hecha por el fiscal.



Lo mismo se desprende de un estudio efectuado por jueces de  tribunales orales en lo penal de distintos lugares del país, donde la eficacia del querellante particular es puesta en tela de juicio por completo. Solo en el 2 por ciento de los casos este obtuvo un resultado favorable desde el punto de vista de su pretensión jurídica. Es tan bajo el número que resulta cuestionable que ello sea fruto de su intervención. En mi opinión, tal porcentaje está dentro de lo que cabría denominar “margen de error”.



Hay quienes creen que lo planteado podría ser incluso contraproducente y contrario al espíritu que anima a los autores de la iniciativa, el cual es muy loable. Eso yo lo entiendo.



Según el estudio antes referido, solo en el 3,5 por ciento de las causas en que el fiscal decide no perseverar o solicita el sobreseimiento, el querellante -particular, en este caso; o sea, el abogado que el Estado pondrá a disposición de la víctima- ejerce su derecho a forzar la acusación. 



En definitiva, yo diría que la incorporación del querellante particular en el sistema es completamente marginal en términos de impacto. Espero que de aquí a un año las cifras, demuestren algo distinto.



Por otra parte, cabe señalar que la Fiscalía -como bien recordó la Senadora señora Alvear- cuenta con la División de Atención a Víctimas y Testigos. Ha tenido desde siempre dicho departamento, encargado de atender a la víctima en diversos aspectos -sociales, psicológicos-, lo que da cuenta de la vulnerabilidad en que esta queda. Por ende, no queda desprotegida. 



Pero la persecución penal -insisto- la hace el fiscal.



En atención a lo expuesto, esta reforma constitucional de alguna manera insinuaría que los fiscales no estarían haciendo bien su pega. Y yo no tengo ninguna razón para sustentar algo así.




El sistema de la reforma procesal penal ha funcionado extraordinariamente bien en nuestro país. Los datos son evidentes al respecto. El propio Ministro de Justicia así lo ha expresado. De hecho, en los últimos diez años se ha duplicado la cantidad de personas condenadas a prisión, lo cual refuerza la idea de que los cambios que debemos realizar no van en la dirección que se propone.



Sin embargo, comparto los criterios y las prevenciones que la Cámara de Diputados hizo en la materia. 



Aquí no se plantea crear un órgano adicional, sino fortalecer la labor de las Corporaciones de Asistencia Judicial. Se brinda una oportunidad para perfeccionarlas -en ellas hoy los abogados terminan la carrera antes de titularse-, pues están bastante venidas a menos. Considerando, además, la reforma civil que viene, esta es una posibilidad  clara para reorientarlas y potenciarlas.



En definitiva, señor Presidente, votaré a favor de la reforma constitucional.



En primer lugar, porque lo que abunda no daña. Insisto: las modificaciones introducidas por la Cámara Baja, que centran la propuesta en reforzar la Defensoría, pueden ser una oportunidad, aunque no creo que ello vaya a cambiar las cosas. Quizás en uno o dos años estaremos exactamente con los mismos indicadores.



Y en segundo término, porque las víctimas de menores ingresos tienen menos posibilidades de contar con un abogado querellante, a diferencia de quienes poseen mayores recursos, que sí pueden contratar a tal profesional. Ello ha ocurrido en numerosos casos; por ejemplo, en el juicio contra “La Quintrala”.



Reitero: este proyecto de ninguna manera generará un resultado adverso. Sin embargo, su impacto es bastante dudoso. 



A mi modo de ver, hay otras materias en las cuales debiésemos concentrar nuestro accionar si queremos reformar la justicia. 



Aprovecho de señalar -no veo al Ministro de Justicia en este momento en la Sala- que las modificaciones introducidas el año pasado al Código de Justicia Militar y a la Ley Antiterrorista para terminar con el doble juzgamiento son claramente insuficientes. No lo digo yo, sino el Instituto Nacional de Derechos Humanos, muchos abogados y el propio Presidente de la Corte Suprema, quien manifiesta que se debe seguir perfeccionando la normativa vigente.



Yo creo que hay que terminar con la Ley Antiterrorista.



Hace algunos días, el Presidente del Senado -en un hecho inédito, histórico- visitó en la cárcel de Angol a los comuneros mapuches en huelga de hambre, quienes están siendo procesados con doble juzgamiento. Pese a que el Tribunal Militar de Valdivia resolvió absolverlos, su situación todavía está pendiente.



En consecuencia, los cambios en materia procesal debieran apuntar en otra dirección: en garantizar un juicio justo a todos los chilenos. 



Ello significa poner atención en lo que está pasando en el “caso bombas” y sacar lecciones al respecto, a fin de asegurar procesos judiciales adecuados. Implica terminar con el empleo de testigos protegidos, porque tal práctica no propicia un juicio justo. Y garantizarlo debiese ser una aspiración del Senado.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer término y en calidad de autor de la moción -junto con los Honorables señores García y Prokurica y los entonces Senadores señores Allamand y Romero-, quiero agradecer muy sinceramente a todos los parlamentarios que han apoyado la iniciativa.



Esta reforma constitucional requiere, para su aprobación, el quórum más alto que establece la Carta Fundamental: dos tercios de los Senadores en ejercicio. 



No habría sido posible discutir el proyecto en la Sala si los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento no hubieran tenido la disposición, la voluntad y el interés de estudiarlo a fondo, de modificar su texto original y de votarlo a favor.



Lo mismo digo respecto de la Cámara de Diputados. En conjunto con el señor Ministro de Justicia le introdujeron una modificación sustantiva, manteniendo el espíritu de la iniciativa. 



Por supuesto, también valoro la labor de esta Sala, que, más allá de legítimas diferencias políticas, se está pronunciando a favor de lo propuesto por la Comisión. Con mucha sinceridad, agradezco a Sus Señorías. 



Quienes hemos sido autores de mociones sabemos lo difícil que es lograr la aprobación de los proyectos en este sistema presidencial, más aún, cuando se trata de una reforma constitucional.



Acepto las aprensiones manifestadas sobre la materia. Sin embargo, rebatiré los argumentos entregados por quienes sostienen que la defensoría penal propuesta para las víctimas no resulta necesaria.



Lo primero que se sostiene es que los fiscales representan los intereses de la sociedad, que no pueden ser otros que los mismos de las víctimas. 



Nuestro sistema penal está integrado por tres partes: por un juez de garantía, que debe resguardar los derechos constitucionales de las personas en juicio; por un defensor público, cuya función es defender al imputado, intentando demostrar su inocencia o aminorar su responsabilidad penal, según corresponda, y por un fiscal, quien, por representar al Estado, tiene como propósito, como se ha dicho, defender a la víctima.



En este último punto, señor Presidente, quiero hacer la primera corrección: ello no es así en nuestro sistema.



En Chile los fiscales están regidos por el principio de objetividad. Al respecto, el artículo 3º de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público señala expresamente: “En el ejercicio de su función, los fiscales del Ministerio Público adecuarán sus actos a un criterio objetivo, velando únicamente por la correcta aplicación de la ley. De acuerdo con ese criterio, deberán investigar con igual celo no sólo los hechos y circunstancias que funden o agraven la responsabilidad del imputado, sino también los que le eximan de ella, la extingan o la atenúen.”.



Por consiguiente, ¿cómo podría ser representante de la víctima alguien cuya función es investigar con igual preocupación si el acusado del delito es culpable o inocente? No imagino un defensor -para plantearlo de manera inversa- al que se le dé la atribución de investigar con el mismo celo si su cliente es culpable o inocente. 



El rol de determinar si el imputado tiene o no responsabilidad en el delito no le corresponde al defensor. A este le compete defenderlo. La finalidad, en cambio, del fiscal es investigar los hechos que inculpan al acusado, pero, con la misma fuerza, también los que lo eximan de responsabilidad.



Por lo tanto, la víctima queda en desamparo. Nadie defiende sus derechos más allá de toda otra consideración.



El famoso y distinguido profesor de Derecho Penal don Alberto Binder, uno de los principales ideólogos de las reformas procesales penales en Latinoamérica, como la nuestra, dijo lo siguiente: el Estado “ha fracasado en su intento de subrogar el interés de la víctima, porque lo único que se ha logrado es que la víctima expropiada de su conflicto, no sea atendida por el Estado y deba sacrificar sus intereses a un dudoso interés general”.



Además, sobre el 70 por ciento de las causas por delito grave en Chile -como la de robo con violencia- termina en el archivo provisional. Significa que el fiscal, luego de hacer la investigación respectiva, decidió archivarla. ¿Cuántas de esas causas se habrían archivado si la víctima del delito hubiese contado con un abogado que defendiera sus derechos?



Pero más grave aún es que el sistema de justicia chileno es absolutamente discriminatorio -como expresó un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra- con la gente modesta. Porque hoy día no está prohibido el querellante particular. Si alguien cuenta con medios económicos, puede contratar un abogado. En tal caso, este actuará en el proceso junto con el fiscal y el defensor público. Sin embargo, si se trata de una persona de escasos recursos, de familia humilde, no puede tener abogado.



No concibo un sistema judicial democrático en que las personas se someten al Derecho de la siguiente forma: el imputado de un delito recibe defensa pagada por el Estado; el fiscal investiga, con igual responsabilidad, si aquel es inocente o culpable; la víctima que cuenta con dinero tiene derecho a defensoría en el juicio, pero quien carece de plata no puede acceder a un abogado defensor propio.



Tal sistema resulta absolutamente discriminatorio con la gente de escasos recursos -es una inmensa mayoría-, a la que no le es posible pagar un abogado.



En consecuencia, creo que esta iniciativa viene a poner justicia ante una situación que no se compadece con la forma como se halla concebido nuestro sistema procesal penal.



Ahora bien, el proyecto de reforma constitucional establece que la ley señalará los casos -incluso, para delitos graves- y establecerá dónde se dará esta asesoría gratuita, en qué términos y con qué características.



Para concluir, señor Presidente, daré un ejemplo.



Durante 2006, según información aportada entonces por el Ministerio Público -no la tengo actualizada; por eso me remito a la de ese año-, en nuestro país hubo un total de 937 mil víctimas. De ellas, se derivaron a las Unidades Regionales de Atención a Víctimas y Testigos (URAVIT) solo a 26 mil, que corresponde al 2,8 por ciento. O sea, el 97,2 por ciento restante no recibió ningún tipo de atención, de asesoría psicológica ni de protección.



En cuanto a los delitos graves, los de mayor connotación social, la cifra de víctimas ascendió a 357 mil. Aproximadamente, 21 mil fueron atendidas por las URAVIT, lo que equivale solo al 5,9 por ciento del total.



Considero que la presente iniciativa nos dará la oportunidad de completar el paquete de la reforma procesal penal, que fue iniciada por los Gobiernos anteriores y que debe ser perfeccionada...

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminó su tiempo, Su Señoría.

El señor ESPINA.- ¿Puede darme 30 segundos más, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Por supuesto.



Puede continuar.

El señor ESPINA.- Muchas gracias.



Por esa razón, creo que esta reforma constitucional es necesaria. Hace justicia y va en apoyo de las personas más humildes, quienes quedan en la indefensión cuando sufren un delito. 



Muchas de ellas -todos lo sabemos, a pesar de ser partidarios del actual sistema- a veces juegan al “compra huevos”: no les avisan de sus citaciones; tienen que estar corriendo de un lugar a otro; en caso de delitos sexuales deben ir al Servicio Médico Legal, donde no los atienden, en fin.



Hay una cuestión de gestión. A mi juicio, si la víctima cuenta con un defensor, este apurará muchos de esos trámites.



Por último, solo me cabe reiterar mis muy sinceros agradecimientos a todos los Senadores y las Senadoras que se han pronunciado a favor de esta iniciativa, la cual en definitiva pertenece a esta Alta Cámara y al Congreso, en general, porque los proyectos no se aprueban si los Senadores no concurren con sus votos afirmativos, sobre todo cuando se trata de una reforma constitucional que precisa tan alto quórum.



Espero que, cuando nos toque debatir la propuesta legislativa que regulará lo planteado en esta reforma, podamos buscar el mejor procedimiento para que exista una defensoría penal gratuita para quienes no cuentan con recursos.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, al igual que quienes me antecedieron en el uso de la palabra, voy a votar favorablemente.



Pero quiero presentar quizás una dimensión distinta del problema.



Desde mi punto de vista, un sistema penal debe garantizar dos cosas: la adecuada defensa jurídica y, en segundo lugar, la defensa de las víctimas de los delitos.



Si ninguno de esos dos presupuestos se cumple, el sistema va perdiendo legitimidad, y particularmente en lo que se refiere a las víctimas.



La reforma procesal penal fue un paso gigantesco. Sin analizar lo relativo a la doctrina, la razón por la que se crea el Ministerio Público es, precisamente, la defensa de las víctimas. De lo contrario, la Defensoría se habría establecido de inmediato.



Pero, desde mi perspectiva, están ocurriendo en la práctica dos hechos que hacen necesaria esta reforma constitucional.



Uno es el archivo provisional. Ahí hay un problema serio. En la actualidad, prácticamente 30 ó 40 por ciento de las causas se archivan. Y esto último lo hace el Ministerio Público por sí y ante sí.



¿Y cuáles son esas causas, si uno empieza a ver el detalle? En general, son las que se denominan, muchas veces, “causas menores”, y que corresponden a la mayoría de los delitos de ordinaria ocurrencia. Y cuando el Ministerio Público decide archivarlas, por sí y ante sí, existen miles de víctimas a través del país que se sienten completamente indefensas.



Se han hecho esfuerzos y se debería avanzar sobre el particular. Este es un asunto que será menester abordar, incluso desde un punto de vista legislativo.



Segundo elemento que hace necesaria esta reforma. Yo he analizado la situación en que se encuentra la Fiscalía, y también lo he conversado en reuniones que he tenido con el Fiscal. Y puedo decir que, con frecuencia, el origen del archivo provisional radica en que muchas fiscalías se encuentran completamente sobrepasadas, colapsadas. Es decir, la cantidad de fiscales en relación con el número de causas es del todo insuficiente. Yo espero que el Ejecutivo se haga cargo de este problema, que ya se ha conversado con el Ministerio Público, para fortalecer definitivamente la Fiscalía.



Por eso, señor Presidente, creo necesaria esta iniciativa. Porque, ante un delito, lo que jamás debe ocurrir es que una víctima no tenga la posibilidad de defenderse. Y, en la actualidad, los que de todas maneras pueden hacerlo son las víctimas que disponen de recursos, pero no necesariamente las más desprotegidas, las más humildes, las más pobres, porque a estas, frente a un archivo provisional, no les queda otra opción que aceptar el cierre de la causa.



¿Qué va a permitir este proyecto de reforma constitucional en definitiva? Que, independientemente de la condición social de las personas, siempre esté asegurada una adecuada defensa jurídica de quienes son víctimas de un delito. Por eso, me parece absolutamente necesaria su aprobación.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).-  Terminada la votación.



--Se aprueba la modificación introducida por la Cámara de Diputados (30 votos afirmativos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido, y el proyecto queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

)---------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Correspondería tratar el proyecto que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención de salud. Esta iniciativa es de quórum de ley orgánica constitucional y en este momento no hay el número suficiente de Senadores en la Sala para aprobarla.



Por lo tanto, sugiero dejarla para la próxima sesión y pasar ahora al Tiempo de Votaciones.



Si le parece a la Sala, se procederá en la forma señalada.



--Así se acuerda.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

MEDIDAS SOBRE USO DE EXTINTORES DE INCENDIOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Lagos, Quintana y Rossi. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1331-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 89ª, en 19 de enero de 2011.



Informe de Comisión:



Salud: sesión 4ª, en 22 de marzo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es solicitar al Ejecutivo que considere modificar el decreto supremo que aprueba el Reglamento sobre condiciones sanitarias y ambientales básicas en los lugares de trabajo, para corregir los actuales vacíos en relación con los extintores de incendios.



La Comisión de Salud, por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte), informa que el proyecto de acuerdo no le mereció observaciones.
El señor GIRARDI (Presidente).-  En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).-  Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (14 votos afirmativos).


Votaron las señoras Allende y Alvear y los señores Chahuán, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Letelier, Quintana, Rossi, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

RESTABLECIMIENTO DE DERECHO EN BENEFICIO DE SINDICATO DE FOLKLORISTAS Y GUITARRISTAS DE CHILE. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Chahuán y Hernán Larraín. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1342-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 4ª, en 22 de marzo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto que restituya el derecho en beneficio del Sindicato de Folkloristas y Guitarristas de Chile, equivalente al 3 por ciento del monto del contrato de trabajo que celebren los folkloristas y guitarristas, cantidad que corresponderá pagar por partes iguales al empresario y al artista.

El señor GIRARDI (Presidente).-  En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos favorables).



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Chahuán, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Prokurica, Quintana, Sabag y Walker (don Patricio).

INCLUSIÓN DE ENFERMEDAD DE CROHN EN RÉGIMEN DE GARANTÍAS EXPLÍCITAS DE SALUD. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Chahuán y Girardi. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1343-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 4ª, en 22 de marzo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa tiene por objeto solicitar al Ejecutivo que se incluya la enfermedad de Crohn en el listado de patologías que contempla el Régimen de Garantías Explícitas de Salud.



Al respecto, cabe señalar que los Comités acordaron que se agregara al texto del proyecto la enfermedad denominada “colitis ulcerosa”.
El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (12 votos a favor).



Votaron la señora Alvear y los señores Chahuán, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Letelier, Prokurica, Quintana, Sabag y Walker (don Patricio).

SOLICITUD DE MORATORIA DE FIRMA DE PROTOCOLOS O CONVENIOS SOBRE ENERGÍA NUCLEAR CON ESTADOS UNIDOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señoras Allende y Rincón y señores Escalona, Gómez, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto, Quintana, Patricio Walker y Andrés Zaldívar. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1345-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 3ª, en 16 de marzo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es solicitarle al Gobierno una moratoria de la firma de protocolos o convenios de cooperación sobre energía nuclear con los Estados Unidos de América.
El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.



El Senador Prokurica no se ha pronunciado.

El señor PROKURICA.- No lo voy a hacer, señor Presidente.

El señor HORVATH.- Dejemos esta votación pendiente para otra sesión.

El señor KUSCHEL.- ¡Pero si ya se puso en votación!

El señor GIRARDI (Presidente).- Vamos a dejar pendiente la votación de este proyecto de acuerdo para la próxima sesión, acogiendo la solicitud del Honorable señor Horvath.

El señor KUSCHEL.- ¿Y la votación?

El señor GIRARDI (Presidente).- Queda sin efecto.

MEJORA EN ATENCIÓN Y COMUNICACIÓN DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD AUDITIVA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Horvath, señora Allende y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Espina, García, Navarro, Prokurica, Rossi y Ruiz-Esquide. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1338-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.


Informe de Comisión:


Salud: sesión 6ª, en 5 de abril de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa tiene por objetivo pedirle al Ejecutivo el envío de un proyecto de ley que mejore la atención y comunicación de las personas con discapacidad auditiva.



La Comisión de Salud acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide), informar a la Sala que concuerda ampliamente con el contenido de la iniciativa.
El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (16 votos favorables). 



Votaron las señoras Allende y Alvear y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Prokurica, Quintana, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

FUSIÓN DE EMPRESAS NESTLÉ Y SOPROLE. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Larraín (don Hernán), Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Kuschel, Larraín (don Carlos), Longueira, Pérez Varela, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag y Tuma. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1341-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 3ª, en 16 de marzo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es rechazar la fusión de las empresas Nestlé y Soprole.

El señor GARCÍA.- ¡El proyecto ha quedado obsoleto!

La señora ALLENDE.- ¡Retírenlo!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en mi opinión no podemos aprobar un proyecto que carece de sentido. 



Además, es extemporáneo. 

La señora ALLENDE.- Hay que retirarlo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Eso lo tiene que hacer alguno de los Senadores que lo presentaron.

El señor SABAG.- Que se retire, señor Presidente.

El señor ESCALONA.- Lo retiramos, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Muy bien.



El proyecto queda retirado.

PROMOCIÓN DE CONSUMO DE PRODUCTOS DEL MAR. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Gómez, Muñoz Aburto, Quintana y Tuma. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1351-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 7ª, en 6 de abril de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es solicitarle a Su Excelencia el Presidente de la República que se incorporen en los planes anuales de trabajo de los Ministerios de Salud, de Economía, y de Educación campañas y políticas que favorezcan y promuevan el consumo de productos del mar.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (13 votos a favor).



Votaron las señoras Allende y Alvear y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Prokurica, Quintana, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

PROTECCIÓN A MUJERES CON VIH EN CUANTO A DERECHOS

SEXUALES Y REPRODUCTIVOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Gómez, Muñoz Aburto, Quintana y Tuma. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1352-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 7ª, en 6 de abril de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa tiene por propósito pedirle al Ejecutivo que se adopten una serie de medidas dirigidas a proteger a las mujeres con VIH, en el ámbito de sus derechos sexuales y reproductivos.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.

 

--Se aprueba el proyecto de acuerdo (13 votos favorables)


Votaron las señoras Allende y Alvear y los señores Escalona, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Quintana, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

PREVENCIÓN, GESTIÓN Y TRATAMIENTO FINAL DE RESIDUOS ELECTRÓNICOS DE EQUIPOS COMPUTACIONALES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Navarro, Lagos, Muñoz Aburto, Quintana y Rossi. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1357-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 15ª, en 4 de mayo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es solicitarle al Ejecutivo que el Ministerio del Medio Ambiente desarrolle acciones de fomento, articulación y difusión de iniciativas que promuevan soluciones para la prevención, adecuada gestión y el correcto tratamiento final de los residuos electrónicos generados por los equipos computacionales.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.

 

--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos a favor).



Votaron las señoras Allende y Alvear y los señores Coloma, Escalona, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Quintana, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

PETICIÓN DE APOYO DE GOBIERNO A PELÍCULA CHILENA ESTOY EN DICOM. PROYECTO DE ACUERDO
El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Navarro, Gómez, Muñoz Aburto, Quintana y Tuma.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1353-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 7ª, en 6 de abril de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitarle al Ejecutivo que considere la posibilidad de respaldar públicamente la realización de la película nacional Estoy en Dicom, creación artística basada en vivencias de millones de chilenos.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (10 votos a favor y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa la señora Allende y los señores Escalona, García, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Quintana y Tuma.



Se abstuvieron la señora Alvear y el señor Zaldívar (don Andrés).

INCLUSIÓN DE DISTONÍA EN SISTEMA AUGE. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Chahuán, Bianchi, Girardi, Hernán Larraín y Quintana.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1358-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 16ª, en 10 de mayo de 2011. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa tiene como objetivo pedirle al Ejecutivo que disponga la inclusión de la enfermedad denominada “distonía” en el Sistema de Garantías Explícitas en Salud, dado que esa patología requiere tratamientos de alto costo.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos favorables).



Votaron las señoras Allende y Alvear y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, García, Girardi, Horvath, Letelier, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

ACTIVACIÓN DE COMISIÓN PARA SOLUCIÓN A DEUDA HISTÓRICA CON PROFESORES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Chahuán, Bianchi, Cantero, Larraín (don Hernán), Letelier, Navarro, Prokurica, Quintana y Tuma.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1359-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 16ª, en 10 de mayo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto es solicitarle al Presidente de la República que disponga la puesta en marcha o la reactivación de la comisión propuesta por la Cámara de Diputados, integrada por representantes del Poder Ejecutivo, del Colegio de Profesores y de la Asociación Chilena de Municipalidades, para dar una solución definitiva a la deuda histórica con los profesores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (17 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Chahuán, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

REPUDIO A ACTUACIÓN POLICIAL EN MANIFESTACIONES CONTRA HIDROAYSÉN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por quien habla y por los Senadores señoras Allende y Rincón y señores Bianchi, Escalona, Gómez, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1360-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 16ª, en 10 de mayo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es expresarle al Ejecutivo malestar y repudio por la forma de actuar de las fuerzas policiales durante las manifestaciones ocurridas el día 9 del mes en curso con motivo de la aprobación del proyecto sobre centrales hidroeléctricas en Aysén.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (14 votos afirmativos).


Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Quintana, Rossi, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminado el Tiempo de Votaciones.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



A la Subsecretaría de Salud Pública y al señor Jefe del Departamento de Inspección de la Dirección del Trabajo, por un lado, y al señor Director General de Aeronáutica Civil, por otro, reiterándoles solicitudes de información en cuanto a EFECTOS DE LABOR EN ALTURA SOBRE SALUD DE TRABAJADORES y a HORARIO DE FUNCIONAMIENTO DE AERÓDROMO DESIERTO DE ATACAMA, respectivamente.


Del señor BIANCHI:



A los señores Ministros de Economía, Fomento y Turismo; de Salud; de Agricultura; de Minería y Energía, y del Medio Ambiente, recabándoles información sobre FECHA PARA PRÓXIMA VOTACIÓN DE PROYECTO CARBONÍFERO MINA INVIERNO. Y al señor Director del Instituto Nacional de Propiedad Industrial, requiriéndole ACLARACIÓN SOBRE CORRECTO USO DE MARCA “TORRES DEL PAINE”.



Del señor NAVARRO:



A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, pidiéndole antecedentes acerca de EVENTUALES PRÁCTICAS ANTISINDICALES DE EMPRESA HIDRONOR EN COMUNA DE PUDAHUEL, de FISCALIZACIONES A ESTA EMPRESA y de MEDIDAS APLICADAS A HIDRONOR TRAS ACCIDENTE LABORAL EN SECCIÓN DE COMPACTACIÓN DE AEROSOLES. Al señor Ministro de Salud, solicitándole información relativa a ESTADO DE AVANCE DE RECONSTRUCCIÓN Y RECUPERACIÓN DE TORRE DE HOSPITAL DE CONCEPCIÓN; ESTIMACIÓN DE PLAZO Y RECURSOS FINANCIEROS  PARA RECONSTRUCCIÓN Y REHABILITACIÓN EN HOSPITAL DE ANGOL, y FISCALIZACIONES A PLANTA DE HIDRONOR EN COMUNA DE PUDAHUEL Y A ENAP EN REGIÓN DEL BIOBÍO. Al señor Ministro de Minería, a fin de que se envíen antecedentes respecto de CONSTRUCCIÓN DE MUELLE AÉREO E INVERSIONES DE ENAP EN GEOTERMIA. Y a la señora Ministra del Medio Ambiente, para que se indique si la Superintendencia del Medio Ambiente ha realizado FISCALIZACIÓN A PLANTA DE RESIDUOS TÓXICOS Y PELIGROSOS DE EMPRESA HIDRONOR EN PUDAHUEL.



Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Salud, a fin de que haga llegar antecedentes, por Región, en torno a CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIÓN DE RETORNO POR MÉDICOS CON BECAS DE ESPECIALIZACIÓN O MISIONES DE ESTUDIO ENTRE 1995 Y 2010, Y COBRO DE INSTRUMENTOS DE GARANTÍA RESPECTIVOS. Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando que se informe sobre posibilidad de ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA TÉRMINO DE AISLAMIENTO DE FAMILIAS DE JUNTA DE VECINOS ROBERTO VALLE MANFREDY, SECTOR CAVANCHA NORTE, COMUNA DE VALLENAR. Y a la señora Ministra del Medio Ambiente, requiriéndole antecedentes sobre MEDIDAS APLICADAS ANTE DECLARACIÓN DE ZONA DE LATENCIA PARA CALIDAD DEL AIRE EN COMUNA DE HUASCO.
)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:00. 







Manuel Ocaña Vergara,







  Jefe de la Redacción
A N E X O S

D O C U M E N T O S

1

PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE VIOLENCIA ESCOLAR 

(7123-04)


Oficio Nº 9463


VALPARAISO, 11 de mayo de 2011


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado, sobre violencia escolar, boletín N° 7123-04, con las siguientes enmiendas:

Artículo único.-

Número 1.-

Lo ha rechazado.

Número 2.-

Lo ha eliminado.

Número 3.-

Lo ha suprimido.

Número 4.-

Ha pasado a ser número 1.-

Letra a)

La ha sustituido por la siguiente:

"a) Intercálase en su inciso segundo, a continuación de la locución "proyecto educativo", lo siguiente: "promover la buena convivencia escolar y prevenir toda forma de violencia física o psicológica, agresiones u hostigamientos, conforme a lo establecido en el párrafo tercero de este título".".

Letra b)

Ha sustituido la oración "crear un Comité de Sana Convivencia Escolar u otra entidad de similares características, que cumpla las funciones de promoción y prevención señaladas en el inciso anterior" por la siguiente: "crear un Comité de Buena Convivencia Escolar u otra entidad de similares características, que cumpla la función de promoción y prevención señaladas en el inciso anterior. Todos los establecimientos educacionales deberán contar con un encargado de convivencia escolar, que será responsable de la implementación de las medidas que determine el Consejo Escolar o el Comité de Buena Convivencia Escolar, según corresponda, y que deberán constar en un plan de gestión".

Número 2.-, nuevo.

Ha agregado un número 2.- nuevo, del siguiente tenor:

"2.- Agrégase en su Título Preliminar, el siguiente Párrafo 3°, nuevo:

"Párrafo 3°

Convivencia Escolar

Artículo 16 A. Se entenderá por buena convivencia escolar la coexistencia armónica de los miembros de la comunidad educativa, que supone una interrelación positiva entre ellos y permite el adecuado cumplimiento de los objetivos educativos en un clima que propicia el desarrollo integral de los estudiantes.

Artículo 16 B. Se entenderá por acoso escolar toda acción u omisión constitutiva de agresión u hostigamiento reiterado, realizado fuera o dentro del establecimiento educacional, por estudiantes, que en forma individual o colectiva, atenten en contra de otro estudiante, valiéndose para ello de una situación de superioridad o de indefensión del estudiante afectado, que provoque en este último, maltrato, humillación o fundado temor de verse expuesto a un mal de carácter grave, ya sea por medios tecnológicos o cualquier otro medio, tomando en cuenta su edad y condición.

Artículo 16 C. Los alumnos, alumnas, padres, madres, apoderados, profesionales y asistentes de la educación, como los equipos docentes y directivos de los establecimientos educacionales deberán propiciar un clima escolar que promueva la buena convivencia de manera de prevenir todo tipo de acoso escolar.

Artículo 16 D. Revestirá especial gravedad cualquier tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio en contra de un estudiante integrante de la comunidad educativa, realizada por quien detente una posición de autoridad sea director, profesor, asistente de la educación u otro, así como, también la ejercida por parte de un adulto de la comunidad educativa en contra de un  estudiante.


Los padres, madres, apoderados, profesionales y asistentes de la educación, así como los equipos docentes y directivos de los establecimientos educacionales deberán informar las situaciones de violencia física o psicológica, agresión u hostigamiento que afecten a un estudiante miembro de la comunidad educativa de las cuales tomen conocimiento, todo ello conforme al reglamento interno del establecimiento.


Si las autoridades del establecimiento no adoptaren las medidas correctivas, pedagógicas o disciplinarias que su propio reglamento interno disponga, podrán ser sancionadas de conformidad con lo previsto en el artículo 16 de este cuerpo legal.


Artículo 16 E. El personal directivo, docente, asistentes de la educación y las personas que cumplan funciones administrativas y auxiliares al interior de todos los establecimientos educacionales recibirán capacitación sobre la promoción de la buena convivencia escolar y el manejo de situaciones de conflicto.".


Número 5.-

Ha pasado a ser número 3.-

Ha sustituido la letra f) que se propone, por la siguiente:

"f) Contar con un reglamento interno que regule las relaciones entre el establecimiento y los distintos actores de la comunidad escolar. Dicho reglamento, en materia de convivencia escolar, deberá incorporar políticas de prevención, medidas pedagógicas, protocolos de actuación y diversas conductas que constituyan falta a la buena convivencia escolar, graduándolas de acuerdo a su menor o mayor gravedad. De igual forma, establecerá las medidas disciplinarias correspondientes a tales conductas, que podrán incluir desde una medida pedagógica hasta la cancelación de la matrícula. En todo caso, en la aplicación de esta medida deberá garantizarse en todo momento el justo procedimiento, el cual deberá estar establecido en el reglamento.".

Artículo transitorio, nuevo.

Ha agregado el siguiente artículo transitorio:

"Artículo transitorio.- Los establecimientos educacionales que no estén legalmente obligados a constituir el Consejo Escolar deberán crear un Comité de Buena Convivencia Escolar u otra entidad de similares características en el plazo de seis meses a contar de la publicación de esta ley.".

*********


Hago presente a V.E. que el artículo único del proyecto fue aprobado, en general con el voto a favor de 103 Diputados, en tanto que en particular, fue aprobado por la misma cantidad de votos, con excepción de la letra b) del número 4.-, que ha pasado a ser 1.-, que fue aprobada con el voto a favor de 97 Diputados, y el artículo transitorio, nuevo, que fue aprobado por 94 Diputados, en todos los casos de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 1.186/SEC/10, de 22 de diciembre de 2010.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL SOBRE INDULTO GENERAL

(7533-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


Cabe señalar que este proyecto de ley fue discutido por la Comisión en general y en particular en trámite de primer informe, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en sesión de fecha 3 de mayo de 2011.


A las sesiones en que vuestra Comisión trató esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes; la Subsecretaria del mismo Ministerio, señora Patricia Pérez; la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina González; el Jefe de la División de Defensa Social, señor Sebastián Valenzuela, y el asesor, señor Alejandro Soto.


Concurrieron, asimismo, el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Marcelo Drago, y el asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola.


Participaron, también, el abogado analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada; la representante del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señora Elvira Oyanguren, y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Juan Pablo Rodríguez.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Según lo expresa el Primer Mandatario en su Mensaje, la iniciativa busca, como objetivo central, otorgar un indulto conmutativo general en beneficio de las siguientes personas: las mujeres que actualmente se encuentran condenadas y privadas de libertad que hayan cumplido dos tercios de la pena o que, faltándoles un lapso mayor, sean madres de hijos menores de dos años; los condenados que actualmente cumplen una condena bajo la modalidad del beneficio penitenciario de permiso de salida controlada al medio libre, y los condenados que actualmente cumplen una condena mediante el beneficio de la reclusión nocturna en establecimientos de Gendarmería de Chile. A todos ellos se les exigirá someterse a un período de observación y control y suscribir un compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito. Además, el proyecto establece un catálogo de delitos a los cuales no se hará extensivo el referido indulto.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Al tenor de lo dispuesto en el párrafo segundo del número 16 del artículo 63 de la Constitución Política de la República, las disposiciones que integran esta iniciativa tienen carácter de ley de quórum calificado y, en consecuencia, en mérito de lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental, requieren, para ser aprobadas, del voto conforme de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Constitución Política de la República, particularmente el párrafo segundo del número 16 del artículo 63; el inciso segundo del artículo 65 y el inciso tercero del artículo 66.


2.- Ley Nº 18.216, que establece las medidas que indica como alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad y deroga las disposiciones que señala.


3.- Ley N° 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad.


4.- Ley Nº 19.856, que crea un sistema de reinserción social de los condenados sobre la base de la observación de buena conducta.


5.- Ley N° 20.000, que sustituye la ley N° 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.


6.- Código Penal, particularmente los artículos 141, 142, 361, 372 bis, 390, 391 número 1°, 433, 436 y 440, y los párrafos 5, 6, 7 y 8 del Título VII del Libro II.


7.- Decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.290, de Tránsito.


8.- Decreto supremo Nº 518, del Ministerio de Justicia, publicado el 21 de agosto de 1998, que aprueba el Reglamento de Establecimientos Penitenciarios.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


En el Mensaje con que se dio inicio a la tramitación de esta iniciativa, Su Excelencia el señor Presidente de la República señala que es una responsabilidad permanente del Estado velar por las condiciones en que las personas privadas de libertad cumplen sus condenas. Expresa que, dada la particular relevancia que tiene para el Gobierno la tarea antes mencionada, se encuentra desarrollando distintos esfuerzos destinados a mejorar la infraestructura, el equipamiento y la dotación de nuestro sistema penitenciario.


Explica que no obstante la dedicación con que ha estado trabajando en estos cambios, es un hecho de público conocimiento el alto nivel de hacinamiento que se vive en nuestros recintos penales desde hace décadas, cuya superación es imposible de alcanzar en el corto plazo.


Indica que para este Gobierno, abordar la crisis penitenciaria que enfrenta nuestro país resulta un imperativo, no sólo en razón del deber de garantía de los derechos fundamentales de las personas condenadas, sino también por motivaciones de seguridad pública.


Agrega que en la medida en que mejoren las condiciones de habitabilidad, de rehabilitación y de reinserción, comienza a ser verdaderamente posible la generación de condiciones aptas para disminuir los niveles de reincidencia.


En dicho contexto, el Gobierno estima esencial propiciar un conjunto de medidas tendientes a mejorar las actuales condiciones de los establecimientos penitenciarios, con miras a brindar un trato digno y humanitario a quienes se encuentran cumpliendo penas privativas o restrictivas de libertad, y con el objetivo también de reducir el elevado y generalizado nivel de hacinamiento e inhabitabilidad que se vive en nuestras cárceles y centros de detención, en los que se registra cerca de un 60% de sobrepoblación penal.


Manifiesta que un punto crítico para el favorecimiento de las condiciones de ejecución de condenas, lo constituye la descongestión del sistema penitenciario. Añade que la consecución de este objetivo supone naturalmente la construcción, ampliación y mejora de nuestra infraestructura carcelaria, tarea a la cual el Gobierno está abocado. Manifiesta que junto con ello, y considerando los tiempos que dichos esfuerzos suponen, también puede fomentarse la referida descongestión mediante la aplicación racional del instituto del indulto. Ello, respecto de cierto tipo de condenados, en cuanto hayan cumplido parte significativa de sus condenas y en la medida en que su liberación no implique un compromiso para la seguridad pública.


Abordando los objetivos y el contenido del proyecto, informa que éste tiene por finalidad otorgar un indulto conmutativo general que beneficie a las mujeres que actualmente se encuentran condenadas y privadas de libertad; a los condenados que actualmente cumplen una condena bajo la modalidad del beneficio penitenciario de permiso de salida controlada al medio libre, y a los condenados que actualmente cumplen una condena mediante el beneficio de la reclusión nocturna en establecimientos de Gendarmería de Chile.


Respecto del indulto general conmutativo aplicable a las mujeres condenadas que se encuentren privadas de libertad, explica que sólo será procedente para aquellas que hubieren cumplido dos tercios de la pena, salvo el caso de las que fueren madres de hijos menores de dos años, en que dicho requisito se reduce por consideraciones humanitarias, bastando que resten seis meses para que cumplan los dos tercios de su condena, y en ambos casos, sujeto siempre a que hayan observado conducta sobresaliente durante los tres últimos bimestres.


Manifiesta que, tratándose de condenados que se encuentren bajo un régimen de permiso de salida controlada al medio libre, la concesión del indulto se ha fundado en que dichas personas ya han dado pruebas fehacientes de rehabilitación y reinserción, al punto que actualmente se hallan sometidas a un sistema de control en que sólo concurren a pernoctar al establecimiento penitenciario. Agrega que tal circunstancia, por lo demás, da cuenta de que el indulto no supone un riesgo adicional para la seguridad pública.


Indica que la última modalidad de indulto contemplada en este proyecto corresponde a los condenados que estuvieren cumpliendo pena de reclusión nocturna en establecimientos de Gendarmería de Chile. Las características de los integrantes de este grupo corresponden a condenados por delitos menores, cuya reclusión se realiza desde las 22:00 hasta las 6:00 horas del día siguiente, por lo cual se encuentran libres durante todo el día.


En consecuencia, cualquier medida que se tome en relación con ellos no representa un verdadero riesgo para la seguridad ciudadana.


Expone que, adicionalmente, el proyecto establece que tratándose de aquellos condenados por el artículo 196 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, de Tránsito, el indulto no se hace extensivo a las penas accesorias de multa, cancelación o suspensión de la licencia para conducir a que hubiere sido condenado el interesado.


El Mensaje señala que en las tres modalidades de indulto será requisito para su procedencia que el condenado o la condenada que quiera acogerse al mismo se someta a las siguientes dos obligaciones:


a) Suscribir un compromiso de no volver a delinquir. La transgresión de dicho compromiso durante los cinco años siguientes a la concesión del indulto pondrá al individuo en el deber de cumplir, de manera efectiva, el saldo de pena que le hubiere sido indultada, sin perjuicio de la aplicación de la pena que le corresponda cumplir por el nuevo crimen o simple delito, y


b) Someterse a un período de control y observación a través de Gendarmería de Chile, por un período de cinco años.


Finalmente, la iniciativa fija las excepciones al indulto propuesto, estableciendo un catálogo de delitos a los que no se hará extensivo el referido beneficio.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, dio inicio a la discusión en general de la iniciativa.


En primer término, ofreció la palabra al Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes.





El mencionado Secretario de Estado manifestó que aun cuando este proyecto propende, en lo inmediato, a descongestionar las cárceles, se entronca directamente en el propósito de cautelar la seguridad pública.





Señaló que la motivación que inspira al Gobierno en esta oportunidad no se vincula meramente con la misericordia, sino que atiende a la necesidad de no poner en riesgo la seguridad de la ciudadanía. Puntualizó que las medidas propuestas tienen en especial consideración este aspecto y que ello se refleja en las consideraciones que pasó a exponer.





En primer término, respecto de los beneficiarios del indulto que están gozando del beneficio de permiso de salida controlada al medio libre, indicó que se trata de personas sólo van a dormir a la cárcel y que durante el día circulan libremente. En consecuencia, su liberación no debería generar problemas para la seguridad pública, sino que, más bien, permitirá liberar las plazas que hoy ocupan esos condenados al pernoctar en los recintos penales.





Hizo extensivos estos argumentos en relación con los beneficiarios que actualmente cumplen la pena alternativa de reclusión nocturna, haciendo notar que en la Cámara de Diputados se discute una iniciativa que plantea reemplazar esta sanción por una especie de reclusión nocturna domiciliaria, que se controlará por medio del uso de brazaletes electrónicos.





Por otra parte, en cuanto a las mujeres condenadas que el proyecto propone beneficiar con el indulto, señaló que se establece como condición que tengan a lo menos dos tercios de su condena cumplida en la cárcel, plazo que puede ser reducido hasta en seis meses si ellas tienen hijos de menos de dos años de edad. Además, deben estar calificadas en lista sobresaliente de conducta.





Señaló que en esta materia no se produce una diferenciación arbitraria, pues no puede perderse de vista que las condiciones de reclusión de las mujeres son, en los hechos, más duras que las de los hombres. Recordó que el Estado no ha destinado en los últimos años recursos especiales para estos efectos y que la experiencia muestra que las mujeres recluidas en los recintos penales son rápidamente abandonadas por su entorno social y familiar. Explicó que, en la actualidad, hay aproximadamente unas 800 mujeres en prisión preventiva y unas 3.200 condenadas. Agregó que, en general, se observa que estas reclusas han estado involucradas en delitos menos violentos que los varones que se encuentran en condiciones similares.





Prosiguió exponiendo que el proyecto prevé que los condenados que sean beneficiados por este indulto quedarán sujetos a un período de vigilancia por un plazo de cinco años, lo que se materializará a través de un sistema de firma mensual, y que, además, deberán suscribir un compromiso de no volver a delinquir. Explicó que este compromiso tiene un efecto importante, pues si el signatario es condenado por un nuevo hecho delictivo dentro de los cinco años siguientes, automáticamente se agregará a la condena correspondiente al nuevo delito la parte de la sentencia que le fuera indultada previamente.





Atendiendo a una consulta del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, el señor Ministro informó que, en forma aproximada, puede estimarse que por efecto de esta iniciativa se liberará a los siguientes grupos de personas:





- 150 mujeres, aproximadamente, que estarían en condiciones de cumplir las condiciones que establece el proyecto a la fecha de entrada en vigor;





- 800 personas, aproximadamente, que estarían gozando del beneficio de salida controlada al medio libre a la ya señalada fecha;





- 2.500 a 2.700 personas, aproximadamente, que estarían cumpliendo una condena privativa de libertad a través de la modalidad de reclusión nocturna en recintos penitenciarios comunes, a la misma fecha, y





- 2.300 personas, aproximadamente, también condenadas a la modalidad de reclusión nocturna, pero que cumplen su sentencia en recintos especiales que no cuentan con población penal durante el día.





Señaló que la lista anterior arroja un total de casi 6.000 beneficiados y que aunque los dos últimos grupos no se consideran parte de la población penal, su liberación permitirá contar con más plazas en los penales, pues se trata de personas que alojan en ellos.





Hizo presente que aun cuando es difícil avanzar pronósticos o señalar cifras exactas, la población penal de nuestro país entre el año 2010 y lo que va corrido de 2011 fluctúa entre 54.000 y 55.000 personas y que la tendencia parece ser que esas cifras se mantendrán estables.





Enseguida, informó que el proyecto en análisis contempla un catálogo de delitos en relación a los cuales no procederá el indulto. Manifestó que se trata de figuras delictivas tales como el homicidio calificado, los delitos sexuales contra menores y los ilícitos contemplados por la ley N° 20.000. Hizo presente que si bien en esta enumeración no se mencionan de manera expresa los delitos terroristas previstos en la ley N° 18.314, no está dentro del espíritu de la iniciativa favorecer con el indulto a quienes han cometido alguno de estos ilícitos.





Estimó conveniente evitar cualquier suerte de duda sobre el particular, para lo cual consideró útil enmendar el texto de la respectiva disposición de manera de excluir dichos delitos de manera específica.





Para estos fines, sugirió recabar de la Sala autorización para discutir en general y en particular la iniciativa en trámite de primer informe, lo que facilitará la presentación de indicaciones que subsanen éste u otros puntos.





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consultó al señor Ministro si se analizó, en su momento, la posibilidad de incluir entre los beneficiarios del indulto a las mujeres condenadas por microtráfico de drogas cuando cumplen ciertas condiciones. Inquirió, también, sobre los efectos que tendría una medida de esa naturaleza.





Luego, hizo notar que el texto del proyecto requería de algunos ajustes de redacción, los que podrían introducirse por medio de las correspondientes indicaciones. Señaló, por ejemplo, que el artículo 7º hace una doble referencia al delito establecido por el artículo 362 del Código Penal, aspecto que debía corregirse pues, de lo contrario, podría generar problemas interpretativos. Igualmente, puso de manifiesto que la referida norma tampoco es clara respecto a la situación de las personas que han sido condenadas como cómplices o encubridores de los delitos que allí se enumeran, materia que también era menester dilucidar.





En otro orden de ideas, observó que si en la contabilización de la población penal beneficiada con el indulto se deja fuera a las personas que cumplen una sentencia de reclusión nocturna y a las que cumplen la medida de salida controlada al medio libre, el efecto total del proyecto resulta bastante limitado.





Analizando la iniciativa, el Honorable Senador señor Espina expresó que compartía los propósitos generales de la misma. Consideró que la liberación de las plazas que hoy se reservan a las personas que cumplen reclusión nocturna resultará significativa para descongestionar los recintos carcelarios, pues permitirá disminuir en un 10% la ocupación de los mismos. Agregó que a los efectos que puede acarrear este proyecto, deben sumarse los que derivarán de las otras iniciativas que el Ejecutivo ha presentado a tramitación legislativa también con el propósito de lograr un uso más racional de las cárceles.





Observó que el texto del proyecto en estudio no excluye de manera clara del indulto a los condenados por delitos terroristas. Expresó que entiende que en ningún caso el espíritu de esta iniciativa es concederles dicho beneficio, por lo cual es importante que así quede consignado desde el inicio. Por lo anterior, coincidió en la conveniencia de efectuar la discusión en general y en particular en la Comisión en esta fase de la tramitación del proyecto, de manera de introducir desde ya los ajustes del caso a su redacción.





Refiriéndose al microtráfico de drogas, hizo presente que a partir del año 2006, y contando con la adhesión de diversos señores Senadores, remitió oficios al Ministerio Público, a Carabineros de Chile y a la Policía de Investigaciones, formulando algunas consultas y planteamientos destinados a evaluar la incidencia de esta actividad en distintos sectores de nuestro territorio. Informó que, como resultado de los antecedentes recabados y de los estudios que tuvo oportunidad de realizar posteriormente, concluyó que esta actividad no se da necesariamente respecto de personas aisladas y socialmente más vulnerables, sino que más bien se trata de un negocio de ventas planificado y organizado por los grandes carteles de narcotraficantes, los que distribuyen su mercancía en pequeñas cantidades a un gran número de cómplices que actúan como distribuidores, con lo cual se minimizan las pérdidas por comisos cuando hay arrestos y se mantiene el control de amplios sectores geográficos.





Sostuvo que por tratarse de pandillas compuestas por personas extremadamente peligrosas, que normalmente reinciden en esta dañina actividad, el indulto no debería proceder respecto a ellas.





En relación a la institución de la reclusión nocturna, manifestó que consideraba conveniente introducirle transformaciones radicales, pues, a su juicio, no cumplía ninguna función efectiva.





El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, compartió los objetivos generales propuestos por el proyecto en estudio. Coincidió también con la necesidad de recabar de la Sala la autorización a que se ha hecho mención, de manera de poder enmendar prontamente el texto del proyecto, de manera de evitar que éste dé lugar a equívocos en cuanto a los delitos respecto a los cuales no procederá el indulto.





Refiriéndose al catálogo de ilícitos que quedarían excluidos de este beneficio, instó a reflexionar sobre cuales son las conductas que merecen un reproche tal de la sociedad, que las deja al margen del indulto. Consultó si durante la fase de elaboración del proyecto se consideraron ilícitos que luego quedaron fuera de este catálogo. Hizo notar, además, que dicha nómina contempla exclusiones basadas solamente en figuras delictivas propiamente tales y no en otras consideraciones, como es el caso de la edad, la salud u otras. Sobre el particular, puso de manifiesto que hay conceptos que tienen un fundamento humanitario, que no pugnarían con la idea matriz del proyecto y que podrían dar a éste un alcance mayor.





Haciéndose cargo de los planteamientos formulados por los señores Senadores, el señor Ministro de Justicia señaló que originalmente se estudió la posibilidad de incluir dentro del universo de beneficiarios del indulto a las mujeres condenadas por algunos delitos de microtráfico de drogas y que un cómputo preliminar, arrojó que por esta vía se podría liberar a unas 600 reclusas. Agregó que, sin embargo, cuando se socializó la idea con los demás actores públicos involucrados en el tema de la seguridad ciudadana, se puso de manifiesto que ello podría tener un efecto negativo importante, sobre todo en las villas y poblaciones que tienen una incidencia notoria en cuanto a este ilícito.





Indicó que, en la actualidad, aproximadamente el 53% de las mujeres condenadas que cumplen sanción en los recintos penitenciarios o que están sometidas a la medida cautelar de prisión preventiva, han estado involucradas en hechos delictivos de aquellos contemplados en la Ley de Drogas, siendo el microtráfico el causante de una gran proporción de dicha cifra.





Enseguida, hizo notar que la iniciativa en estudio forma parte de un grupo de proyectos de ley del Ejecutivo que comparten el objetivo común de lograr un uso racional de las cárceles sin poner en riesgo la seguridad pública. Uno de ellos, recordó, es el referido a la libertad condicional, que también establece la nueva pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, la cual reemplazará, en ciertos casos, a la pena de reclusión. Observó que de este proyecto cabe esperar efectos muy positivos. Añadió que otra de estas iniciativas busca convertir las penas de presidio de menos de un año de duración en sanciones que se cumplirán en el medio libre y se controlarán mediante la utilización de brazaletes electrónicos. Señaló que por esta vía se espera liberar unas 3.000 plazas en los recintos penitenciarios, que hoy ocupan reclusos condenados a sanciones de esa duración.





Sostuvo que, en síntesis, se trata de un conjunto de iniciativas razonables, que en ningún caso pondrán en riesgo la seguridad pública y que suponen una mirada reflexiva y actualizada sobre el sistema penal vigente. Hizo presente la necesidad de darles una tramitación legislativa ágil y agradeció a la señora Presidenta de la Comisión por la buena disposición que ella manifestó en orden a favorecer lo sugerido por el señor Ministro.





En relación con la situación en que quedarían los cómplices y encubridores de los delitos excluidos del indulto, expresó que el Instituto Nacional de Derechos Humanos ya llamó la atención sobre este punto, cuyo análisis debería profundizarse durante la discusión en particular. En todo caso, anticipó que el criterio debería ser el mismo aplicable a los autores de tales ilícitos y que, en consecuencia, no debería extendérseles este beneficio.





En cuanto al planteamiento del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, acerca de la posibilidad de otorgar el indulto por consideraciones de tipo humanitario, informó que en un principio se contempló la posibilidad de establecer un beneficio especial para personas de más de 80 años de edad o que tengan diagnosticada una enfermedad terminal con un pronóstico de vida inferior a seis meses y que hayan cumplido más de la tercera parte de su pena en un recinto penal. Indicó que se pensó conmutarles la pena por reclusión domiciliaria, idea que no logró un grado suficiente de consenso. Señaló que, sin embargo, es posible que tal propuesta se replantee a través de una iniciativa diferente.


Destacó que aun cuando el indulto que se propone no busca ser una solución permanente, constituye una medida verdaderamente urgente. Informó que en las continuas visitas que realiza a los diversos recintos penales de nuestro territorio, puede comprobar la gravedad del hacinamiento que en ellos se vive. Explicó, por ejemplo, que en la Penitenciaría de Santiago, un total de hasta 17 personas tiene que compartir un espacio de unos cuatro metros cuadrados para dormir, connotando que es imposible construir en un breve plazo la cantidad de penales necesarios para hacer frente a esta situación extrema.


Afirmó que se trata de un problema al que hay que buscar alternativas de alivio en forma perentoria, pues la realidad actual atenta contra todas las convicciones morales que deben tenerse en relación a quienes están privados de libertad, además de favorecer el riesgo de que se repitan acontecimientos tan trágicos como el incendio que hace pocos meses afectó a la cárcel de San Miguel. 



Hizo presente que este tema es antiguo y que se ha arrastrado por varias Administraciones, pero que hoy ha llegado a un punto tal, que, además de ser un problema humanitario, representa una situación de seguridad verdaderamente impostergable.


Sostuvo que probablemente un indulto no constituye un tema popular ni conveniente, mas dijo entender que ante esta grave crisis, es necesario propiciar todas las soluciones posibles, tanto de largo aliento -como es la construcción de nuevos recintos penales-, como de más corto plazo, como es esta iniciativa y las demás a que ha aludido.


Por otra parte, hizo notar que mientras un indulto general está reservado a la consideración del Congreso Nacional, los indultos particulares no pueden otorgarse masivamente, pues ello iría en contra de la naturaleza de esta institución. Por lo tanto, afirmó que difícilmente el indulto particular representará un alivio para la crítica situación ya descrita.


En consecuencia, expresó su anhelo de contar con el máximo de voluntades posible dentro del Parlamento, pues, subrayó, se trata de solucionar un tema de Estado, respecto del cual instó a generar los consensos básicos que se requieren. Señaló, finalmente, que la iniciativa en trámite le motiva un sentimiento de orgullo, pues está a la altura del desafío ético que se ha planteado.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, compartió el criterio de que las medidas que se necesitan para solucionar el problema mencionado por el señor Ministro son normalmente antipopulares. Aun así, señaló estar dispuesta a asumirlas, pero más bien a través de búsqueda de mecanismos de carácter general, que representen definiciones de tipo permanente. Sostuvo que un indulto como el que se contempla en el proyecto en estudio no constituye una solución, sino solamente una respuesta en el corto plazo. En ese mismo breve plazo, connotó, pueden estudiarse y acogerse, a través de las respectivas iniciativas legales, las medidas generales y permanentes que se requieren.

- - -


Cabe señalar que en sesión de fecha 3 de mayo de 2011, la Sala del Senado acogió la petición de la Comisión en orden a discutir en general y en particular el proyecto en estudio en este trámite de primer informe.


Por ello, una vez que finalizó la discusión en general del mismo en la Comisión, su Presidenta, la Honorable Senadora señora Alvear, puso en votación la idea de legislar.


-- Ésta resultó aprobada por tres votos a favor y uno en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Walker, don Patricio. En contra lo hizo la Honorable Senadora señora Alvear.


Fundamentando su voto, el Honorable Senador señor Chadwick consideró que la iniciativa en estudio constituye un muy buen proyecto de ley, pues contiene planteamientos de fondo frente a problemas que deben solucionarse. Indicó que, en la actualidad, las tendencias comunicacionales en boga sostienen que quien delinque, debe ser privado de libertad. En consecuencia, dijo que, frente a este criterio, es difícil asumir una iniciativa que va justamente en la línea contraria, que es la que la opinión pública mayoritariamente apoya.


Hizo notar que si bien el proyecto en análisis responde a la necesidad de dar un uso racional a los espacios físicos de las cárceles, lo hace por razones que no son de naturaleza meramente económica y que por ello debería ser acogido, aun cuando el problema del hacinamiento carcelario no fuera tan acuciante. En el fondo, dijo, esta iniciativa avanza en la línea de la racionalidad en materia de privación de libertad, evitándola cuando ella es innecesaria o cuando lesiona la viabilidad de un cambio futuro en la conducta de quien la sufre.


Enseguida, desde el punto de vista de la protección de la seguridad ciudadana, se preguntó qué garantía ofrecen medidas como la reclusión nocturna o la salida dominical. Sostuvo que, según su parecer, ninguna. Agregó que en dichas medidas sólo persiste el elemento sancionatorio de las penas, que es uno más de los objetivos procurados por nuestro sistema de sanciones. Consideró que, en pleno siglo XXI, los bienes jurídicos que interesa proteger bien pueden ser cautelados por medios diferentes al simple hecho de tener a las personas recluidas durante la noche.


En cuanto a las mujeres condenadas que serían beneficiadas con el indulto propuesto, estimó que las condiciones que se les imponen reflejan un criterio de equilibrio, pues dichas personas requerirán, por ejemplo, haber cumplido los dos tercios de su condena, además de tener una conducta sobresaliente.


Destacó que, además, a todos los beneficiarios se les exigirá el cumplimiento de ciertas obligaciones y que, complementariamente, la iniciativa establece una nómina de delitos de gran connotación social respecto a los cuales no procederá el indulto. Es decir, concluyó, se contempla un conjunto de fórmulas para cautelar en forma muy clara la seguridad ciudadana.


Concluyó su alocución congratulando al Gobierno y al señor Ministro de Justicia por lo que consideró una verdadera demostración de coraje. Anticipó que seguramente habrá reacciones contrarias al proyecto, mas reiteró que éste va en la dirección correcta.


A su vez, al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Espina señaló que la iniciativa en estudio tiene justificaciones que son esenciales. Hizo presente que el sistema carcelario de nuestro país colapsó hace mucho tiempo y que un importante número de reclusos cumple su sentencia en condiciones verdaderamente inhumanas. Manifestó que en innumerables oportunidades ha podido verificar personalmente el hacinamiento que se vive en distintos recintos penales, el cual atenta contra los derechos básicos y la dignidad de quienes se ven forzados a permanecer en ellos, además de perjudicar severamente sus posibilidades de rehabilitación. Hizo presente, a este respecto, la necesidad de avanzar prontamente en la construcción de nuevos establecimientos penitenciarios.


Luego, enfatizó que otra grave falencia que se detecta en nuestro medio se advierte justamente en materia de rehabilitación, especialmente tratándose de los jóvenes, en relación a los cuales lo que se hace es muy poco.


Se refirió, enseguida, al sentido que normalmente se da a las sanciones penales, el que, sostuvo, debe cambiar. Opinó que asociar el juicio de reproche de la sociedad a una mera elevación de las condenas, como frecuentemente se hace, constituye un criterio que debe superarse, pues ello, además de no constituir una solución real, provoca severos desajustes y distorsiones en el sistema general de las penas. Así, recordó, incluso se da el caso que no siempre los delitos de mayor gravedad significan condenas privativas de libertad. Insistió en que debe cuidarse de no desrregular el mencionado sistema a través del continuo expediente de elevar dichas sanciones.


Destacó que el proyecto en estudio es positivo pues enfrenta adecuadamente una difícil realidad, tendiendo a mantener privados de libertad a quienes verdaderamente ameritan un castigo de esta naturaleza, por haber cometido ilícitos de gravedad y por representar un peligro para la sociedad.


Coincidió también con los grupos de beneficiarios del indulto que la iniciativa establece, pues, a su juicio, ellos no representan un compromiso para la seguridad ciudadana. Puso de relieve que estas personas, además, se comprometerán a no delinquir y que quedarán sujetas a un sistema de supervisión.


Hizo presente, una vez más, que la medida de reclusión nocturna debe reconsiderarse, pues, tal como está, según su parecer, no tiene gran sentido.


Luego, compartió la inquietud antes planteada por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en el sentido de incluir, en la norma sobre exclusión del beneficio, además del autor, al cómplice y al encubridor, pues, en la práctica, muchas veces la diferencia entre esos distintos grados de participación es muy tenue. Además, señaló que es importante precisar, en forma expresa, que quedarán excluidas del indulto las personas que hayan estado involucradas en la comisión de delitos terroristas.


En síntesis, concluyó que el proyecto en estudio constituye una muy buena iniciativa de ley e instó a acelerar tanto el despacho de ésta como el de las demás iniciativas a que se ha hecho mención durante este debate, que comparten los mismos propósitos.


Por su parte, al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que si bien el efecto de la iniciativa es limitado en términos numéricos, no por ello deja de ser positivo.


Observó que en el proceso de indultos por el Jubileo del año 2000, fueron beneficiados 1.574 reclusos que cumplían sus sanciones en ese momento al interior de los establecimientos penales, además de 25.857 personas que estaban en el medio libre, lo que arrojó una cantidad notoriamente mayor a la que se espera en esta oportunidad.


No obstante lo anterior, tuvo en cuenta que ésta forma parte de un grupo amplio de medidas, que, en su conjunto, avanzarán en la solución de la crítica situación de hacinamiento que se advierte en los recintos carcelarios, materia que es menester seguir abordando.


En último término, en cuanto al texto del proyecto, reiteró la conveniencia de introducirle ajustes a algunos aspectos puntuales pero de relevancia, tales como la situación de los cómplices y los encubridores, los que, según la redacción actual del artículo 7°, no estarían contemplados en el catálogo de exclusiones. Igualmente, se refirió a la necesidad de eliminar la doble mención que dicha disposición hace al delito contemplado por el artículo 362 del Código Penal. Hizo presente que estos puntos podrían subsanarse mediante las correspondientes indicaciones, una vez que se dé inicio a la discusión en particular.


Finalmente, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear dio los fundamentos de su voto desfavorable a la idea de legislar.


Manifestó, en primer lugar, que compartía absolutamente lo expuesto a propósito de la necesidad de racionalizar el uso de los recintos penales y de reservar las penas privativas de libertad como recurso de última ratio, como se concibe en los sistemas penales modernos. Igualmente, participó de lo dicho en relación a la necesidad de reconsiderar la medida de reclusión nocturna.


Luego, coincidió con los juicios antes vertidos respecto a la importancia de sistematizar nuestro catálogo de delitos y penas, de forma tal de establecer una relación más lógica entre la gravedad de los ilícitos y las penas que se les asignan. También destacó la relevancia de las demás iniciativas que se han mencionado en este debate, que comparten propósitos con la que se encuentra en estudio, como es el caso del proyecto -ya despachado por esta Comisión-, que modifica el sistema de otorgamiento de la libertad condicional y establece la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad. Aun cuando manifestó algunas dudas acerca de la forma práctica en que se implementarán los servicios comunitarios, valoró los propósitos buscados por tales iniciativas, así como sus fundamentos éticos, añadiendo que se trataba de decisiones muy bien inspiradas de parte del Gobierno.





Señaló que todos los objetivos antes mencionados debían ser objeto de iniciativas que estaba dispuesta a tratar con la máxima urgencia en el seno de esta Comisión. Con todo, observó que los problemas abordados en este debate requerían de soluciones permanentes, que permitan modificar aspectos estructurales del sistema penal y avanzar en la línea de la utilización racional del sistema de penas.





Sostuvo que, según su parecer, ésos eran los caminos que debían seguirse; no así el indulto general que se ha propuesto.





Recordó que el numeral 14º del artículo 32 de la Constitución Política faculta al Presidente de la República para otorgar los indultos particulares que estime pertinentes, de manera que si se requieren decisiones específicas respecto de un número acotado de personas, el Jefe de Estado ya dispone de la herramienta necesaria para conceder tal beneficio, sin que se necesite acudir a una ley general como la que se propone.





Explicó que por las razones expuestas se había opuesto a la idea de legislar, aun cuando mantenía su total disposición para dar el trámite más expedito posible a los proyectos aludidos, en la medida en que apunten a encontrar las soluciones permanentes y estructurales ya referidas.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Seguidamente, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, dio inicio a la discusión en particular del proyecto.


En esta fase del debate, se tuvieron en consideración tanto las indicaciones que algunos señores Senadores miembros de la Comisión presentaron por escrito, como otras sugerencias formuladas en relación a aspectos de forma del proyecto. Igualmente, se consideraron algunas proposiciones de la Biblioteca del Congreso Nacional.

Artículo 1°


Su texto es el que sigue:


“Artículo 1°.- Concédese un indulto general, consistente en la conmutación del saldo de las penas privativas de libertad que le restan por cumplir, por el cumplimiento de la misma pena en libertad, a las mujeres que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se encuentren privadas de libertad en virtud de una condena por sentencia ejecutoriada y satisfagan las siguientes condiciones copulativas:

a) Que tengan cumplida dos tercios de la pena.


Tratándose de mujeres con hijos cuya edad no supere los dos años, se concederá si le faltaren hasta seis meses para el cumplimiento de los dos tercios de la pena;


b) Que durante los tres últimos bimestres, hubiesen observado una conducta sobresaliente, de acuerdo a lo dispuesto en la ley Nº 19.586, sobre rebaja de condena; y


c) Que suscriban un compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito.”.

Analizado el precepto, hubo acuerdo de parte de la mayoría de los miembros presentes de la Comisión en orden a acogerlo, introduciéndole algunos ajustes formales de redacción.


Puesto en votación este artículo 1°, fue aprobado, con las mencionadas enmiendas de redacción, por 3 votos a favor y 1 en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Walker, don Patricio. En contra lo hizo la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), quien dejó constancia de que su rechazo estaba motivado por las mismas razones expuestas al desechar la idea de legislar.

Artículo 2°


Dispone lo siguiente:


“Artículo 2º.- Si la condenada hubiere obtenido, con anterioridad a la vigencia de esta ley, reducción de su condena por indulto particular u otra causa, el cómputo de los plazos previstos en la letra a) del artículo anterior operará respecto de la pena ya reducida.”.


Con igual votación que la norma anterior, este precepto fue aprobado en sus mismos términos. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Walker, don Patricio. En contra lo hizo la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), quien hizo presente los razonamientos ya consignados a propósito de la disposición precedente.

Artículo 3°


Es del siguiente tenor:


“Artículo 3°.- Concédese, asimismo, un indulto general a los condenados por sentencia ejecutoriada que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, estuvieren beneficiados con el permiso de salida controlada al medio libre.


Adicionalmente, para acceder a este indulto el condenado deberá suscribir un compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito.”.


Por igual votación a la del artículo anterior, esta disposición fue aprobada en sus mismos términos. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Walker, don Patricio. En contra lo hizo la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), quien reiteró las consideraciones ya expresadas.

Artículo 4°


Prescribe lo que sigue:


“Artículo 4°.- Concédese un indulto general a las personas que, por sentencia ejecutoriada, a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, estuvieren cumpliendo condena de reclusión nocturna en establecimientos de Gendarmería de Chile.


En todo caso, para acceder a este indulto, los condenados deberán suscribir un compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito.”.


Al igual que en el caso del precepto anterior, este artículo fue aprobado en los mismos términos en que se ha planteado, por 3 votos a favor y 1 en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Walker, don Patricio. En contra lo hizo la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), quien hizo extensivas al rechazo de esta norma las consideraciones ya señaladas.

Artículo 5°


Establece lo siguiente:


“Artículo 5º.- Los condenados a los que se les hubiere conmutado la pena, en conformidad a los artículos 1°, 3° y 4° de la presente ley, quedarán sujetos a las siguientes condiciones:


a) Sujeción a un período de control y observación, a través de firmas mensuales, por el lapso de los cinco años siguientes a la concesión del indulto conmutativo, ante el Patronato de Reos más cercano a su domicilio o, en su defecto, ante el establecimiento de Gendarmería de Chile más cercano al domicilio que registre el condenado. La determinación del lugar en que se realice este control y observación deberá ser precisado por el Jefe de Control Penitenciario de Gendarmería de Chile, en la oportunidad señalada en el artículo 8° de la presente ley.


b) En caso de ser condenados por crimen o simple delito dentro de los cinco años siguientes a la conmutación de la pena, deberán cumplir de manera efectiva el saldo de pena que se les hubiere conmutado, sin perjuicio de la aplicación de la pena que corresponda por el nuevo crimen o simple delito.”.


Analizada esta disposición, hubo acuerdo de parte de la mayoría de los miembros presentes de la Comisión para aprobarla, introduciéndole algunos ajustes meramente formales a su redacción.


Puesto en votación este precepto, fue aprobado, con las mencionadas enmiendas de redacción, por 3 votos a favor y 1 en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Walker, don Patricio, y en contra lo hizo la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), quien reiteró las constancias de que se ha dado cuenta precedentemente.

Artículo 6°


Es del siguiente tenor:


“Artículo 6º.- Respecto a los condenados por alguno de los delitos previstos y sancionados en el artículo 196 de la Ley N° 18.290, el indulto conmutativo que se concede no afectará el cumplimiento de las penas accesorias de multa, de cancelación y de suspensión de licencia para conducir vehículos motorizados; las que deberán ejecutarse siempre en los términos y plazos que fueron impuestas por la sentencia condenatoria respectiva.”.


En relación a este precepto, los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Walker, don Patricio, presentaron una indicación destinada a sustituir la alusión que se hace a la ley N° 18.290, de Tránsito, por una mención al texto refundido, coordinado y sistematizado de dicha ley, contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2009.


Con esta enmienda, además de otras puramente formales, la disposición fue aprobada por 3 votos a favor y 1 en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Walker, don Patricio, y en contra lo hizo la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), quien fundamentó su rechazo en las consideraciones expuestas anteriormente.

Artículo 7°


Su texto es el siguiente:


“Artículo 7°.- No procederán los indultos contemplados en la presente ley, respecto de los condenados como autores por los delitos consumados previstos en los artículos 141 incisos 3, 4 y 5; 142; 361; 362; 372 bis; 390 y 391 N°1 del Código Penal; en los Párrafos 5°, 6°, 7° y 8° del Título VII del Libro II del Código Penal, cuando las víctimas fuesen menores de edad; en los artículos 433, 436 y 440 del Código Penal ni respecto de los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.”.


En relación a este precepto, los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Walker, don Patricio, presentaron tres indicaciones. La primera, para suprimir la mención que la norma hace a los autores de los delitos que enseguida se señalan. La segunda, para suprimir la alusión al artículo 362 del Código Penal, y la tercera, para agregar un inciso segundo que dispone que no procederá el indulto respecto de los condenados por los delitos contemplados por la ley N° 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad.


Señalaron que, con estas indicaciones, las excepciones al indulto en estudio quedarán establecidas con la necesaria claridad, lo que evitará dificultades en su futura interpretación.


En efecto, explicaron que, en virtud de la primera indicación, este beneficio no será procedente respecto de los condenados como autores de los ilícitos que este precepto enumera y tampoco de los condenados como cómplices y encubridores de los mismos. Luego, a través de la segunda indicación, se eliminará la doble mención que esta norma efectúa en relación al delito de violación de menores de 14 años.


Finalmente, y solucionando un aspecto ya puntualizado durante la discusión en general, mediante la tercera indicación el inciso segundo, nuevo, que se agrega, prescribirá en forma expresa que el indulto no procederá respecto de las conductas terroristas contempladas por la ley 18.314.


Analizadas dichas indicaciones, hubo acuerdo de parte de la mayoría de los miembros presentes de la Comisión para acogerlas, además de incorporar otras enmiendas de tipo formal a la redacción de la norma.


El Honorable Senador señor Espina hizo presente que aun cuando el texto del inciso primero que se estaría aprobando excluye del indulto a quienes hayan sido condenados por delitos consumados, procedería estudiar con mayor profundidad, en el trámite de segundo informe, si también debería excluirse de tal beneficio a los condenados por delitos frustrados o en grado de tentativa.


Puesto en votación este artículo 7°, fue aprobado con las indicaciones ya reseñadas y con otras modificaciones meramente formales, por 3 votos a favor y 1 en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Walker, don Patricio. En contra lo hizo la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), quien reiteró las consideraciones expuestas a propósito del rechazo de la idea de legislar y agregó que, pese a su voto contrario, apreciaba la importancia de establecer con precisión los ilícitos que quedarán excluidos del indulto en estudio.

Artículo 8°


Establece lo siguiente:


“Artículo 8°.- Corresponderá al Jefe de la Sección Control Penitenciario verificar la procedencia de los indultos que establece esta ley, previa constatación de los requisitos pertinentes de cada caso. Para tal efecto, cada interesado deberá firmar ante el Alcaide del establecimiento en que esté cumpliendo su condena o ante el Director Regional de Gendarmería de Chile, según se tratare de una pena privativa o restrictiva de libertad, la respectiva solicitud, la que irá acompañada del compromiso de no volver a cometer crimen o simple delito establecidos en la presente ley.


La procedencia del indulto respectivo deberá ser comunicada por Gendarmería de Chile al Tribunal de Ejecución que corresponda dentro del plazo de cinco días.”.


Puesto en votación este precepto, fue aprobado con enmiendas meramente formales, por 3 votos a favor y 1 en contra. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Walker, don Patricio. En contra lo hizo la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), quien hizo presente, una vez más, que su rechazo derivaba de las mismas razones expuestas al oponerse a la idea de legislar.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Concédese un indulto general, consistente en la conmutación del saldo de las penas privativas de libertad que les resta por cumplir, por el cumplimiento de la misma pena en libertad, a las mujeres que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se encuentren privadas de libertad en virtud de una condena por sentencia ejecutoriada y satisfagan las siguientes condiciones copulativas:


a) Tener cumplidos dos tercios de la pena.


Tratándose de mujeres con hijos cuya edad no supere los dos años, se concederá si les faltaren hasta seis meses para el cumplimiento de los dos tercios de la pena;


b) Haber observado, durante los tres últimos bimestres, una conducta sobresaliente, de acuerdo a lo dispuesto en la ley Nº 19.856, que crea un sistema de reinserción social de los condenados sobre la base de la observación de buena conducta, y


c) Suscribir un compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito.


Artículo 2º.- Si la condenada hubiere obtenido, con anterioridad a la vigencia de esta ley, reducción de su condena por indulto particular u otra causa, el cómputo de los plazos previstos en la letra a) del artículo anterior operará respecto de la pena ya reducida.


Artículo 3°.- Concédese, asimismo, un indulto general a los condenados por sentencia ejecutoriada que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, estuvieren beneficiados con el permiso de salida controlada al medio libre.


Adicionalmente, para acceder a este indulto el condenado deberá suscribir un compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito.


Artículo 4°.- Concédese un indulto general a las personas que, por sentencia ejecutoriada, a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, estuvieren cumpliendo condena de reclusión nocturna en establecimientos de Gendarmería de Chile.


En todo caso, para acceder a este indulto, los condenados deberán suscribir un compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito.


Artículo 5º.- Los condenados a los que se les hubiere conmutado la pena en conformidad a los artículos 1°, 3° y 4° de la presente ley, quedarán sujetos a las siguientes condiciones:


a) Someterse a un período de control y observación, a través de firmas mensuales, por el lapso de los cinco años siguientes a la concesión del indulto conmutativo, ante el Patronato de Reos más cercano a su domicilio o, en su defecto, ante el establecimiento de Gendarmería de Chile más cercano al domicilio que registre el condenado. El lugar en que se realizará este control y observación deberá ser precisado por el Jefe de Control Penitenciario de Gendarmería de Chile, en la oportunidad señalada en el artículo 8° de la presente ley.


b) En caso de ser condenados por crimen o simple delito dentro de los cinco años siguientes a la conmutación de la pena, deberán cumplir de manera efectiva el saldo de pena que se les hubiere conmutado, sin perjuicio de la aplicación de la pena que corresponda por el nuevo crimen o simple delito.


Artículo 6º.- Respecto a los condenados por alguno de los delitos previstos y sancionados en el artículo 196 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, de Tránsito, el indulto conmutativo que se concede no afectará el cumplimiento de las penas accesorias de multa, de cancelación y de suspensión de licencia para conducir vehículos motorizados, las que deberán ejecutarse siempre en los términos y plazos que fueron impuestos por la sentencia condenatoria respectiva.


Artículo 7°.- No procederán los indultos contemplados en la presente ley respecto de los condenados por los delitos consumados previstos en los artículos 141 incisos tercero, cuarto y quinto; 142; 361; 372 bis; 390 y 391 número 1° del Código Penal; en los Párrafos 5, 6, 7 y 8 del Título VII del Libro II, cuando las víctimas fueren menores de edad, y en los artículos 433, 436 y 440 del mismo Código, ni respecto de los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.


Tampoco procederán estos indultos respecto de los condenados por los delitos contemplados en la ley N° 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad.


Artículo 8°.- Corresponderá al Jefe de la Sección Control Penitenciario verificar la procedencia de los indultos que establece esta ley, previa constatación de los requisitos pertinentes en cada caso. Para tal efecto, cada interesado deberá firmar ante el Alcaide del establecimiento en que esté cumpliendo su condena o ante el Director Regional de Gendarmería de Chile, según se tratare de una pena privativa o restrictiva de libertad, la respectiva solicitud, la que irá acompañada del compromiso de no volver a cometer crimen o simple delito establecido en la presente ley.


La procedencia del indulto respectivo deberá ser comunicada por Gendarmería de Chile al Tribunal de Ejecución que corresponda dentro del plazo de cinco días.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 3 y 11 de mayo de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta) y señores Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto.


Valparaíso, 13 de mayo de 2011.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE DENOMINA RUDKA MOÑEN TAYU FOLIL, JUAN CAYUPI HUECHICURA AL MUSEO FOLCLÓRICO ARAUCANO JUAN ANTONIO RÍOS

(7023-24)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple“.



Cabe señalar que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión acordó considerar esta iniciativa de ley en general y en particular a la vez, determinación que propone, asimismo, seguir para su discusión en Sala, en atención a que se trata de un proyecto de artículo único.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistió, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Senador señor Gómez.



Asimismo, concurrió, especialmente invitado, el señor Subdirector Nacional de Museos, Alan Trampe Torrejón.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley en informe tiene por finalidad modificar la ley N° 16.750, que creó el Museo Folclórico Araucano, Juan Antonio Ríos Morales, en el sentido de enmendar su denominación por el de “Ruka Moñen Taya Folil, Juan Cayupi Huechicura”. 

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, lo siguiente:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República en sus artículos 1°, 19 numeral 10°, y 63 numeral 5) y

2.- La ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales.


3.- La ley N° 16.750, que creó el Museo Folclórico Araucano, Juan Antonio Ríos Morales.



Su artículo 1° declara de utilidad pública y autoriza la expropiación del inmueble, o parte de él, en que nació el Presidente de la República, don Juan Antonio Ríos Morales, ubicado en Cañete, en el que se instalará el Museo Folklórico Araucano que llevará su nombre.


La disposición agrega que la Sociedad Constructora de Establecimientos Educacionales construirá en el mismo predio una Escuela Hogar que llevará el nombre del Presidente Juan Antonio Ríos y precisa que la expropiación se hará por la Dirección General de Obras Públicas y con el procedimiento que establece su Ley Orgánica.





Su artículo 2° establece que la Dirección de Arquitectura del Ministerio de Obras Públicas tendrá a su cargo las obras de construcción de dicho Museo, en conformidad a los planes y presupuestos que confeccione el Ministerio de Educación, quien podrá asesorarse para tales efectos por una Comisión compuesta por el Director General de Bibliotecas, Archivos y Museos, por el Rector de la Universidad de Concepción, por el Alcalde de Cañete y por el Director Provincial de Educación de Arauco.

II. ANTECEDENTES DE HECHO


Mensaje Presidencial 


Su Excelencia el Presidente de la República, junto con hacer mención a la ley N° 16.750, que se ha reseñado anteriormente, precisa que desde el año 2002 la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, viene desarrollando un Plan Nacional de Mejoramiento Integral de los Museos, con activa participación ciudadana.


De esta manera, tal como lo sugiere el Convenio Nº 169 de la Organización Mundial del Trabajo, y como parte del plan antes mencionado, se convocó a diferentes comunidades indígenas de la comuna de Cañete para evaluar y proponer aspectos referidos al proyecto de mejoramiento y proyección del referido museo.


Agrega que dentro del marco de este proceso, y luego de realizar un Ngillatun en el ngillatuwe del museo, 25 comunidades mapuche que viven en la localidad de Arauco, actualmente provincia de Arauco, Región del Biobío, acordaron proponer que se modificara el nombre  del Museo Folklórico Araucano, Juan Antonio Ríos  Morales, por el “Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura”.


Precisa el Mensaje que el Ngillatun referido fue dirigido por la Machi Antonia del Carmen Calluan Millapi, de la localidad de Antiquina de la Comunidad de Cañete, en conjunto con los Lonko Luis Quilapi, de la localidad de Huape Pocuno, Juan Huenchunao del Lof y Nicolás Calbullanca de la localidad de Lleulleu, comuna de Cañete y el Lonko Prosperino Huenupil de la localidad de Tirúa Sur.


El nuevo nombre propuesto, a saber, “Ruka Moñen Tayu Folil” significa en lengua castellana “Casa de Vida de Nuestras Raíces”. Asimismo, se hace presente que Juan Cayupi Huechicura fue el último Lonko que vivió en la localidad donde hoy se encuentra el museo y cuyos descendientes aun habitan en la comuna de Cañete y en Elicura – Contulmo.


Asimismo, se destaca en los fundamentos de este proyecto de ley, la figura del Lonko es de vital importancia para las comunidades mapuches, siendo éste la autoridad principal. El Lonko es el jefe tradicional de la comunidad familiar por lo que el nuevo nombre propuesto resulta plenamente concordante con la misión de este centro cultural.


Finalmente, se concluye que el proyecto de ley que se presenta tiene por objeto adoptar la propuesta antes mencionada y así recoger e incorporar elementos propios de la cultura mapuche en este centro cultural mediante el cambio de su nombre por el “Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura”.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y PARTICULAR





Como se señalara precedentemente, la Comisión acordó, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutir este proyecto en general y particular a la vez.





Al inicio de la discusión de este proyecto, los Honorables Senadores señores Navarro y Gómez plantearon su inquietud respecto del procedimiento existente para el cambio de nombres de los Museos ubicados en el país, ya que, sin perjuicio de lo justificado que pueda resultar este caso, dada la realidad geográfica, cultural y temática del actual Museo de la ciudad de Cañete, debiera existir un sistema definido para la adopción de estas decisiones. El Honorable Senador señor Navarro, sin perjuicio de este planteamiento, adelantó su voto a favor del proyecto.





En ese orden de ideas, el Honorable Senador señor Gómez dio cuenta de su preocupación por el hecho de que para alcanzar un objetivo loable, se puede afectar el nombre de un ex Presidente de la República, como lo fue don  Juan Antonio Ríos.





En relación con estos planteamientos, el señor Subdirector Nacional de Museos, Alan Trampe, precisó que aunque la ley N° 16.750, publicada en el año 1968, disponía la expropiación del inmueble en el que había nacido el ex Presidente de la República don Juan Antonio Ríos, ello nunca se materializó. Así, para llevar a efecto el propósito de la ley, se debió expropiar un terreno, distante algunos kilómetros del referido inmueble, bien raíz en el cual se construyó, en el año 1975, un edificio en el que se estableció el referido museo y que el inmueble en donde nació el ex Presidente de la República , en concreto, no tiene ninguna declaratoria de museo.





En cuanto a los fundamentos que existen para disponer el cambio de nombre que propone esta iniciativa legal, señaló que en el año 2000, las comunidades indígenas lograron que la directora del Museo de Cañete fuera una mujer mapuche y que desde su establecimiento dicho inmueble ha sido conocido en el ámbito nacional como el Museo Mapuche de Cañete.





Continuando con su exposición, el señor Subdirector Nacional de Museos, tal como lo menciona el Mensaje, señaló que en el año 2009, en el marco del Convenio 169 de la OIT, se dio inicio al proceso que culminó en el mes de julio de 2010, a través del cual las comunidades mapuches propusieron el cambio de nombre que se plantea con este proyecto, proposición que respalda.





Finalizó su exposición señalando que el Museo, que depende de la Dirección de Archivos, Bibliotecas y Museos (DIBAM), ha sido completamente renovado con una inversión cercana a los mil millones de pesos.





A su turno, el Honorable Senador señor Walker expresó su acuerdo con la explicación anterior, que da cuenta de un proceso meditado. Agregó que ello implica que decisiones de esta naturaleza no debieran ser resorte de esta Comisión ni del Congreso Nacional. Sin perjuicio de lo anterior, adelantó su voto a favor de esta iniciativa.





En relación con la prevención planteada por el Honorable Senador señor Walker, el señor Subdirector de Museos, precisó que por tratarse de un museo, y su denominación, creado por ley, debe seguirse el mismo procedimiento para materializar la sustitución nominal que propusieron las comunidades indígenas de Cañete.





Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana, junto con adelantar su voto a favor de la iniciativa, recordó que la proposición gubernamental contenida en este proyecto de ley surge en el seno de las recomendaciones del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes de dicha organización, promulgado mediante el Decreto 236, y publicado 14 de octubre de 2008.





Finalmente, el Honorable Senador señor Cantero, sin efectuar un juicio de mérito respecto de este proyecto de ley, anunció su abstención, toda vez que, como lo ha señalado en otras oportunidades cuando le ha correspondido pronunciarse respecto de  iniciativas de esta índole, decisiones de esta naturaleza, que son asuntos netamente de índole regional o comunal, no debieran ser competencia del Congreso Nacional. En ese sentido, sugirió la necesidad de revisar la regulación que actualmente existe sobre el particular
.

- Puesto en votación en general y en particular  el proyecto de ley, fue aprobado, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Chadwick, Quintana, Navarro y Walker, don Ignacio, y la abstención del Honorable Senador señor Cantero.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:


“PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 16.750, que declara de utilidad pública y autoriza la expropiación del inmueble, o parte de él, en que nació el Presidente de la República, don Juan Antonio Ríos Morales, ubicado en Cañete, en el que se instalará el museo que indica, la expresión “Museo Folklórico Araucano que llevará su nombre” por “Museo Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura”.”.”.

- - -


Acordado en las sesión celebrada el día 11 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Quintana Leal (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Alejandro Navarro Brain e Ignacio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a  13 de mayo de 2011.

(Fdo.):Francisco Javier Vives D.,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE MONUMENTO EN MEMORIA DEL POETA GONZALO ROJAS PIZARRO

(7622-04)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Navarro, Pérez Varela, Quintana, Ruiz-Esquide y Sabag.


Cabe señalar que la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, acordó considerar esta iniciativa de ley en general y en particular, con el objeto de agilizar su tramitación, atendiendo que, como se consigna en su oportunidad, los acuerdos respecto a la misma se adoptaron por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus integrantes, el Subsecretario de Educación, señor Fernando Rojas; el Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Educación, señor Raúl Figueroa, y el Asesor de Gabinete, señor Pablo Eguiguren.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley en informe tiene por finalidad erigir un monumento en la comuna de Lebu, en memoria del poeta Gonzalo Rojas Pizarro, a fin de rendirle un póstumo reconocimiento.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República en sus artículos 1°, 19 numeral 10°, y artículo 63 numeral 5) y

2.- La ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

Moción parlamentaria. 


Como se señalara precedentemente, el proyecto de ley en informe se inició por Moción de los Honorables Senadores señores Navarro, Pérez Varela, Quintana, Ruiz-Esquide y Sabag.

La iniciativa de ley ingresó al Senado el día 4 de mayo de 2011, encomendándose su estudio a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

La Moción que da origen a este proyecto hace mención que el escritor nació en la ciudad de Lebu el día 20 de diciembre de 1917, y realizó sus estudios secundarios en el Instituto Nacional Barros Arana y universitarios, de Derecho y Pedagogía, en la Universidad de Chile.

Luego, destaca que fue autor de una serie de obras entre las que cabe mencionar “La Miseria del Hombre” (1948), “Contra la Muerte” (1964), “Oscuro” (1977), “Transtierro” (1979), “Del Relámpago” (1981), “El Alumbrado” (1987), “Antología Personal” (1988), “Schizotext and Other Poems” (1988) y “Materia de Testamento” (1988).

Asimismo, da cuenta que recibió diversos galardones como el Premio Nacional de Literatura de Chile y el Premio Reina Sofía de Poesía Iberoamericana en 1992, el Premio Octavio Paz de México y José Hernández de Argentina y el Premio Cervantes 2003. Así también, fue nombrado académico de honor de la Academia Chilena de la Lengua, miembro del Instituto de Literatura Latinoamericana de Pittsburg y Doctor Honoris Causa por la Universidad Nacional Andrés Bello de Chile. 

En el ámbito laboral destaca, entre otros hitos importantes, su colaboración en el periódico El Tarapacá de Iquique, donde también publicó algunos de sus poemas; la labor desarrollada en el Instituto Barros Arana y en las minas de Atacama, donde se dedicó a la alfabetización de los trabajadores, y las designaciones realizadas por el ex Presidente de la República, señor Salvador Allende, en el cargo de Consejero Cultural en China, entre los años 1970 y 1971, y de encargado de negocios en Cuba, durante los años 1972 y 1973.

Finalmente, la Moción recuerda que Gonzalo Rojas falleció el día 25 de abril del presente año, tras un accidente cerebro vascular sufrido dos meses antes, lo que le mantuvo con asistencia médica permanente en su casa de Chillán, y enfatiza que tras su fallecimiento el Gobierno decretó dos días de duelo nacional.

Concluyen sus autores señalando que este proyecto de ley, que autoriza a erigir un monumento en su natal Lebu, se suma a las muestras de admiración y estima, que han expresado, por diversos medios, diferentes sectores del país.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y PARTICULAR





Como se señalara al inicio de este informe, la Comisión acordó, por la unanimidad de sus integrantes, discutir este proyecto en general y particular a la vez.

El Honorable Senador señor Quintana ratificó la pertinencia y la importancia de reconocer, por la vía legislativa, a quien fuera uno de los grandes poetas chilenos, quien compartiría el sitial que se ha asignado a Gabriela Mistral y Pablo Neruda.

Agregó que la calidad literaria de su obra lo hizo acreedor de importantes galardones, no sólo en el ámbito nacional, sino que también internacional, lo que hace aún más merecida y justificada la distinción que el Parlamento pueda brindarle a través de esta iniciativa de ley.

El Honorable Senador señor Chadwick expresó su voluntad a favor de la aprobación de esta iniciativa, en virtud de lo merecido que resulta elogiar a quien fuera este gran poeta nacional, cuya obra ha sido reconocida en el mundo entero.

En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, junto con felicitar al Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Quintana, por la autoría de este proyecto, señaló que, también en su calidad de Presidente del Partido Demócrata Cristiano, manifestaba un sentir de todo su sector, al rendir honores a uno de los grandes poetas nacionales, y recordó que en Gonzalo Rojas se ve sintetizado de manera plena aquello de “Chile tierra de poetas”.

El Honorable Senador señor Navarro, por su parte, concordó con los planteamientos formulados por los señores Senadores que le precedieron en el uso de la palabra, y precisó lo oportuno que resulta rendir honores a quien se destacó por el gran valor literario de su obra.

Finalmente, el Honorable Senador señor Cantero manifestó su acuerdo en aprobar un proyecto de ley en honor de este gran poeta, por su probada calidad como escritor.

Además, hizo presente que su opinión favorable a este proyecto de ley residía en el carácter nacional que el conlleva, distinto de otras iniciativas que se han sido debatidas en el seno de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, toda vez que, como lo ha manifestado en otras oportunidades, tiene una opinión contraria a que la discusión de proyectos de ley que autorizan erigir monumentos de carácter comunal, provincial o regional sea realizado por el Congreso Nacional, ya que una decisión de esa naturaleza debería quedar entregada a los municipios y a las autoridades administrativas regionales.

- - -

Puesto en votación en general y en particular a la vez el proyecto de ley en informe, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Autorízase a erigir, en la ciudad de Lebu, un monumento en memoria del destacado poeta Gonzalo Rojas Pizarro.


Artículo 2°.- La obra se financiará mediante erogaciones populares, obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se establece en el artículo 4°


Artículo 3°.- Créase un fondo destinado a las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en el artículo precedente.


Artículo 4°.- Créase una comisión especial encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, integrada por los miembros ad-honorem que se indican a continuación:


- el Ministro de Cultura y las Artes, que la presidirá.


- un representante de la Ilustre Municipalidad de Lebu.


- los Senadores de la 13a Circunscripción.


- los Diputados del Distrito 46.


- el Decano de la Facultad de Arquitectura de la Universidad del Bíobío.


- el Secretario Regional Ministerial de Educación.


- el Intendente de la Región del Bíobío.


Asimismo, se podrán integrar, voluntariamente, y hasta un máximo de tres personas, los familiares de Gonzalo Rojas Pizarro.


El quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.


Artículo 5°.- La comisión especial que se crea tendrá las siguientes funciones:


a) Determinar la fecha y forma en que se efectuarán las colectas públicas contempladas en el artículo 2°, como también, realizar las gestiones pertinentes destinadas a que ellas se efectúen.


b) Determinar el sitio en que se emplazará el monumento, en coordinación con el Consejo de Monumentos Nacionales, y disponer y supervigilar su construcción en el plazo establecido en el artículo 6°, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley Nº 17.288, sobre Monumentos Nacionales.


c) Convocar, para el diseño y ejecución de las obra, a profesionales de reconocido prestigio.


d) Administrar el fondo creado por el artículo 3°, y 


e) Abrir una cuenta corriente bancaria especial para gestionar el referido fondo.


Artículo 6°.- Las obra deberá ejecutarse en el plazo de 10 años, contado desde la publicación de la presente ley. Vencido dicho plazo, sin que se hubiere ejecutado, los recursos obtenidos hasta esa fecha por concepto de erogaciones serán aplicados a los objetivos de beneficencia que la Comisión establezca.


Artículo 7°.- Si al concluir la construcción del monumento, resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin específico que la comisión especial determine.

- - -


Acordado en las sesión celebrada el día 11 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Quintana Leal (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Alejandro Navarro Brain e Ignacio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 13 de mayo de 2011.

(Fdo.):Francisco Javier Vives D.,

Secretario de la Comisión
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INFORME COMPLEMENTARIO DEL NUEVO PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GIRARDI, KUSCHEL Y RUIZ-ESQUIDE Y DEL ENTONCES SENADOR SEÑOR OMINAMI, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE RESPONSABILIDAD POR DAÑOS OCASIONADOS POR ANIMALES POTENCIALMENTE PELIGROSOS

(6499-11)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Salud tiene el honor de informar nuevamente acerca del proyecto de la suma, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín, Mariano Ruiz-Esquide Jara, Carlos Ignacio Kuschel Silva y el ex Senador señor Carlos Ominami Pascual, iniciativa a la que adhirió también el Honorable Senador señor Jorge Arancibia Reyes.


El primer informe sobre este proyecto fue emitido el 13 de mayo de 2009. La Sala del Senado, en sesión celebrada el 2 de junio del mismo año, dispuso que volviera a la Comisión, para un nuevo primer informe, facultándola para realizar también, en este primer trámite reglamentario, la discusión en particular y para estudiar la posibilidad de refundirlo con otras iniciativas en tramitación. Dicho informe se evacuó con fecha 1 de octubre de 2009 y la Sala, en sesión de 21 de diciembre de ese año, solicitó un informe complementario.


Por oficio N° A15/595, de 23 de febrero de 2010, el señor Ministro de Salud informó a esta Comisión que el Ejecutivo, a solicitud de las agrupaciones de defensores de los derechos de los animales, había constituido una mesa de trabajo técnica con participación de las mismas, el Colegio Médico Veterinario, la sociedad de Médicos Veterinarios especialistas en pequeños animales y las Facultades de Medicina Veterinaria de varias Universidades, con el fin de aportar elementos técnicos, propuestas y argumentos que permitieran al Congreso legislar sobre el asunto con la mayor cantidad de antecedentes. Informaba en ese documento el señor Ministro que el trabajo estaba en etapa de consolidación de un informe final de consensos y recomendaciones, que contendría también los argumentos y explicaciones relacionados con aspectos en que hubo discrepancias, y anunciaba el envío a la Comisión del documento final, con los antecedentes allegados por los participantes en la mesa de trabajo técnica.


Sin embargo, en la sesión del Senado de fecha 9 de marzo de 2010 se dio cuenta de un oficio de la señora Presidenta de la República en que solicitaba el archivo de este proyecto, a lo que la Sala accedió. El 7 de abril del mismo año, una vez constituida la Comisión de Salud del Senado para el período legislativo 2010 – 2014, su Presidente, el Honorable Senador señor Guido Girardi Lavín, solicitó el desarchivo del proyecto, con lo que la Comisión quedó en situación de retomar el estudio del asunto, para emitir el informe complementario encargado por el Senado en diciembre del año 2009.


A las sesiones en que estudiamos este asunto asistieron:


- Del Ministerio de Salud, la Subsecretaria de Salud Pública, señora Liliana Jadue Hunt y su Jefa de Gabinete, señora Carmen Mena Venegas; la Jefa de la División de Políticas Públicas, señora María Soledad Carvallo; el Abogado del Departamento Jurídico, señor Luis Eduardo Díaz Silva; el Asesor del Departamento de Alimentos y Nutrición, Doctor Tito Pizarro; el Asesor Legislativo, señor Francisco López Díaz, y la Jefa de Comunicaciones de la Secretaría Regional Ministerial de Salud de Valparaíso, señorita Carolina González González.  


- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Abogada señora María José Lezana; los asesores señor Pedro Pablo Rossi Guajardo y señora Catalina Salazar Roblin. 

- De la Asociación Chilena de Municipalidades, el Vicepresidente, señor Eduardo Cerda Lecaros; el Secretario Ejecutivo, Señor Jaime Pilowsky Greene, y los abogados señores Armando Aravena Alegría y Mulgraby Malik.

- La Alcaldesa de San Bernardo, señora Nora Cuevas Contreras. 

- De La Universidad Andrés Bello, Facultad de Ecología y Recursos Humanos, el Director, señor Gonzalo Medina Vogel. 

- Del Colegio Médico Veterinario de Chile A.G., el Vicepresidente, señor señor Fernando Alvarez Cáceres. 

- De La Asociación de Médicos Veterinarios Especialistas en Fauna Silvestre (AMEVEFAS), el Presidente, señor Gerardo Acosta Jamett. 

- De La Fundación Control Ético de la Fauna Urbana (CEFU), la Directora, señora Alejandra Cassino Marcel; el Director, señor Pablo Peñaloza Torres, y la Ingeniera en Administración Pública, señora Irene Ramos Garrido. 

- De La Sociedad Protectora de Animales Carlos Puelma, de Valparaíso, la Presidenta, señora Marina González Becker; la Tesorera, señora Stratia Grambrulis, y la Directora, señora Mireya Darricades Darricades. 

- De la ONG ProAnimal Chile, la Presidenta, señora Patricia Cocas González. 

- De la entidad “Registro Civil de Mascotas Chile”, el Director General, señor Carlos Labra González. 

- De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista señor Eduardo Goldstein Braunfeld. 

- El Asesor del Honorable Senador señor Francisco Chahuán Chahuán, señor Marcelo Sanhueza Mortara. 

- El Asesor del Honorable Senador señor Girardi, señor Lorenzo Soto Oyarzún. 

- - - - - - - -

CONSTANCIAS 


El proyecto fue declarado de simple urgencia por el Presidente de la República. El plazo respectivo vence el 3 de junio próximo.


Se hace presente que los artículos 19, inciso segundo; 22, inciso primero, y 24 del proyecto requieren el voto conforme de cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio para ser aprobados, porque otorgan nuevas competencias a los Jueces de Policía Local. 




En lo que respecta a la consulta a la Corte Suprema y a la incidencia presupuestaria de esta iniciativa, nos remitimos a lo consignado en el informe que complementamos. 

Sin perjuicio de ello, como a la fecha de emisión del presente informe se cuenta con la segunda opinión emitida por la mencionada Corte, conviene dejar constancia de que el Alto Tribunal consideró que este proyecto de ley es el más completo y amplio de los varios que se le han consultado, pues no se refiere sólo a animales potencialmente peligrosos, sino a mascotas o animales de compañía en general, entre los que se incluyen los peligrosos. Indicó que los artículos 19, 22 y 24, que otorgan competencia a los juzgados de policía local, no merecen objeciones.


Reparó la Corte en que el artículo 9°, a diferencia del precepto consultado inicialmente, no consagra una responsabilidad civil estricta u objetiva, sino subjetiva, observación que la Comisión ha recogido y salvado en el texto que se propone al final.


Advirtió también que, una vez restablecida la responsabilidad civil objetiva, sería necesario compatibilizar el texto con el artículo 2327 del Código Civil, que establece ese tipo de responsabilidad por daños causados por un “animal fiero, del que no se reporta utilidad para la guarda o servicio de un predio”, concepto que es diferente del de “animal peligroso”, definido en este proyecto como aquellos “tipos de mascotas o ejemplares específicos, particularmente de la especie canina” así calificados por la autoridad sanitaria.


Opinó en el sentido de que la responsabilidad impuesta a los municipios por el artículo 10 es una especie de responsabilidad por falta de servicio, como aquella que define el artículo 142 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2006, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley 
N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


La Corte Suprema anotó que es necesario evitar que disposiciones de este y otros proyectos de ley sobre la misma materia colisionen con preceptos del Código Penal. Citó concretamente el inciso segundo del artículo 491 y el N° 18 del artículo 494. La primera de estas normas castiga al dueño de animales feroces que, por descuido culpable de su parte, causan daño a las personas. La segunda sanciona la falta que comete el dueño de animales feroces que en lugar accesible al público los deja sueltos o en disposición de causar mal.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Tal como queda plasmado en el articulado del proyecto, sus finalidades son fomentar la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía; proteger la salud pública, aplicando medidas para el control de la población de mascotas o animales de compañía; proteger la salud animal, promoviendo su bienestar mediante la tenencia responsable, y regular la responsabilidad por los daños que sean consecuencia de la acción de dichas mascotas o animales de compaña.


La iniciativa de ley está conformada por 27 artículos permanentes.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO 


El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

1. Del Código Penal, artículo 291 bis, incorporado por la Ley N° 20.380, de Protección de los Animales; artículo 491, inciso segundo; número 18 del artículo 494; número 17 del artículo 496. 

2. Del Código Civil, artículo 608, que clasifica los animales en bravíos o salvajes, domésticos y domesticados y los define, y los artículos 2326 y 2327, sobre responsabilidad civil extracontractual del dueño de un animal.

3. Del Código Sanitario, artículos 31, 32, 77, letras e) y f) y artículo 89, letra b).

4. Decreto N° 89, del Ministerio de Salud, de 2003, Reglamento de Prevención de la Rabia en el Hombre y en los Animales. 

5. Decreto N° 158, del Ministerio de Salud, de 2004 y publicado en 2005, Reglamento de Enfermedades Transmisibles de Notificación Obligatoria.

6. Ley N° 20.025, que regula el uso de perros guía, de señal o de servicio, por parte de personas con discapacidad.

7. Ley N° 20.380, sobre protección de animales.

8. Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2006, los artículos 4°, letra b), 5°, 8°, 10, 12, 13, 137 a 139 y 142.

9. Ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria.

10. Ley N° 18.287, que establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.

11. Decreto N° 141, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1975, que aprueba la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna silvestres (CITES).

12. Ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura.

13. Ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero, deroga la ley N° 16.640 y otras disposiciones.

14.  Ley N° 4.601, sobre caza.

15.  Ley N° 19.162, que establece un sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos, frigoríficos y establecimientos de la industria de la carne.

16.  Decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, de 1963, sobre sanidad y protección animal.

17.  Lei de 15 de septiembre de 1823, que prohíbe las lidias de toros.

18.  Lei de 22 de diciembre de 1891, que es la primera en prohibir las riñas de gallos.

- - - - - - -


Se deja constancia de que en esta etapa reglamentaria se han incorporado a la iniciativa ideas y disposiciones propuestas en diversas mociones de que fue autor o a las que adhirió el Honorable Senador señor Francisco Chahuán Chahuán, mientras se desempeñó en la Cámara de Diputados.

- - - - - - -

DISCUSIÓN Y ACUERDOS ADOPTADOS EN ESTE INFORME COMPLEMENTARIO


Intervino en el debate la Subsecretaria de Salud Pública, señora Liliana Jadue, quien señaló que la población canina con dueño en Chile se eleva a los 2.841.146 animales, de los cuales 1.142.037 se encuentran en el Gran Santiago. No hay cifras sobre perros sin dueño.


A menor nivel socio económico se da un mayor número de perros por vivienda y mayor hacinamiento, menor atención veterinaria y menor control reproductivo. Estos datos dan cuenta de una seria deficiencia en las condiciones de tenencia y cualquiera puede comprobar el alto número de perros en las vías y espacios públicos. Una de las primeras causas esgrimidas por la gente para evitar hacer actividad física y deportes en las calles es el temor a ser mordido.

Hay diversos factores que explican la existencia de perros en la vía pública. El socio cultural, que son conductas y actitudes de la comunidad, tales como abandonar a los animales que no se pueden mantener, y la insuficiencia de recursos económicos, de reglamentación y de fiscalización.


Los problemas sanitarios asociados al fenómeno son las zoonosis, contaminación por heces y orina, dispersión de basuras, proliferación de otras plagas (garrapatas, insectos, roedores), focos de insalubridad, impacto en la salud animal y entre 30.000 a 40.000 mordeduras denunciadas por año.


Problemas extra sanitarios son la sensación de inseguridad en la población, la imagen de atraso social, accidentes de tránsito, destrucción de bienes públicos y privados, problemas entre vecinos por ruidos molestos, impacto económico (ataques al ganado que merman la producción pecuaria), impacto en la fauna silvestre y el maltrato animal.

En la Encuesta de Calidad de Vida y Salud de 2006 el 50,4% de los encuestados indica la presencia de perros vagos como el mayor problema. Los quintiles más bajos de la población son afectados con mayor fuerza.


Las zoonosis, que son enfermedades infecciosas transmisibles, en condiciones naturales, entre los animales vertebrados y el hombre, en forma directa o a través de reservorios, vectores o alimentos, son causa importante de morbilidad
 y mortalidad. La manera de romper el círculo vicioso de los perros sin dueño es cortar los ciclos de transmisión. 


El Estado gasta del orden de $ 2.000.000.000 anuales en vacunas y otras prestaciones para atender a personas mordidas. En 2009 fueron agredidos 34.989 individuos y la tendencia es creciente. Hay además una cifra negra, de agresiones no denunciadas.


La autoridad sanitaria cuenta con algunas atribuciones para enfrentar el problema, otorgadas por el Código Sanitario, el Reglamento de Prevención de la Rabia en el Hombre y en los Animales, decreto N° 89, del Ministerio de Salud, de 2002 y publicado en 2003, el Reglamento de Enfermedades Transmisibles de Notificación Obligatoria, decreto N° 158, del Ministerio de Salud, de 2004 y publicado en 2005, y Normas Técnicas, Circulares e Instrucciones sobre vigilancia de enfermedades transmisibles, control ambiental de la rabia, observación de animales mordedores y control de reservorios y vectores en situaciones de catástrofe.

El artículo 7° del Reglamento de Prevención de la Rabia en el Hombre y en los Animales permite eliminar perros que se encuentren en la vía pública, exclusivamente si hay casos confirmados de rabia o cuando existen condiciones para la presentación de esta zoonosis. Los artículos 10 y 11 del mismo reglamento facultan para retirar animales de los que se sospeche que sufren la enfermedad.


La Organización Panamericana de la Salud (OPS) y la Organización Mundial de la Salud (OMS) recomiendan, para un tratamiento integral del problema de los perros vagos, establecer el registro canino y felino obligatorio, centros de rescate animal, sistemas de recolección de animales abandonados o callejeros y gestión de un sistema de tenencia responsable de mascotas dentro de un ámbito territorial local definido, que en Chile pueden ser las municipalidades.


Dando respuesta a una consulta del Honorable Senador señor Chahuán, en el sentido de cuál debe ser la autoridad que se haga cargo de este problema, si la sanitaria o la municipal, la señora Subsecretaria manifestó que si las autoridades locales no lo hacen, el Ministerio de Salud está dispuesto a asumir la tarea, pues lo que se genera es un problema de salud pública y es el sistema de salud el que soporta las consecuencias.


En conclusión, las poblaciones caninas callejeras son percibidas por la comunidad como un problema que afecta su calidad de vida. Las molestias asociadas a la población canina constituyen un problema socio cultural con impacto en la salud pública. Las facultades sectoriales permiten enfrentar exclusivamente problemas sanitarios específicos. Se requiere un marco legal que defina responsabilidades públicas y privadas para atacar el flagelo de manera integral y sostenible y el compromiso político de las autoridades en orden a proveer un marco normativo y financiamiento suficientes. Por último, se debe integrar activamente a la comunidad en la solución de los inconvenientes relacionados con la sobrepoblación canina.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicitó aclarar quién, a juicio del Ejecutivo, debe llevar el control del tratamiento del problema de los perros vagos y cuál sería la forma y magnitud del financiamiento necesario. Coincidió en que cualquier estrategia, para ser exitosa, debe involucrar a la población y afirmó que el enfoque correcto supone afrontar el tema como un asunto de salud pública. Sostuvo que la eutanasia o sacrificio debe ser un mecanismo más incorporado a la estrategia de solución como última medida para controlar la sobrepoblación animal y recabó el punto de vista del Ministerio sobre este particular.

Finalmente, lamentó que cuando se trata de dar una respuesta al problema de los perros vagos se levante un clamor en defensa de los animales, principalmente por personas y organismos que no ofrecen soluciones alternativas, y cuando una jauría da muerte a dos mujeres esas mismas personas e instituciones guarden silencio.

La señora Subsecretaria de Salud Pública explicó que el reparto de atribuciones entre los Secretarios Regionales Ministeriales de Salud y las municipalidades no resulta efectivo, pues las facultades para ejecutar, fiscalizar y sancionar debieran reunirse en una sola autoridad. Reiteró la disposición del Ministerio para asumir esas tareas. En cuanto al financiamiento, expresó que la dimensión de los recursos dependerá de la estrategia que se escoja. 

Calificó la eutanasia como una medida sanitaria importante para efectuar un control rápido de la sobrepoblación de perros abandonados, pero la decisión deberá ser adoptada luego que se recoja la opinión de todos los actores relacionados con el tema. Asumir una posición sin cumplir la etapa previa de escuchar a la comunidad no es adecuado, enfatizó.

El Honorable Senador señor Chahuán dejó constancia de que los Ministros del Interior y de Salud han declarado que la voluntad del Gobierno es no incorporar la eutanasia bajo ninguna circunstancia.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide advirtió que sólo corresponde asignar validez a los acuerdos y opiniones de los colegisladores que se vierten en el curso del debate legislativo. En esta oportunidad, dijo, la señora Subsecretaria de Salud Pública ha manifestado con claridad un parecer en representación del Ejecutivo y no se puede pensar que el Gobierno tenga dos voces.

La señora Subsecretaria aclaró que la eutanasia es una de las herramientas disponibles, pero que el Ministerio no está hoy en posición de comprometerse a incluirla en su estrategia.

El Vicepresidente del Colegio Médico Veterinario de Chile A.G., señor Fernando Álvarez Cáceres, manifestó el ferviente deseo del Colegio de que el país cuente con una ley de tenencia responsable.

El problema que ocupa a la Comisión, señaló, no es sólo un asunto de salud pública, sino también un problema de salud animal. A título de ejemplo, informó que en la Región Metropolitana se producen diariamente 77 toneladas de fecas contaminadas y que existen unos 200.000 perros en la calle, muchos de los cuales tienen dueño. En el país se estima que hay 540.000 perros vagos y que el problema afecta a todas las comunas. El riesgo de que animales sanos, tenidos responsablemente, se contagien enfermedades es cierto y elevado. 

Consideró que el proyecto en tramitación será eficaz en la medida en que propicie un cambio en la conducta de las personas, para que asuman la tenencia responsable.

Admitió que las municipalidades han desplegado esfuerzos, principalmente mediante la esterilización y la educación, que han sido completamente infructuosos en cuanto a controlar la población canina. En Valparaíso se invirtieron US$ 2.000.000 en una campaña, se construyó un canil que costó $ 560.000.000 y los nulos resultados están a la vista.

Agregó que el Colegio Médico Veterinario es partidario de emplear todas las medidas que recomiendan y aprueban las organizaciones internacionales en esta materia, sin excluir la eutanasia, teniendo presente que ésta por si sola no resuelve el problema, como tampoco lo hace la esterilización, si no va acompañada de otras medidas complementarias indispensables, que apuntan a provocar el cambio cultural.

En apoyo de lo aseverado explicó que la tasa de reproducción de la masa canina callejera es muy alta, lo que hace inocuas las campañas basadas exclusivamente en la esterilización.

Una comuna soporta una determinada carga animal, que depende de los factores alimentación y albergue, antecedente que es crucial para diseñar una estrategia de control que genere resultados. Para enfrentar seriamente esta cuestión, añadió, hay que definir medios, metas y plazos precisos en lo que concierne a la reducción de la población canina. En esta perspectiva, aclaró, la eutanasia sólo es admisible y procedente cuando la utilización de todos los demás medios no ha sido capaz de alcanzar los objetivos fijados. Precisó que los países que no la aplican hoy sí la emplearon al comienzo de sus campañas, cuando fue necesario.

Llamó la atención sobre el hecho de que la responsabilidad en la tenencia no incumbe únicamente a las personas naturales, pues hay numerosas instituciones, empresas, etc., que utilizan perros guardianes.

Señaló que, cualquiera sea la autoridad que asuma la tarea del control del problema, sin la participación y apoyo de la comunidad organizada, a nivel comunal, aun cuando la ley y la estrategia adoptadas sean buenas y los recursos suficientes, los ejecutores no podrán siquiera ingresar a las poblaciones. Las personas deben entender que se trata de su salud, la de su familia y la de sus mascotas. Esta realidad induce a una reflexión respecto de si será más eficaz un plan nacional o planes locales, en cada comuna.

Se echa de menos en el proyecto, señaló el señor Vicepresidente, tomar en cuenta el problema de los desechos industriales y domésticos, de los que se alimentan muchos perros callejeros.

Finalmente, manifestó que todo el esfuerzo debe ir asociado a una educación en tenencia responsable desde la infancia, única manera de obtener cambios de conducta.

La Presidenta de la ONG ProAnimal Chile, señora Patricia Cocas González, informó que la entidad que representa es miembro de la Sociedad Mundial para la Protección Animal (WSPA). Desmintió que esta organización internacional avale el uso de la eliminación de individuos como instrumento de control de la población canina, por el contrario, la califica de ineficaz y reprochable, desde los puntos de vista ético, económico y técnico.

En países en vías de desarrollo la eliminación es una herramienta que no da resultado, porque existen nichos ecológicos que permiten la reproducción de animales en la calle y porque continuamente nuevos individuos se están incorporando a la masa y reemplazando a los que se elimina.

La recomendación es atacar el origen del problema y no sus consecuencias, lo que es más efectivo desde todo punto de vista, aseveró. La estabilización de la población por la vía del control de la reproducción es requisito previo e insalvable para recurrir a otras medidas, como los caniles o refugios temporales.

En definitiva, concluyó la señora Cocas, la esterilización y la educación en tenencia responsable son las únicas medidas aceptables y útiles.

El Vicepresidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Eduardo Cerda, quien es también Alcalde de la Municipalidad de Cabildo, precisó que cuando la sobrepoblación canina trasciende, afectando la salud de las personas, se transforma en un asunto de salud pública y, por tanto, la solución compete al Ministerio de Salud y debe ser financiada con recursos del referido Ministerio. Ello no obsta a la coordinación por medio de convenios u otros mecanismos con los municipios, pero se los debe dotar de recursos, personal e infraestructura adecuada. 

La eutanasia, tema que calificó como bastante delicado, es también resorte del Ministerio de Salud, que cuenta con un área de salud del ambiente. 

El señor Armando Aravena, abogado de la Asociación, agregó que se debe considerar entre las definiciones contenidas en el proyecto otras, como la de eutanasia o sacrificio de animales.

Hace falta una política pública relativa a la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía. En este sentido, el proyecto atiende una situación urgente, saca al animal de la calle y lo entrega al municipio, pero implementa la educación de los propietarios que abandonan a esos animales. Estimó que tampoco es debidamente considerada la esterilización como medida de control poblacional, que es más efectiva que la eutanasia.

Los municipios, aseveró el señor Aravena, colaborarán con la implementación de esta normativa, en la medida que dispongan de los recursos necesarios. Una política pública impulsada por el Ministerio de Salud debe ser debidamente respaldada con recursos para los registros y locales que deben llevar las Municipalidades.

Asimismo, si se aprobare la eutanasia, es necesario resolver lo concerniente a la disposición de cadáveres y desechos biológicos, que no son basura y, por ende, requerirán la contratación de un servicio adicional.

La Asociación valora la iniciativa, pero si no está debidamente financiada será letra muerta, como ha ocurrido con la ley de protección animal. En nuestro país existen municipios pequeños, con presupuestos exiguos, que en caso alguno podrían hacerse cargo de los centros de mantención temporal o cumplir las condiciones para practicar la eutanasia, a menos que se aborde la solución a este problema como una política pública. La ley orgánica constitucional respectiva establece en forma expresa que cualquier nueva función o tarea que asuman los Municipios debe venir con el debido financiamiento.

El señor Aravena apoyó su presentación en un power point que se acompaña como Anexo al presente informe. 

El Director de la Facultad de Ecología y Recursos Humanos de la Universidad Andrés Bello, señor Gonzalo Medina, informó que también inviste la representación de la Asociación de Médicos Veterinarios y Fauna Silvestre, AMEVEFAS.

Estimó que el proyecto de ley se concentra mucho en lo que ocurre en ambientes urbanos, por lo que debe ampliar el enfoque para incluir zonas rurales, áreas silvestres, parques nacionales y otros. Sostuvo que la eutanasia no es la solución al problema de la sobrepoblación de perros vagos.

El señor Gerardo Acosta, representante de AMEVEFAS, hizo una presentación que contiene el parecer de esta Asociación sobre el proyecto. Manifestó que procuran dar a conocer un punto de vista distinto, de mostrar realidades que no se han discutido en esta ley, pues el debate ha discurrido en torno a lo que ocurre en las ciudades. 

Afirmó que diversos estudios han constatado que en áreas silvestres protegidas abundan perros que afectan la biodiversidad local. Muchas especies de fauna, como el huemul, son constantemente atacadas por los perros asilvestrados y abandonados, causándoles en muchas ocasiones la muerte. La mayor causa de mortalidad de especies vulnerables es el ataque de perros.

El señor Medina complementó lo señalado, indicando las diversas formas en que los perros se vinculan con especies silvestres:

- Entrecruzas, generando híbridos que no se reproducen; la especie silvestre puede verse forzada a retirarse de su hábitat, sufrir una disminución poblacional o extinguirse.
- Depredación por interferencia o competencia por el alimento.

- Depredación directa, como es el caso de los zorros.

Informó que desde el año 1600, a nivel mundial, el 64% de las causas que explican la extinción de especies, sobre todo en las islas del Pacífico, es la depredación provocada por el gato doméstico, y el 52% de impactos graves en especies silvestres, sobre todo en África, Oceanía y Asia, se debió al perro doméstico. Las islas son especialmente vulnerables y las del sur de nuestro país, en lugares no habitados por personas, donde existen especies endémicas, se han encontrado perros y gatos que depredan esas especies silvestres.

Los agentes infecciosos introducidos por el perro doméstico se han esparcido rápidamente afectando las especies silvestres, como ocurrió con una epidemia de distemper que fue transmitida a los zorros.

Los estudios realizados indican que la esterilización como herramienta única no sirve. Es necesario promover una educación fuerte, trabajando a nivel transversal. Tratándose de las áreas silvestres, es indispensable el control del impacto de los perros en la fauna, con medidas como la esterilización masiva, manejo veterinario, impidiendo el ingreso de perros en áreas silvestres protegidas y erradicando los abandonados. Aseveró que la castración por sí sola resulta insuficiente, pues los perros infértiles siguen afectando a la fauna y transmitiendo enfermedades. En consecuencia, no se puede descartar como medida el sacrificio de estos animales, si se quiere lograr el control poblacional.

Promover control en ciudades y pueblos ayudará al control en zonas rurales.

Finalmente dejó a disposición de la Comisión documentos con estudios científicos sobre el tema.

La Directora de la Fundación Control Ético de la Fauna Urbana (CEFU), señora Alejandra Cassino entregó diversos documentos que contienen estudios en relación con la materia del proyecto, los que se anexan a este informe.

Señaló que durante los últimos 250 años los animales fieros o feroces y los vagos han sido un asunto difícil de solucionar. Hay que buscar el eje del problema, porque medidas efectistas no van a resolverlo y más bien lo agudizarán. La lógica propuesta es siempre la misma: retiro, acopio y eliminación.

Las muertes ocasionadas por perros que han conmovido al país sin duda impulsan a adoptar medidas drásticas. No obstante, es altamente dudoso que la puesta en vigencia de una ley como la que se propone pueda evitar que ocurran esos hechos. El origen de los ataques, en general, radica en el desconocimiento de la conducta animal, son sus dueños los responsables.

El proyecto en estudio tiene aspectos dignos de aplauso, como el artículo 26, que si bien implica un giro importante no contiene disposiciones que signifiquen un cambio sustancial en tenencia responsable y sigue la lógica ya descrita, imperante hace un par de siglos. No existen informes de eficacia sobre normas jurídicas vigentes referentes a las materias contenidas en el proyecto. Hizo presente que disponer el encierro sin considerar las condiciones del mismo para no incurrir en maltrato o crueldad, la eutanasia como “ultima ratio” y otras normas legales contravienen la ley Nº 20.380 de Protección Animal.
Manifestó especial preocupación por el tenor del artículo 24 de la iniciativa en estudio, que otorga competencia a los Jueces de Policía Local, entre otras cosas, para ordenar la eutanasia. Recordó que durante la tramitación de la ley N° 20.380 se discutió una norma del mismo tenor, respecto de la cual la Corte Suprema en su informe señaló lo siguiente: “Estas disposiciones podrían contemplar infracciones cuya naturaleza sería tanto administrativa como penal, y dentro de este último ámbito, faltas, delitos y crímenes; asimismo, varía el juez o autoridad administrativa competente. Por esta razón, sería conveniente cambiar la expresión “de policía local” por la voz “competente”, cuyo alcance genérico la hace propicia para lograr el buen cumplimiento de la ley en proyecto”. El artículo fue en definitiva eliminado del texto.

La propuesta de CEFU cuenta con varios ejes de acción y surge a partir de experiencias extranjeras y locales: legislación, comercialización, perros potencialmente peligrosos, tenencia responsable y control canino. Se encuentra contenida en el power point que se adjuntó como Anexo al presente informe.

En cuanto a la tenencia responsable y al control canino, recalcó que su éxito, desarrollo e implementación requieren tanto de la decisión gubernamental para crear una política pública preventiva, con asignación permanente de recursos, como de la capacidad de los municipios para ser ejecutores de la misma; supone también la inclusión como socios estratégicos de las organizaciones civiles de protección animal y de las universidades. Una política pública que debe ser preventiva, inclusiva y que debe contar con recursos permanentes.

Destacó también la necesidad de educar para el no abandono, la adopción y la esterilización. Estimó que la eliminación, el sacrificio y los caniles son contraproducentes en cualquier programa de prevención. La esterilización debe ser el eje de intervención; aun cuando no es la solución única al problema y debe ir acompañada por una legislación y una educación adecuadas, en caso contrario, es una pérdida de recursos. 

La Presidenta de la Sociedad Protectora de Animales Carlos Puelma, de Valparaíso, señora Marina González, dio a conocer una propuesta sobre tenencia responsable de mascotas consideradas peligrosas y respecto del trato de canes abandonados.

En relación con las mascotas peligrosas o potencialmente peligrosas, condición que se exacerba cuando son entrenadas para la agresión, ocurre habitualmente que los perros entrenados para peleas clandestinas luego son abandonados, causando problemas. Propuso prohibir su ingreso al país, crianza, comercialización y tenencia, como ocurre en otros países, como España. Respecto de los animales ya existentes, corresponde hacer un catastro a cargo de las Municipalidades, a fin de tener un registro del animal y de su tenedor; este último debe quedar sometido a un reglamento que fije las normas de seguridad que se debe adoptar.

Es imperativo impedir las peleas ilegales de canes, que se traducen en un atroz maltrato animal, así como el entrenamiento que potencia la naturaleza agresiva de los animales. 

Puso de relieve que la mayor parte de los ataques a personas han sido causados por animales que tienen dueño, lo que en ocasiones han agredido a su propio dueño.

En referencia a los animales abandonados por distintas razones, como vejez, cambio de residencia, moda, etc. Propuso medidas que se estiman fundamentales para terminar con el problema de los perros abandonados:

- Esterilización masiva sostenida en el tiempo de perritas y castración de perros; para ello se requieren recursos. La matanza de animales que se practica en Chile no es eficaz e importa recursos.

- Campañas de educación de la población en materia de tenencia responsable de mascotas, con participación de especialistas en psicología social.

- Recogida selectiva de animales en estado crítico, esto es, agresivos, perras preñadas, animales muy enfermos, etc., llevándolos a caniles municipales. Los caniles no son la solución definitiva sino una medida temporal y sólo para casos muy específicos. Hay que realizar campañas pro adopción.

- Prohibir la crianza y venta indiscriminada de cachorros; sólo estará permitida a instituciones autorizadas, que pueden realizar una esterilización temprana, a partir de los tres meses de vida.

- Sancionar fuertemente la crueldad contra los animales; una de las formas que ésta adopta es el abandono.

 El Director del Registro Civil de Mascotas Chile, señor Carlos Labra, informó que hace aproximadamente 12 años creó un software denominado CLIVENT, que actualmente funciona en la mayoría de las clínicas veterinarias de Chile. Este software ha permitido recolectar información que puede ser útil. 

Existen distintas formas de identificar a una mascota: el collar, un equipo de radiofrecuencia, el tatuaje y otros, pero la experiencia ha demostrado que no cumplen su objetivo. 

El Registro Civil de Mascotas estima que el mejor sistema de identificación hoy es el microchip. Es inviolable y asocia a la mascota un número único que sirve en el mundo entero. Ese microchip cumple con normas ISO, lo que permite la migración de la mascota sin problemas.

Una mascota con identidad es como una persona con RUT. Debidamente identificada, la mascota tiene nombre, dueño, clínica que lo atiende, e informa si el dueño dio aviso de extravío, sustracción u otro. Se puede hacer seguimiento de la información. Una mascota sin identificación equivale a sufrimiento y sacrificio para el animal, costo para la sociedad, plagas sin control, aumento del temor público, sobrepoblación de mascotas.

La mayoría de los municipios ha implantado el microchip, ha realizado campañas de esterilización, ha instalado caniles, ha fomentado el proceso de adopción, pero finalmente algo pasa en la última etapa pues la mascota vuelve a la calle. Las municipalidades no tienen conexión con los entes que generan la información, las clínicas veterinarias, por lo que el microchip pierde sentido. El Registro Civil de Mascotas hace un seguimiento de la mascota, desde que nace hasta el día de su muerte, a través del microchip. Está conectado todo el día y a toda hora con las clínicas veterinarias.

Ha habido resultados concretos, como la recuperación del 53% de las mascotas extraviadas que portaban el microchip. 

El Honorable Senador señor Rossi destacó la importancia de generar un cambio cultural respecto de la tenencia responsable de mascotas. Declaró no estar de acuerdo con la eliminación de animales, que es diferente de la eutanasia. La educación debe empezar con los niños, enseñarles los cuidados que requiere una mascota y fomentar la tenencia responsable.

El gran tema son los perros abandonados que están en buenas condiciones. La idea es fomentar la adopción, pero hay que resolver qué hacer con el resto de los que están hoy día en la calle; podrán pasar un tiempo en el centro de rescate, pero es una medida temporal. En definitiva, hay que determinar quien asume la responsabilidad.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que este proyecto ha sido innecesariamente conflictivo. Agregó estar satisfecho con lo que se ha logrado, pues sus normas tendrán un impacto positivo en la solución del problema. Consideró que se ha manifestado una excesiva sensibilidad respecto del sacrificio de perros, pero hay que entender que se trata de un tema de salud pública y que en caso alguno se propone una matanza masiva de perros.

- - - - - - - -


Se agregaron al expediente de este proyecto numerosos documentos entregados por los invitados a las sesiones de la Comisión, para que en definitiva queden en el Archivo, a disposición de quien desee consultarlos.

- - - - - - - -

EL ARTICULADO

La Comisión se abocó a la revisión del articulado del proyecto incluido en su Nuevo Primer Informe. Expondremos el debate y los acuerdos referidos a aquellos que fueron objeto de modificaciones o ameritaron dejar una constancia y al nuevo precepto añadido en esta oportunidad.


En primer lugar, la Comisión sustituyó por la conjunción “o” la disyuntiva “y”, que figura entre las palabras “mascotas” y “animales de compañía”, tanto en el título del proyecto cuanto en los preceptos del mismo que utilizan una frase similar, porque son expresiones sinónimas. 

En efecto, según el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia, animal es todo ser orgánico que vive, siente y se mueve por propio impulso, y mascota es un animal de compañía. Se encuentran en relación de género a especie y su uso conjunto se justifica porque la iniciativa de ley en informe, que instaurará una norma de carácter especial, no se aplica a cualquier animal, sino únicamente a los que los dos primeros artículos indican.

- El acuerdo se adoptó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

TÍTULO I

Objeto y Definiciones.

Artículo 2°

Este artículo define varias expresiones para efectos de esta ley. Los números 3) y 5) fueron materia de modificaciones en esta oportunidad.

No está demás reiterar que el proyecto de ley en informe se aplica a animales domésticos que las personas mantienen para fines de recreación, compañía o seguridad y a los del mismo tipo que vagan sin estar al cuidado de alguien responsable de ellos. Se excluyen aquellos animales cuya tenencia se encuentre regulada por leyes especiales y los que no tienen el carácter de domésticos. Todo esto en conformidad a la definición contenida en el número 1) del artículo 2°.

Número 3)

Este numeral estipula que es animal peligroso todo el que ha sido calificado como tal por la autoridad sanitaria, de acuerdo a la información científica disponible, la opinión de expertos y los parámetros mencionados en el artículo 6°.

La Corte Suprema advirtió la necesidad de armonizar los preceptos del proyecto con disposiciones del Código Civil y del Código Penal que aluden a “animales feroces” o “animal fiero”. Citó al caso el artículo 2327 del Código Civil, que impone una responsabilidad civil objetiva a quien tenga un animal fiero, del que no se reporta utilidad para la guarda o servicio de un predio, y que cause daños. En el ámbito penal, aludió al inciso segundo del artículo 491 del Código del ramo, que castiga como autor de cuasi delito al dueño de animales feroces que, por descuido culpable de su parte, causaren daño a las personas, y se refirió también al número 18) del artículo 494, que sanciona la falta que comete el dueño de animales feroces que en lugar accesible al público los dejare sueltos o en disposición de causar mal. 

Haciéndose cargo de lo observado por la Corte, cabe dejar asentado que los animales a que se refiere el presente proyecto no son ninguno de los anteriores. En efecto, este numeral del artículo 2° define que por “animal peligroso” se entenderá las mascotas o animales de compañía calificados como tales por la autoridad sanitaria. Y la definición previa de mascotas alude a animales domésticos mantenidos para recreación, compañía o seguridad. En cambio, animal feroz, de acuerdo con el Diccionario de la Lengua Española, es lo mismo que animal fiero, y fiero es lo que se refiere a las fieras, que en segunda acepción son los brutos indómitos, o sea, los no domesticados.

La Comisión, por su parte, tomó también en consideración el número 17) del artículo 496 del Código Penal, que sanciona al dueño de animales dañinos que los dejare sueltos o en disposición de causar mal en las poblaciones. En este caso, la norma se refiere a una categoría diferente de animales, que no coincide con la clasificación que ha hecho el artículo 608 del Código Civil, por lo que cabe concluir que comprende tanto los feroces como los que no son tales. No existe contradicción entre el proyecto y esta norma punitiva; además, el artículo 27 del texto que se propone en este informe sanciona también con multa, eso es, con pena de falta, al responsable de un animal peligroso que no cumpla con las prohibiciones y obligaciones que la autoridad sanitaria fije para la tenencia del mismo.

En el orden civil, el artículo 2326 del Código respectivo hace responsable al dueño de un animal, y a cualquier persona que se sirva del mismo, por los daños que dicho animal cause, aun después que se haya soltado o extraviado. Esta es una responsabilidad subjetiva impuesta por el legislador, esto es, requiere que se acredite culpa o dolo del responsable. El artículo 2326 es una norma general, respecto de la cual las disposiciones del proyecto en informe son reglas especiales; por tanto, primarán sobre aquella, tratándose de mascotas o animales de compañía. En cambio, al perjuicio provocado por una res que se atraviesa en un camino se aplicará la norma del Código Civil.

- El numeral 3) del artículo 2° fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi.

Número 5)

Se refiere a los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía e indica que las finalidades que pueden tener tales lugares, para efectos de la aplicación de esta ley, son el tratamiento, hospedaje, adiestramiento, comercialización, exhibición y custodia de tales animales.

Se sustituyó por una “o” la conjunción “y” escrita entre los términos “exhibición” y “custodia”, para evitar una interpretación que sostenga que se requiere la concurrencia copulativa de más de una de las actividades enunciadas en la norma.

- El acuerdo se adoptó con igual votación que el anterior.

Artículo 4°

Dispone que el Ministerio de Salud reglamentará la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía. El reglamento deberá establecer un sistema de control de la fertilidad de los animales cuando estos proliferen de forma descontrolada, a fin de evitar consecuencias dañinas para la salud y seguridad de las personas, la salud animal y el medio ambiente.


El Honorable Senador señor Girardi planteó que la esterilización debe ser una medida de aplicación general, de cargo de los municipios, y no exclusivamente cuando los animales proliferan de manera descontrolada. Además, sostuvo, las actividades de reproducción y crianza deben quedar reservadas a las entidades y personas que cumplan los requisitos que se fije para ello. 

A tal efecto, la Comisión añadió, a continuación del vocablo “animales de compañía”, la frase “a que se refiere el artículo 2°”, pues dicho precepto contiene las definiciones de mascotas o animales de compañía, animal abandonado y animal peligroso. 

- Se aprobó con la enmienda indicada y otras meramente formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi.

Artículo 6°

Permite a la autoridad sanitaria calificar como peligrosos determinados tipos de mascotas o ejemplares específicos, particularmente de la especie canina, que por su tipología racial o por episodios anteriores de agresiones o por su carácter agresivo tengan capacidad de causar la muerte o lesiones a las personas o a otros animales y daños a las cosas. Respecto de ellos, la mencionada autoridad deberá fijar prohibiciones de tenencia, obligación de adoptar medidas especiales de seguridad y protección, tales como circular con bozal o arnés, restricciones de circulación en lugares de libre acceso público o esterilización obligatoria. 

Por acuerdo de la Comisión quedó excluida la alusión a razas o tipos de razas, tamaño y potencia mandibular, como elementos a tomar en cuenta para calificar como peligrosa una mascota o animal de compañía.

El Honorable Senador señor Chahuán propuso incorporar entre las medidas de seguridad y protección la obligación del responsable de uno de estos animales de mantenerlo en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a las características fisiológicas y etológicas del animal, para evitar que el encierro aumente su estrés y, eventualmente, potencie su agresividad. Además, señaló que el responsable de un animal peligroso debe contar necesariamente con un seguro de responsabilidad civil por lesiones y daños.

El Honorable Senador señor Girardi, por su parte, sugirió añadir entre las prohibiciones que los animales calificados como peligrosos no puedan circular en lugares de libre acceso público, a cargo de personas menores de 18 años de edad. La Comisión estimó que este es un punto que el Ejecutivo o las municipalidades podrán normar en los reglamentos u ordenanzas que pongan en ejecución la ley.

Frente a la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Rossi, quien consultó sobre la suerte o destino de los animales que la autoridad prohíba tener, se dejó constancia de que deben ser entregados a los caniles municipales.

- El artículo se aprobó, con las modificaciones indicadas y otras correcciones de forma menores, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

TÍTULO III

De la responsabilidad en la tenencia de mascotas o animales de compañía

Artículo 7°

Especifica que es responsable de una mascota toda persona que tenga el dominio, la posesión o bajo su cuidado animales de los que trata esta ley. A él corresponderá asegurarles la alimentación, el albergue, el manejo sanitario, la adecuada identificación y el cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias. Estará obligado a mantenerlos en su domicilio o en el lugar que destine para su cuidado, el que deberá presentar en todo momento las condiciones de higiene y seguridad que fije un reglamento del Ministerio de Salud. 

Si se trata de perros, deberán circular en los espacios públicos, incluyendo los bienes nacionales de uso público u otros espacios urbanos y los bienes comunes de los inmuebles sujetos a la ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, bajo control y supervisión humana, con la debida correa de sujeción, tomando todas las medidas de seguridad y sanidad que fije el reglamento antes citado. 

El responsable de animales calificados como peligrosos cuya circulación esté permitida, deberá adoptar las medidas de seguridad y protección establecidas por la autoridad sanitaria.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide se manifestó partidario de que los animales calificados por la autoridad como peligrosos no puedan circular en las vías y espacios públicos y abiertos al público.

El Honorable Senador señor Chahuán propuso agregar entre las obligaciones que debe cumplir el responsable de una mascota o animal de compañía, que el lugar en que éste se mantiene cumpla con los requisitos de espacio que fijaría el reglamento.

- Se aprobó el artículo 7°, con esta última modificación y otras de redacción, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

Artículo 8°

Prohíbe a los responsables de mascotas o animales de compañía el adiestramiento dirigido a acrecentar y reforzar su agresividad. Su inciso segundo proscribe toda pelea de animales organizada o promovida como espectáculo, competencia o desafío, y sanciona a quienes las organicen, promuevan o difundan, con las penas asignadas al delito de maltrato animal, descrito en el artículo 291 bis del Código Penal.


En esta oportunidad, la Comisión incorporó al final del primer inciso una nueva oración, que recoge la idea contenida en la moción del Honorable Senador señor Carlos Bianchi, la cual exceptúa de la aplicación de las normas sobre crianza, tenencia y adiestramiento de perros, a las instituciones de las Fuerzas Armadas y a las de Orden y Seguridad Pública
, iniciativa que fuera archivada a propuesta de nuestra Comisión, formulada en el Nuevo Primer Informe.


- La adición fue acordada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

Artículo 9°

Dispone que todo responsable de un animal regulado por esta ley responderá civilmente de los daños que se causen por acción del animal, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pueda corresponderle. Se exceptúan de la regla anterior los ataques producidos al interior de una propiedad privada debidamente cercada, a la cual la víctima haya ingresado sin autorización del propietario o custodio.

Como se dijo al comienzo, la Corte Suprema estimó que el texto de este artículo impone una responsabilidad subjetiva al responsable de un animal que causa daños. La Comisión es y ha sido partidaria de que la responsabilidad sea objetiva, lo que significa que no se requiere probar la existencia de dolo o negligencia y que el responsable del animal no puede alegar en su descargo alguna excusa que lo exima de la obligación de indemnizar. Se hizo excepción expresa del caso de quien sufre el ataque de un perro luego de ingresar sin permiso a una propiedad cerrada.


En vista de lo anterior, se modificó este artículo para que disponga que el dueño, tenedor o encargado del animal responda “siempre” civilmente de los daños que cause el animal.

- Con la enmienda indicada, relativa a la responsabilidad objetiva, el artículo 9° fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

Artículo 10


En lo sustancial para efectos del presente informe, esta norma faculta a las municipalidades para implementar un sistema de recolección de animales, con la finalidad de retirar los que se hallen abandonados en la vía pública y demás lugares que la disposición indica. Además, hace a los municipios civilmente responsables por los daños a la salud e integridad física de las personas que causen los animales abandonados que transiten libremente por su territorio jurisdiccional. 


Se dejó constancia de que la responsabilidad impuesta a los municipios no es de carácter objetivo.


Considerando que la expresión “su territorio jurisdiccional” en nuestro ordenamiento jurídico, dice relación con la definición espacial del área de competencia de los diferentes tribunales, la Comisión la reemplazó por “el territorio de la comuna”, habitualmente empleado para definir el extensión geográfica de la autoridad municipal.

- La enmienda fue acordada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

Artículo 11

Establece que, para los efectos del artículo anterior, esto es, para la recolección de animales abandonados, las municipalidades podrán implementar centros de mantención temporal, con la finalidad de albergar en ellos a los que se retiren de la vía pública y demás espacios allí especificados, y a los que sean entregados por las personas, donde permanecerán por el tiempo que determine la municipalidad en la ordenanza respectiva.

Durante el lapso de permanencia los animales recogidos podrán ser retirados por su responsable, previo pago de las multas que correspondan, así como de los gastos de alimentación y custodia en que haya incurrido la municipalidad. 

Cuando los animales retirados tengan identificación, se notificará a su responsable, el que tendrá un plazo de cinco días, a contar de la notificación, para proceder al rescate, previo pago de dos décimos de unidad tributaria mensual
 por cada día de permanencia, además de los gastos indicados en el inciso precedente.

Los animales que no sean reclamados en el período establecido por la municipalidad, se considerarán sin dueño y podrán ser entregados a quien asuma su tenencia responsable, subastados o sometidos a eutanasia. En caso que sean subastados públicamente, el valor que se obtenga ingresará a las arcas municipales. 


A instancias del Honorable Senador señor Rossi, la Comisión aprobó la idea de sustituir la forma verbal “podrán”, del primer inciso, por “deberán”.

   El mismo señor Senador planteó que el plazo de cinco días para que el responsable del animal recogido por la municipalidad lo rescate parece excesivo, y que la multa debe ser más gravosa, para asegurar su efecto disuasivo. La Comisión acogió ambas ideas y redujo el plazo a tres días y elevó la multa a un cuarto de unidad tributaria mensual.


Los Honorables Senadores señores Chahuán y Girardi expresaron su rechazo a la eutanasia como medida de regulación de la población canina. Cosa diferente es dar una muerte digna al animal que no tiene posibilidad de sobrevivir, cuestión que puede legislarse en alguna de las disposiciones del proyecto que figuran más adelante.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide hizo notar que la prohibición absoluta del sacrificio de animales atenta contra los objetivos del proyecto, ya que prescinde de una herramienta necesaria  para el control de la población de mascotas o animales de compañía, con la finalidad de proteger la salud pública, por una parte, y por otra, porque habrá situaciones en que el sacrificio resultará necesario para proteger la salud o el bienestar animal, como en el caso de especímenes enfermos irrecuperables o sin rehabilitación posible. De lo anterior se colige, aseveró Su Señoría, que sin la posibilidad de sacrificar algunos animales, como último recurso, la ley será ineficaz. Hizo presente, por último, que el artículo 23 del proyecto regula un procedimiento humanitario para aplicar la eutanasia como última medida en casos que no tienen otra salida y que mantienen al animal en condiciones de sufrimiento irremediables.


Propuso una indicación para sustituir la palabra “eutanasia” por “sacrificio” y añadir la frase “si el estado del animal lo justifica”.


Se puso en votación la autorización que el último inciso de este artículo 11 concede a los municipios, para emplear como medida de control de la población canina la eutanasia en los animales sin dueño que no hayan sido reclamados en el plazo de permanencia en los centros de mantención temporal y que no hayan podido ser entregados a alguien que asuma su tenencia responsable.


- Por tres votos, emitidos por los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi, y con la abstención del Honorable Senador señor Pizarro, se eliminó de dicho inciso la expresión “o sometidos a eutanasia”.


Como consecuencia del acuerdo anterior se rechazó la indicación del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


- Votaron en contra los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi, y estuvo por la aprobación el Honorable Senador señor Pizarro.


Acto seguido, se rechazó también la opción  de subastar esos animales.


- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Pizarro y Rossi.

- El resto del artículo 11, y la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Rossi,  fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

TÍTULO IV

De los centros de mantención temporal


Con la finalidad de simplificar la redacción, se completó el epígrafe de este título, de modo que exprese que se trata de centros de mantención temporal “de mascotas o animales de compañía”. Consecuentemente, se corrigió la redacción de los artículos 12, 13 y 14, para que no resulten redundantes.


- Los cambios indicados fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.


- Con igual votación, la Comisión acordó que las normas de este Título deben aplicarse a todo centro de mantención, incluso  los de propiedad privada, para lo cual adecuó la redacción del artículo 12, en la forma que se consigna en el capítulo de las modificaciones.

TÍTULO V

De la venta, crianza y exposición de las mascotas


Por el mismo motivo que justificó el cambio en el epígrafe del Título anterior, se complementó el de éste, para indicar que regula la venta, crianza y exposición de mascotas o animales de compañía.


- El acuerdo se adoptó con igual votación que el precedente.

Artículo 15


Establece este precepto que los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía estarán a cargo de un médico veterinario y que deberán llevar un registro en el que consten los datos que determine un reglamento del Ministerio de Salud, así como los controles periódicos a que deban someterse los animales. 


El médico veterinario a cargo deberá asegurar que los animales que salgan del establecimiento cuenten con las vacunas y tratamientos antiparasitarios correspondientes a la edad y especie que se trate.


Se deberá entregar al comprador completa información sobre la tenencia responsable del animal, el manejo sanitario y la alimentación requerida por la especie, así como de las disposiciones de esta ley.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consideró que obligar a cada establecimiento a contar con los servicios de un médico veterinario puede resultar una carga excesiva en muchos casos y señaló que este punto podrá ser objeto de alguna indicación en el trámite reglamentario de segundo informe.


El Honorable Senador señor Girardi planteó que la reproducción de animales de compañía debería autorizarse solamente en estos establecimientos regulados, y si una persona cualquiera aspirara a emprender tal actividad debería sujetarse a las mismas regulaciones y controles que las empresas especializadas. Abundando sobre el particular, precisó que el ideal sería prohibir la reproducción domiciliaria e imponer la esterilización obligada de todos los animales que no estén bajo la responsabilidad de los entes acreditados para la crianza. En su opinión, estas medidas contribuirían al fomento de la tenencia responsable. 


El Honorable Senador señor Chahuán expresó que no procede prohibir actividades económicas lícitas que, por lo demás, actualmente desarrollan muchas personas. También argumentó que si se hace efectiva la tenencia responsable no se justifica la esterilización obligatoria. 

Artículo 16


Obliga a los establecimientos que expendan mascotas o animales de compañía a contar con sistemas de extracción de aire o cualquier otro que impida que las personas que concurren a ellos sean afectadas por aerosoles o secreciones de cualquier tipo generadas por los animales.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide estimó que la norma es propia del reglamento y no debería consignarse en la ley.


Los Honorables Senadores señores Girardi y Rossi propusieron agregar a los vecinos entre las personas que deben ser protegidas de las emanaciones y secreciones provenientes de dichos establecimientos.


- La adición fue aprobada por los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y se abstuvo el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

Artículo 17


Prohíbe todo acto o convención que tenga por objeto la transferencia o entrega en posesión de cualquier animal perteneciente a una especie protegida o en peligro de extinción. Proscribe también la venta ambulante de toda clase de animales.


Teniendo en cuenta que el hecho de la posesión no es susceptible de entrega, la Comisión reemplazó en este artículo las palabras “en posesión”, que siguen al vocablo “entrega”, por la expresión “a cualquier título”.


- Así modificado, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

Artículo 18


Consigna las medidas sanitarias, de seguridad y de protección que deben cumplir quienes organizan espectáculos o exhibiciones de animales, a quienes impone la misma responsabilidad objetiva del artículo 9° por los daños que los animales causen a las personas, la propiedad o el medio ambiente.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide reiteró aquí su objeción al precepto, que estimó propio del reglamento y no de la ley.


- El artículo 18 fue aprobado por los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y se abstuvo el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

TÍTULO VI

De las infracciones y sanciones

Artículo 19

Sanciona con multa de una a cinco unidades tributarias mensuales
 toda contravención a esta ley, sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el Código Penal sobre maltrato animal. La multa puede duplicarse en caso de reincidencia. Además, el Juez de Policía Local podrá ordenar el comiso del animal y su ingreso a un centro de mantención temporal o la entrega de éste a la persona que designe para tal efecto y que acepte el encargo, por el plazo que determine, siendo de cargo del infractor las costas de los cuidados, alimentación y tratamientos médicos veterinarios que se requiriera.

La Comisión lo aprobó con una sola modificación de redacción, en la oración final del inciso segundo, pues pareció más propio decir “tratamientos médico veterinarios”, en lugar de la expresión allí empleada.


- Acordado por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

Titulo VIII

Disposiciones Generales

Artículo 23


Su primer inciso faculta a la autoridad sanitaria y las municipalidades para celebrar convenios entre sí, o con otros organismos públicos o privados, con o sin transferencia de fondos, para el cumplimiento de las disposiciones de esta ley.

 
El inciso segundo autoriza a las mismas autoridades para que por resolución fundada puedan disponer la eutanasia de los animales de que trata esta ley, especialmente cuando exista peligro para la salud o la seguridad de las personas o para la salud pública. La disposición indica también las exigencias que es preciso satisfacer en el procedimiento de eutanasia: deberán utilizarse métodos que impliquen el mínimo sufrimiento del animal y le provoquen una pérdida de conciencia inmediata, siempre bajo el control y la responsabilidad de un médico veterinario.


La Comisión aplicó en este artículo el mismo criterio adoptado sobre la eutanasia al votar el inciso final del artículo 11 y suprimió el segundo inciso del artículo 23.


- Acordado por 3 votos y una abstención. Votaron por la eliminación del inciso los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y se abstuvo el Honorable Senador señor Pizarro.

Artículo 24


Otorga competencia a los Jueces de Policía Local para conocer las materias de que trata esta ley, de acuerdo con las normas de la ley N° 18.287, con excepción de lo dispuesto en el artículo anterior, quedando facultados para disponer todas las medidas que estimen pertinentes a fin de asegurar el bienestar del animal.


El inciso segundo de este precepto faculta también a estos magistrados para disponer la eutanasia de animales que constituyan un riesgo para la salud o la seguridad de las personas o para la salud pública, circunstancias que serán acreditadas con un informe de la autoridad sanitaria correspondiente. En cuanto a la forma de proceder al sacrificio del animal, se aplicarán las mismas reglas consignadas en el artículo anterior.


También en este caso la Comisión eliminó la facultad de ordenar la eutanasia que se otorgaba a los jueces de policía local, a cuyo efecto rechazó el inciso segundo del artículo en comento.


Como corolario de ello, se suprimió también, en el inciso primero, la frase “con excepción de lo dispuesto en el artículo anterior”, porque ella remitía a las facultades que el inciso segundo del artículo 23 otorgaba a la autoridad sanitaria y a las municipalidades para aplicar la eutanasia, por razones sanitarias o de seguridad de las personas.


- Acordado por 3 votos y una abstención. Votaron por la eliminación del inciso los Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y se abstuvo el Honorable Senador señor Pizarro.

Artículo 25


Preceptúa que las disposiciones de esta ley se aplicarán supletoriamente a las de la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura; la ley Nº 18.755, del Servicio Agrícola y Ganadero; la ley 
Nº 4.601, sobre Caza; la ley Nº 19.162 que establece sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos; el decreto con fuerza de ley R.R.A. Nº 16, de 1963, sobre sanidad y protección animal; el Código Sanitario y sus normas complementarias, y otras leyes especiales.


La Comisión agregó en la enumeración que hace este artículo una referencia a la ley N° 20.380, publicada después de la emisión del informe anterior.


- La modificación se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

- - - - - - -


El Honorable Senador señor Girardi expresó su intención de incluir una disposición que sancione fuertemente, como autor de un delito, al responsable de un animal que causa lesiones o la muerte de una persona. Además, planteó la posibilidad de tipificar un delito de peligro, constituido por la conducta de quien tiene un animal peligroso, sin cumplir las reglas de seguridad y protección dispuestas por la ley.

Para el caso del animal que mata o lesiona, la responsabilidad penal del dueño, poseedor o tenedor está contemplada en el artículo 492 del Código Penal, que castiga el cuasi delito contra las personas. De modo que si el responsable de dicho animal incumple la obligación de tenencia responsable que le impone esta ley, puede ser sancionado con las penas indicadas en el artículo 490, a saber, reclusión o relegación y multa.


En el caso del responsable de un animal calificado como peligroso, que no da cumplimiento a las regulaciones sobre seguridad y protección dispuestas por la autoridad de conformidad con el inciso segundo del artículo 6° del proyecto, la Comisión incorporó un artículo nuevo, que tipifica dicha conducta como falta y la sanciona con una multa igual a la que los artículos 494 y 496 imponen a infracciones semejantes, la que puede oscilar entre una y cuatro unidades tributarias mensuales.

- La disposición, que se incorporó al proyecto como artículo 27, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

- - - - - - - -

PROPOSICIÓN DE ARCHIVO


La Comisión reitera la proposición de archivar los otros proyectos que inciden en la materia de que se ocupa la iniciativa en informe, por los motivos consignados en nuestro Nuevo primer informe.

Se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre crianza, tenencia y adiestramiento de perros potencialmente peligrosos, Boletín N° 2.696-11 y de la moción del Honorable Senador señor Carlos Bianchi que exceptúa de la aplicación de normas de crianza, tenencia y adiestramiento de perros potencialmente peligrosos, a las instituciones que indica, Boletín N° 5.847-11. 

La idea contenida en esta última moción ha sido incorporada en el artículo 8°, que permite el adiestramiento para la agresividad de perros pertenecientes a las Fuerzas Armadas y las de Orden y Seguridad Pública.

Varias de las disposiciones del proyecto de la Cámara de Diputados están recogidas y desarrolladas en el texto que proponemos al Senado, excluyendo el concepto de animales potencialmente peligrosos. Se recomienda su archivo porque la fusión no está permitida por la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional y porque el articulado que proponemos en esta etapa refleja un consenso amplio de las personas y entidades interesadas en el tema.

- - - - - - -


En mérito de las consideraciones y acuerdos expresados, la Comisión de Salud tiene el honor de proponer al Senado la aprobación en general del siguiente:

“PROYECTO DE LEY SOBRE TENENCIA RESPONSABLE DE MASCOTAS O ANIMALES DE COMPAÑÍA

TÍTULO I

Objeto y Definiciones.


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer normas destinadas a:


1) Regular la responsabilidad por los daños a las personas y a la propiedad que sean consecuencia de la acción de mascotas o animales de compañía. 


2) Proteger la salud pública, aplicando medidas para el control de la población de mascotas o animales de compañía, a fin de evitar el impacto negativo en la salud de las personas.



3) Proteger la salud animal promoviendo su bienestar mediante la tenencia responsable.


Artículo 2°.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:


1) Mascotas o animales de compañía: aquellos animales domésticos, cualquiera sea su especie, que sean mantenidos por las personas para fines de recreación, compañía o seguridad. Se excluyen aquellos animales cuya tenencia se encuentre regulada por leyes especiales. 


2) Animal abandonado: toda mascota o animal de compañía que se encuentre en la vía pública, sin la vigilancia de la persona responsable de él o que deambule suelto, sin correa de sujeción.


3) Animal peligroso: toda mascota o animal de compañía que ha sido calificado como tal por la autoridad sanitaria, de acuerdo a la información científica disponible, la opinión de expertos y los parámetros mencionados en el artículo 6°, de conformidad al procedimiento que fije el reglamento. 

4) Tenencia responsable de mascotas o animales de compañía: es el conjunto de obligaciones que contrae una persona cuando decide aceptar y mantener una mascota o animal de compañía y que consisten, entre otras, en proporcionarle alimento, albergue y buen trato, brindarle los cuidados indispensables para su debido bienestar y no someterlo a sufrimientos evitables.


La tenencia responsable comprende también el respeto a las normas de salud y seguridad pública que sean aplicables, así como las reglas sobre responsabilidad a que están sujetas las personas que incurran en infracción de ellas.


5) Centros de mantención temporal de las mascotas o animales de compañía: son aquellos lugares en los que, a cualquier título, se mantienen animales de manera no permanente, ya sea para tratamiento, hospedaje, adiestramiento, comercialización, exhibición o custodia, tales como criaderos de animales de compañía, hoteles para animales, hospitales, clínicas y consultas veterinarias, centros de adiestramiento, centros de exposición, centros de venta de animales, albergues, centros de rescate y similares.

TÍTULO II

De las atribuciones de los órganos de la Administración del Estado para el fomento de la tenencia responsable de las mascotas.


Artículo 3º.- Los órganos de la Administración del Estado, y en especial la autoridad municipal, en ejercicio de sus respectivas atribuciones, promoverán la educación para la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, a fin de asegurar su bienestar y la salud de las personas y el ambiente


Artículo 4º.- Corresponderá al Ministerio de Salud regular a través de un reglamento la tenencia responsable de las mascotas o animales de compañía a que se refiere el artículo 2°. Este reglamento deberá establecer un sistema de control de la fertilidad de los animales a fin de evitar consecuencias dañinas para la salud y seguridad de las personas, la salud animal y el medio ambiente. 


Artículo 5º.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía a que se refiere el artículo 2°, que deberá ajustarse al reglamento que dicte el Ministerio de Salud. Estas ordenanzas deberán incluir, entre otras materias, la existencia de un registro obligatorio de mascotas o animales de compañía que permita la adecuada identificación de ellos y sus respectivos responsables, dentro del territorio de la comuna.


Artículo 6°.- La autoridad sanitaria podrá calificar como peligrosos determinados tipos de mascotas o ejemplares específicos, particularmente de la especie canina, que, por episodios anteriores de agresiones o por su carácter agresivo, tengan capacidad de causar la muerte o lesiones a las personas o a otros animales y daños a las cosas. 


Respecto de ellos fijará prohibiciones de tenencia y de adiestramiento para la agresión; obligación de adoptar medidas especiales de seguridad y protección, tales como circular con bozal o arnés, mantenerlos en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a las características fisiológicas y etológicas del animal y contar con un seguro de responsabilidad civil; restricciones de circulación en lugares de libre acceso público o esterilización obligatoria.

TITULO III

De la responsabilidad en la tenencia de mascotas o animales de compañía.


Artículo 7º.- Se entenderá por responsable de una mascota toda persona que tenga el dominio, la posesión o bajo su cuidado animales de los que trata esta ley. A él le corresponderá la alimentación, la adecuada identificación, el manejo sanitario, especialmente la recolección y eliminación de fecas, y el cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias.


El responsable estará obligado a mantenerlos en su domicilio o en el lugar que destine para su cuidado, el que deberá cumplir en todo momento las condiciones de espacio, higiene y seguridad que fije un reglamento del Ministerio de Salud. 


Tratándose de perros, estos deberán circular en los espacios públicos, incluyendo los bienes nacionales de uso público u otros espacios urbanos, y en los bienes comunes de los inmuebles sujetos a la ley Nº 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, bajo control y supervisión humana, con la debida correa de sujeción, tomando todas las medidas de seguridad y sanidad que fije el reglamento antes citado.


El responsable de animales calificados como peligrosos cuya circulación está permitida deberá adoptar las medidas de seguridad y protección establecidas por la Autoridad Sanitaria. 


Artículo 8º.- Se prohíbe a los responsables de mascotas o animales de compañía el adiestramiento dirigido a acrecentar y reforzar su agresividad. Lo dispuesto en este inciso no será aplicable en el caso de perros pertenecientes a las Fuerzas Armadas y a las de Orden y Seguridad Pública.


Asimismo, se prohíbe toda pelea de animales organizada o promovida como espectáculo, competencia o desafío. Quienes las organicen, promuevan o difundan serán castigados con las penas del artículo 291 bis del Código Penal.


Artículo 9°.- Todo responsable de un animal regulado en esta ley responderá siempre civilmente de los daños que se causen por acción del animal, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda. 


Se exceptúan de la regla anterior aquellos casos en que el ataque se produzca al interior de una propiedad debidamente cercada, cuando la persona dañada por el animal haya ingresado sin autorización del propietario o custodio.


Artículo 10.- Las municipalidades estarán facultadas para implementar un sistema de recolección de animales, con la finalidad de retirar todo animal abandonado que se encuentre en la vía pública, sitios eriazos o locales de cualquier naturaleza donde se reúna o transite público, incluidos los bienes comunes de los inmuebles sujetos a la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria.


Asimismo, las municipalidades serán responsables civilmente por los daños a la salud e integridad física de las personas que causen los animales abandonados que transiten libremente por el territorio de la comuna, sin perjuicio de su derecho a repetir en contra del responsable del animal, si lo hubiera.


Artículo 11.- Para los efectos del artículo anterior, las municipalidades deberán implementar centros de mantención temporal, para albergar a aquellos animales abandonados que sean retirados de la vía pública y a los que sean entregados por las personas.


En dicho recinto los animales permanecerán por el tiempo que determine la municipalidad en la ordenanza respectiva.


Durante el lapso de permanencia podrán ser retirados por su responsable, previo pago de las multas que correspondan, así como de los gastos de alimentación y custodia en que se haya incurrido. 


Cuando los animales tengan identificación, el funcionario que determine la ordenanza respectiva notificará personalmente al responsable, el que tendrá un plazo de tres días hábiles, a contar de la notificación, para proceder a su rescate previo pago de un cuarto de unidad tributaria mensual por cada día de permanencia, además de los gastos indicados en el inciso precedente.


Los animales que no sean reclamados en el período establecido por la municipalidad se considerarán sin dueño y podrán ser entregados a quien asuma su tenencia responsable.

TÍTULO IV

De los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía


Artículo 12.- Todo centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía deberá llevar un registro con los datos de cada uno de los animales que ingresen y estará obligado a mantener condiciones higiénicas y sanitarias adecuadas al tipo y cantidad de animales que alberguen, para asegurar la salud pública, el bienestar de la comunidad y de los animales y la sanidad del ambiente.


Esos recintos deberán contar con espacios suficientes para cubrir las necesidades fisiológicas y etológicas de los animales y proveerles alimento y agua en cantidades necesarias. 


Asimismo, deberán contar con un número suficiente de caniles, jaulas y corrales, según sea el caso. Éstos deberán tener una superficie que permita el movimiento de los animales y evite su sufrimiento. Además, los animales deberán mantenerse separados por sexo.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud establecerá las normas mínimas para dar cumplimiento al presente artículo.


Artículo 13.- Los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía estarán a cargo de un médico veterinario y, si procediera, deberán obtener permiso de funcionamiento en la municipalidad respectiva, previo pago del mismo, además de contar con el informe favorable de la autoridad sanitaria. 


Artículo 14.- En caso de cierre o abandono de algún centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía, sus responsables estarán obligados a entregar a quien asuma su tenencia responsable los animales que alberguen o, en su defecto, a trasladarlos a otro de dichos centros. En cualquier caso, deberán entregar junto con los animales todos los antecedentes sanitarios de éstos. 

TÍTULO V

De la venta, crianza y exposición de mascotas o animales de compañía


Artículo 15.- Los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía estarán a cargo de un médico veterinario.


Estos locales tendrán la obligación de llevar un registro en que consten los datos que determine un reglamento del Ministerio de Salud, así como los controles periódicos a que deban someterse los animales. 


Corresponderá al médico veterinario a cargo de estos locales asegurar que los animales que salgan del establecimiento cuenten con las vacunas y tratamientos antiparasitarios correspondientes a la edad y especie de que se trate.


Se deberá entregar por escrito al comprador completa información sobre la tenencia responsable del animal, el manejo sanitario y la alimentación requerida por la especie, así como de las disposiciones de esta ley.


Artículo 16.- Los establecimientos que expendan mascotas o animales de compañía, deberán contar con sistemas de extracción de aire o cualquier otro que impida que las personas que concurren a ellos y las que residen en predios colindantes sean afectadas por aerosoles o secreciones de cualquier tipo generadas por los animales.


Artículo 17.- Se prohíbe todo acto o convención que tenga por objeto la transferencia o la entrega a cualquier título de un animal perteneciente a una especie protegida o en peligro de extinción. Asimismo, se prohíbe la venta ambulante de toda clase de animales.


Artículo 18.- El organizador de espectáculos o exhibición de animales, y en subsidio el propietario del recinto donde se desarrollen tales actividades, deberá tomar las medidas necesarias para acopiar y eliminar sanitariamente las excretas y desechos de los animales. Deberá adoptar también las previsiones suficientes para evitar accidentes provocados por los animales, así como disponer de las instalaciones necesarias para un adecuado manejo de los mismos, evitando su sufrimiento.


Además, será responsable de los daños que causen dichos animales a las personas, a la propiedad o al medio ambiente, conforme a las reglas señaladas en el artículo 9º.

TÍTULO VI

De las infracciones y sanciones


Artículo 19.- Toda contravención a esta ley se sancionará con multa de una a cinco unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el Código Penal sobre maltrato animal.


En caso de reincidencia, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el Juez de Policía Local facultado para disponer el comiso del animal y su ingreso a un centro de mantención temporal o su entrega a la persona que designe para tal efecto y que acepte el encargo, por el plazo que determine. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médico veterinarios, si los hubiera.


Artículo 20.- Las multas que se recauden por aplicación de esta ley ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva y deberán ser destinadas exclusivamente a fines que permitan cumplir las disposiciones de esta ley, tales como la operación del sistema de registro de animales, de los planes de esterilización, de los centros de mantención temporal y de los programas de educación en tenencia responsable.


Artículo 21.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley corresponderá a las municipalidades, sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.

TÍTULO VII

De la acción especial


Artículo 22.- Toda persona que sea amenazada o perturbada en su vida, su salud o su integridad, por acción de un animal de los que trata esta ley, podrá denunciar el hecho, sin mayor formalidad, ante el Juez de Policía Local competente, a fin de que éste, en el más breve plazo, adopte las medidas que estime necesarias para eliminar dicha amenaza o perturbación.


El juez podrá decretar la inspección personal del tribunal o requerir de la autoridad sanitaria, profesionales u organismos que estime pertinentes, los informes que sean necesarios para determinar las medidas a adoptar en relación con la mascota o animal de compañía. 

TITULO VIII

Disposiciones Generales


Artículo 23.- La autoridad sanitaria y las municipalidades podrán celebrar convenios entre sí, o con otros organismos públicos o privados, con o sin transferencia de fondos, para el cumplimiento de las disposiciones de esta ley.


Artículo 24.- Los Jueces de Policía Local serán competentes para conocer las materias de que trata esta ley, de acuerdo con las normas de la ley N° 18.287, quedando facultados para disponer todas las medidas que estimen pertinentes a fin de asegurar el bienestar del animal.


Artículo 25.- Las disposiciones contenidas en esta ley, se aplicarán supletoriamente a lo dispuesto en la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura; la ley Nº 18.755, del Servicio Agrícola y Ganadero; la ley Nº 4.601, sobre Caza; la ley Nº 19.162 que establece sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos; el decreto con fuerza de ley R.R.A. Nº 16, de 1963, sobre sanidad y protección animal; el Código Sanitario y sus normas complementarias, la ley N° 20.380, sobre protección de animales y otras leyes especiales.


Artículo 26.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 291 bis del Código Penal:


“Se impondrá además la pena accesoria de prohibición absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales, al que sea condenado por el delito sancionado en el inciso anterior, y al que infrinja lo dispuesto en el artículo 8° de la Ley sobre Tenencia Responsable de mascotas o animales de compañía. Esta pena accesoria no podrá ser sustituida ni rebajada y se aplicará en todo caso.”.


Artículo 27.- El responsable de un animal calificado de peligroso que no cumpla las disposiciones a que alude el inciso segundo del artículo 6° será castigado con multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales.”.

- - - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 9 y 10 de noviembre y 14 de diciembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet, y señores Francisco Chahuán Chahuán, Fulvio Rossi Ciocca y Mariano Ruiz-Esquide Jara, y de 10 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín y Jorge Pizarro Soto.


Valparaíso, 11 de mayo de 2010.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.628, SOBRE PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL, PARA GARANTIZAR QUE LA INFORMACIÓN ENTREGADA A TRAVÉS DE PREDICTORES DE RIESGO SEA EXACTA, ACTUALIZADA Y VERAZ

(6800-03)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Economía tiene el honor de presentar su segundo informe sobre el proyecto de ley individualizado en la suma, que se encuentra en segundo trámite constitucional, originado en moción de los Honorables Diputados señoras Carolina Goic y María Antonieta Saa y señores Eugenio Tuma, Felipe Harboe, Jorge Burgos, Guillermo Ceroni, Marcelo Díaz, Ramón Farías y Alberto Robles.


A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa asistieron las siguientes personas:


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el Jefe del Departamento Jurídico, señor Eduardo Escalona Vásquez y el asesor legislativo señor Alejandro Arriagada Ríos. 


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora señorita Francisca Navarro Moyano.



De la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista señora Annette Hafner. 


El asesor del Honorable Senador señor Tuma, señor Cristian Beltrán Gacitúa. La asesora del Honorable Senador señor García, señorita María José Salas Segura. El asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Daniel Siebert Parot. 

- - - - - - - -




Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1) Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.


2) Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.


3) Indicaciones aprobadas con modificaciones: Indicación N° 1.


4) Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.


5) Indicaciones rechazadas: no hay.


6) Indicaciones retiradas: no hay.

- - - - - - - - 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo único


El artículo único del proyecto aprobado en general por el Senado dispone:


“Introdúcese en el artículo 9º de la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, el siguiente inciso final, nuevo:


"Prohíbese la realización de ranking o predictores de riesgo comercial que sean basados en variables relativas a la frecuencia de consulta de los datos personales contenidos en un registro o banco de datos asociados a una determinada persona, incluyéndose en tal prohibición la entrega a terceros de la información relativa al número de consultas de sus datos. La infracción a estas prohibiciones dará derecho al titular de los datos a solicitar, a costo del infractor, la eliminación inmediata de dicha información, sin perjuicio de las responsabilidades civiles que el afectado pueda hacer efectivas en contra del que realice dichos ranking o predictores de riesgo comercial, o informe a terceros la cantidad de consultas de sus datos personales.".".


En relación a este artículo, se presentó una sola indicación, del Honorable Senador señor García, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo único.- Agrégase al artículo 9° de la ley N° 19.628 el siguiente inciso final:


“Prohíbese la realización de todo tipo de ranking o predictores de riesgo comercial que no estén basados únicamente en información objetiva relativa a las morosidades o protestos de las personas naturales o jurídicas de las cuales se informa. La infracción será sancionada con la eliminación inmediata de dicha información y con la indemnización de perjuicios que corresponda.”.”.


El autor de la indicación explicó que ella se fundamenta en las consideraciones contenidas en el fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago, de fecha 31 de enero de 2011, recaído en el recurso de protección interpuesto por don Leonardo Hernán Espinoza López en contra de Equifax Dicom. El fallo declara que los predictores de riesgo violentan garantías constitucionales y normas contenidas en tratados internacionales y los declara ilegales. La indicación no llega tan lejos y exige que los predictores se construyan sobre bases objetivas relativas a las morosidades o protestos de las personas naturales o jurídicas de las cuales se informa. La moción con que se dio inicio a la tramitación de esta iniciativa era del tenor de la indicación, pero el texto cambió durante su tramitación en la Cámara.


El Honorable Senador señor Tuma coincidió con lo señalado. El texto aprobado en general prohíbe y sanciona la realización de estos predictores que empleen variables relativas a la frecuencia de consulta de los datos personales contenidos en un registro o banco de datos asociados a una determinada persona, pero nada obsta a que se puedan utilizar otros elementos igualmente subjetivos. Debe prohibirse por ley, del modo que lo hace la indicación, que se establezcan variables de predicción de riesgos que no sean objetivas, como lo hacía el proyecto original.


En el mismo sentido se manifestó el Honorable Senador señor Zaldívar. El texto aprobado en general deja abierto un flanco que a futuro se puede traducir en la necesidad de dictar una nueva ley.


El Honorable Senador señor Espina consideró ilegal la existencia de este tipo de predictores. Es necesario eliminarlos, afirmó, porque no corresponden a la finalidad de la información que se debe considerar al otorgar un crédito. Podría haber un problema de constitucionalidad en esta norma, que excede de lo razonable en materia comercial, por lo que formula la debida reserva de constitucionalidad.


La información negativa existe, pero en base al comportamiento pasado de la persona no puede predecirse qué hará en el futuro. Quizás alguien con gran cantidad de protestos porque le fue mal en un negocio, acometa un nuevo emprendimiento, sea exitoso y cumpla oportunamente con sus obligaciones.


Solicitó aplazar la votación de la indicación a fin de estudiar el tema, especialmente atendido que la sentencia declara ilegal el predictor y obliga a eliminarlo. En caso contrario anunció que apoyaría la indicación, sin perjuicio de presentar más adelante un proyecto para eliminarlo. 


El Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Eduardo Escalona informó que el Ejecutivo estima conveniente mantener el texto aprobado en general, que se refiere sólo a un tipo de predictor. El modelo actual de información comercial está construido sobre la base de la información negativa de las personas. Anunció el pronto envío de un proyecto que tiende a la consolidación de datos patrimoniales positivos y negativos, entendiendo los positivos como un activo de las personas. En ese nuevo escenario no sería recomendable restringir tanto la norma. 


Consideró lícito que se realicen estimaciones estadísticas en base a elementos objetivos, pero no sólo restringido a moras o protestos; las empresas podrían diseñar otro tipo de instrumentos siempre que cumplan con utilizar información objetiva.


El Honorable Senador señor García destacó la claridad y fuerza del fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago, que sentencia que el predictor de riesgo carece por completo de fundamento legal, que debe ser eliminado y que el responsable de la base de datos debiera hacerlo sin necesidad de requerimiento. También dejó expresa constancia la Corte de su parecer en el sentido de que resultan tan obvias las ilegalidades y arbitrariedades que comete la recurrida Dicom Equifax  con la elaboración y puesta a disposición del público del denominado “predictor de riesgo”, que debiera ponerse término a dicha práctica, para evitar llegar a dañar injustamente el crédito y la imagen de las personas, sin que exista autorización legal que lo permita, ni razones objetivas que lo avalen. 


El profesor de Derecho Informático de la Universidad Católica de Valparaíso, señor Renato Jijena, agregó un elemento adicional que, en su opinión, es muy relevante. Estos predictores se realizan a espaldas de los predecidos utilizando datos que no fueron entregados para tal efecto. Las personas no tienen acceso a los parámetros en base a los cuales son evaluados ni la posibilidad de objetarlos o aclararlos.


Los Honorables Senadores presentes, con la reserva del Honorable Senador señor Espina, coincidieron en que el predictor de riesgo, de existir, debe basarse en el comportamiento de la persona en el cumplimiento de sus compromisos comerciales. Por ello la Comisión estuvo por aprobar la indicación y esperar que la información positiva se incorpore por ley al sistema de información crediticia y entonces se hagan las modificaciones pertinentes a la ley N° 19.628.


Se acordó también introducir  un cambio formal en la indicación, sustituyendo la palabra inglesa “ranking” por las palabras castellanas “predicción” y “evaluación”.

-- Puesta en votación la indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar.

- - - - - - -

MODIFICACIÓN




En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Economía propone introducir la siguiente modificación al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

Artículo único


- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo único.- Agrégase al artículo 9° de la ley N° 19.628 el siguiente inciso final:


“Prohíbese la realización de todo tipo de predicción o evaluación de riesgo comercial que no estén basadas únicamente en información objetiva relativa a las morosidades o protestos de las personas naturales o jurídicas de las cuales se informa. La infracción a lo dispuesto en este inciso dará lugar a la eliminación inmediata de dicha información por parte del responsable de la base de datos y a la indemnización de perjuicios que corresponda.”.”. (Indicación N° 1, con modificaciones. Unanimidad 4X0)

- - - - - - - 


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Agrégase al artículo 9° de la ley N° 19.628 el siguiente inciso final:


“Prohíbese la realización de todo tipo de predicción o evaluación de riesgo comercial que no estén basadas únicamente en información objetiva relativa a las morosidades o protestos de las personas naturales o jurídicas de las cuales se informa. La infracción a lo dispuesto en este inciso dará lugar a la eliminación inmediata de dicha información por parte del responsable de la base de datos y a la indemnización de perjuicios que corresponda.”.”.

- - - - - - - -




Acordado en sesión de fecha 11 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Alberto Espina Otero, José García Ruminot y Eugenio Tuma Zedán.




Valparaíso, 11 de mayo de 2011.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES CHADWICK Y LONGUEIRA, CON LA QUE DAN INICIO AL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE MATRIMONIO

(7656-07)

Honorable Senado:

La familia es el núcleo fundamental de la sociedad, siendo esta declaración, que formula el constituyente, una base de la institucionalidad, como lo expresa el artículo 1° del capítulo primero de nuestro texto constitucional.

Entre los fundamentos más preciados de la estructura cultural y moral de Chile siempre han tenido un lugar de honor las instituciones del matrimonio y de la familia, constituyendo aquel la base de esta última.

El constituyente originario, estimo innecesario, expresar que el matrimonio siempre será el soporte esencial de la familia, y que éste sólo puede ser celebrado entre un hombre y una mujer.

Desde el año 1980 hasta hoy, el inciso segundo del artículo 1° de la Constitución, ha permanecido inalterado, pese a que durante su vigencia fue dictada la Ley Nº 19.947 que es la Nueva Ley de Matrimonio Civil (Boletín Nº 1.759-18), la cual por su parte no modificó ni expresa o tácitamente la definición de matrimonio que nos entrega el artículo 102 de Código Civil, y que sanciona como únicos contrayentes o celebrantes a un hombre y a una mujer.

Ha sido el Poder Judicial que le ha otorgado el carácter de normas de orden público a todas aquellas que se refieran al matrimonio como base de la familia.

“son preceptos de orden público todas las leyes de derecho privado que se refieren al estado de las personas, y dentro de ellas, las concernientes al estado de casado y su extinción, puesto que el matrimonio es la base de la familia y su resguardo es de interés público” (Excelentísima Corte Suprema). 

Estimamos por necesario y fundamental, establecer en el texto constitucional por la vía del presente proyecto de reforma, que le pertenecen indiscutible a un hombre y a una mujer, el derecho a celebrar un matrimonio y a constituir una familia, y por tales esenciales que emanan de la naturaleza humana, siendo un deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos garantizados por los siguientes tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, o por la costumbre internacional o por el ius cogens, que se consagran en:

La Declaración Universal de Derechos Humanos, en su artículo 16: “que los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia (...).”

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas por Resolución Nº 2.200 el 16 de diciembre de 1966, promulgado por Decreto 778 del Ministerio de Relaciones Exteriores del 30 de noviembre de 1976, y publicado en el Diario Oficial del 29 de abril de 1989, en su artículo 23 Nº 2, señala: “Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tiene edad para ello.”.

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 19 de diciembre de 1966, promulgado por Decreto 326 del Ministerio de Relaciones Exteriores del 28 de abril de 1989, y publicado en el Diario Oficial del 27 de mayo de 1989, en su artículo 10, señala: “Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad, la más amplia protección y asistencia posible, especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo”.

Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 20 de Noviembre de 1989, promulgado por Decreto 830 del Ministerio de Relaciones Exteriores del 14 de agosto de 1990, y publicado en el Diario Oficial del 27 de septiembre de 1990, en su artículo 7.1, señala: “El niño (…) tendrá derecho (...) y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos.”

Pocas normas tan celebradas y recordadas tiene el Código Civil como la ubicada al inicio del título IV del Libro I dedicado al matrimonio, y que lleva el número 102. En el estilo pedagógico y orientador que caracteriza el trabajo monumental de Bello, se contempla una definición de la institución que va a ser regulada: el matrimonio. A la letra el precepto reza: “El matrimonio es un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen actual e indisolublemente, y por toda la vida, con el fin de vivir juntos, de procrear y de auxiliarse mutuamente”.

La definición (Art. 102 Código Civil) ha sido ampliamente elogiada pues en bella forma literaria contiene los elementos constitutivos del acto fundacional de la familia: la consensualidad (contrato), la formalidad (solemne), la unidad y heterosexualidad (un hombre, una mujer), la comunión e indisolubilidad (se unen, indisolublemente, por toda la vida), así como sus fines:

el bien de los hijos o la fecundidad (con el fin de procrear) y el amor mutuo de los cónyuges (vivir juntos, auxiliarse mutuamente).

“Esta definición (Art.102 Código Civil) es una de las más completas que se han dado del matrimonio y pone ella de relieve sus caracteres esenciales como institución jurídica, (...)”. 

La definición legal del matrimonio, fijada en el artículo 102 del Código Civil, permanece inalterable en su texto desde el Código Civil de 1855 hasta hoy, y en particular la nueva Ley de Matrimonio Civil Nº 19.947 de 2004, no modificó en forma alguna la perfecta definición, en su brillante redacción de Andrés Bello: “es un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen actual e indisolublemente, y por toda la vida, con el fin de vivir juntos, de procrear, y de auxiliarse mutuamente”.

La definición del Art. 102 del Código Civil, “solo puede calificarse de admirable”.

La definición de Andrés Bello en 1855 no respondió a una eventual concesión a las ideas de turno o a presiones religiosas, sino a la íntima convicción de que la unión entre varón y mujer que apunta a la vida juntos y a la procreación debía necesariamente ser para toda la vida si, de verdad, quería alcanzar esos fines. Por otra parte, ha constituido íntima convicción nacional a lo largo de siglos que sólo la unión así contraída puede denominarse con licitud matrimonio y dar base a ¡a familia reconocida por la Constitución como el núcleo de la sociedad. 

En la definición de matrimonio del artículo 102 del Código Civil, “se desprende que, lo esencial de la unión pactada, vale decir del vínculo que se genera, es que su constitución atiende o considera sustantivamente la virilidad y la feminidad, vale decir, considera la distinción sexual del hombre y la mujer como eje rector del vínculo,…”.

La definición matrimonial exige que la unión que expresa el contrato, se produzca entre un hombre y una mujer, subrayando con ello la exclusión de las uniones entre personas del mismo sexo como base del matrimonio. // Las relaciones sexuales entre un hombre y una mujer de modo humano son, por tanto, la base de la consideración jurídica de la institución matrimonial civil,…”.

“Este objetivo, junto con la complementariedad de los sexos como finalidad en sí misma, es el motivo principal del carácter exclusivamente heterosexual de la institución matrimonial civil,…”.

“La vinculación de hombre y mujer en el amor, que es de carácter sexual, constituye la base del matrimonio y, en tanto factor biológico, tiene que ser ordenado hacia el fomento del amor entre un hombre y una mujer, en un proceso que requiere ser cultivado y que se vincula naturalmente a la generación de la vida”.

“El contenido del amor conyugal está dado por el “amor entre varón (persona y virilidad) y mujer (persona y feminidad),…” ”.

“La heterosexualidad, por tanto, constituye un fundamento de base antropológica del matrimonio, en que se deben considerar como principios la diversidad de la modelización sexual de la persona humana, la complementariedad de tal diferenciación y la inclinación natural de los sexos entre sí en orden a la generación”.

Importante, traer a la fundamentación aquello que se dijo en su momento al tramitar legislativamente la nueva ley de matrimonio civil Ley Nº 19.947 de 2004 (Boletín Nº 1.759-18).

La nueva Ley de Matrimonio Civil Nº 19.947 de 2004, se origina en proyecto de ley de los en aquella época diputados Mariana Aylwin y Ignacio Walker (Boletín Nº1.759-18). “(...) En este sentido, nos parece importante mantener la actual norma del artículo 102 del Código Civil (1855), que se refiere al matrimonio como un contrato solemne que actual e indisolublemente y por toda la vida, a un hombre y una mujer”.

Este reconocimiento dentro de la definición de matrimonio, a la exigencia que concurra en su celebración un hombre y una mujer, fue nuevamente reproducido por los diputados Mariana Aylwin e Ignacio Walker, en la discusión en la Sala del Proyecto en sesión de 23 de enero de 1997 (Sesión 44, Legislatura 334)

Pero la exigencia que concurra en la celebración del matrimonio un hombre y una mujer, se encuentra en las indicaciones Nº 247 y 248 (Boletín Nº 1.759-18) de los en aquella épocas Senadores Jaime Gazmuri y Ricardo Núñez, por la cual proponían modificar el artículo 102 del Código Civil, por el siguiente: “El matrimonio es un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer, se unen con el fin de crear una unidad de vida entre ellos (...)”.

De igual modo los senadores Ávila, Núñez, Parra, Pizarro y Silva, presentaron la indicación Nº 249 (Boletín Nº 1.759-18), por las cuales sólo pretendieron eliminar del artículo 102 del Código Civil, las expresiones “indisolublemente” y “de procrear”, manteniendo a firme en la definición “un hombre y una mujer”. Retomando la tramitación legislativa los senadores Núñez y Ominami intentaron renovar la indicación Nº 249 pero manteniendo el carácter heterosexual del vínculo matrimonial”.

“La diferencia más radical entre los sistemas matrimoniales chileno y español, se establece a partir de la aprobación de la Ley española 13/2005 de 1º julio de 2005, que modifica la Constitución Española en materia de derecho a contraer matrimonio, permitiendo las uniones de personas del mismo sexo.// El Derecho matrimonial chileno, apenas unos meses antes, asume un camino distinto y opta por impedir dicha opción legal (matrimonio de personas del mismo sexo), en términos categóricos y que no admiten interpretación en contrario, ya que no sólo mantiene intacta la definición contenida en el artículo 102 del Código Civil – la cual prescribe que el matrimonio es un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen actual e indisolublemente, y por toda la vida – sino que además refuerza el impedimento en el artículo 80 de la Nueva Ley de Matrimonio Civil (Ley 19.947), al prescribir: “Los requisitos de forma y fondo del matrimonio serán los que establezca la ley del lugar de la celebración. Así, el matrimonio celebrado en país extranjero, en conformidad con las leyes del mimos país, producirá en Chile los mismos efectos que si se hubiere celebrado en territorio chileno, siempre que se trate de la unión de un hombre y una mujer”.” Por tanto es claro el sentido de la ley, el cual exige para la producción de efectos en Chile de un matrimonio celebrado en el extranjero, que este se efectúe entre un hombre y una mujer.

El presente proyecto de reforma constitucional, evita asumir posiciones religiosas o filosóficas, que habitualmente se fundan en preceptos dogmáticos o fundamentos carentes de razón, sino que muy por el contrario se nutre y hace suyas la valiosa doctrina de grandes autores del derecho, en que de un modo unívoco que el matrimonio sólo puede ser entre un hombre y una mujer, como la imposibilidad absoluta del matrimonio entre personas del mismo sexo:

Barrientos Grandón, Javier, y Novales Alquézar, Aranzazu. Nuevo Derecho Matrimonial chileno, Santiago de Chile, 2004, segunda edición, Lexisnexis, página 111 y 112.

Vodanovic, Antonio. Leyes de Derecho de familia y de menores. Textos actualizados y notas complementarias, Santiago de Chile, 2005, Editorial Jurídica de Chile, página 63.

Court Murasso, Eduardo. Nueva Ley de Matrimonio Civil, Legis-Adolfo Ibáñez, Santiago, 2004, página 6.

Troncoso Larronde, Hernán, Derecho de Familia, Editorial LexisNexis, Santiago, 2009, página 19.

Ramos Pazos, Rene. Derecho de Familia, Santiago, 2007, 5ta. Edición, Editorial Jurídica de Chile, página 33.

López Díaz, Carlos, Manual de Derecho de Familia y Tribunales de Familia, Santiago de Chile 2005, Librotecnia, página 139.

Hübner Guzmán, Ana María. La Nueva Ley de Matrimonio Civil: panorama y estructura general, en Assimakópulos Figueroa Anastasia, y Corral Talciani, Hernán (Editores), Matrimonio Civil y Divorcio. Análisis y criterios para la aplicación de la Ley Nº 19.947 de 2004, Cuadernos de extensión jurídica, Universidad de Los Andes, Santiago de Chile, 2005, página 21.

Rodríguez Gréz, Pablo. Ley de Matrimonio Civil, interpretación, efectos e insuficiencias, en “Actualidad Jurídica”, Nº 20 Universidad del Desarrollo (2009), página 441 y 442.

De igual forma, en cuanto a las definiciones de matrimonio que nos brinda la doctrina:

“El matrimonio, entendido civilmente como el acuerdo público de un hombre y una mujer para dar legitimidad social a sus relaciones conyugales, estableciendo derechos y deberes correlativos, ha existido desde tiempos bíblicos”.

“La definición histórica con mayor influencia en Occidente ha sido elaborada por Lombardo, la cual, con perfeccionamiento posterior, señala que, “el matrimonio es la unión marital de varón y de mujer entre personas legítimas, que retiene una comunidad de vida”.

Una unión estable entre varón y mujer, que comporta una mutua disponibilidad sexual y se orienta a la preservación socializada de la especie humana”.

“La unión de un hombre y una mujer, reconocida por el Derecho e investida de ciertas consecuencias jurídicas” Doctrina alemana.

“El acto solemne por medio del cual el hombre y la mujer constituyen entre sí una unión legal para la plena y perpetua comunidad de existencia”

“La unión perpetua de un solo varón y una sola mujer, para la procreación y perfección de la especie, el mutuo auxilio y el mejor y más adecuado cumplimiento de los fines de la vida humana”.

“La recepción en el Derecho chileno, por tanto, no deja espacio a las dudas sobre la materia [matrimonio heterosexual), lo que adquiere fuerza al analizar históricamente el debate parlamentario, las propuestas académicas de los centros de estudios y el Mensaje del Ejecutivo, que en su carácter de fuentes, coinciden en la consideración heterosexual del matrimonio. La doctrina reciente también ha coincido unánimemente, incluso desechando una posible interpretación laxa del ius connubii consagrado en el artículo 2° inciso primero de la nueva ley de matrimonio civil”.

“Pero, a todo evento, hemos de destacar que siempre se habla varón (u hombre) y de mujer. Para alcanzar la plenitud a que aspira cada uno de los contrayentes, sea entre personas de distinto sexo y que lo que suceda en el matrimonio sea precisamente la complementación entre feminidad y masculinidad”.

Finalmente la doctrina chilena reciente, en forma absolutamente mayoritaria, señalando que por esencia el matrimonio sólo puede ser celebrado por un hombre y por una mujer:

Rodríguez Grez, Pablo. Ley de matrimonio civil: interpretación, efectos e insuficiencias, en “Actualidad Jurídica”, Nº 20 Universidad del Desarrollo (2009), página 440 y 441.

López Díaz, Carlos. Manual de Derecho de Familia y Tribunales de Familia, Librotecnia, Santiago, página 149.

Corral Talciani, Hernán. El régimen de los requisitos del matrimonio y de la nulidad en la nueva ley de matrimonio civil, en Assimakópulos Figueroa, Anastasia y Corral Talciani, Hernán. Matrimonio Civil y Divorcio. Análisis crítico y criterios para la aplicación de la Ley Nº 19.947 de 2004, Cuadernos de Extensión Jurídica, Universidad de Los Andes, Santiago de Chile, 2005, página 43.

Barrientos Grandón, Javier, y Novales Alquézar, Aranzazu. Nuevo Derecho Matrimonial chileno, Santiago de Chile, 2004, segunda edición, Lexisnexis, página 187.

Court Murasso, Eduardo. Nueva Ley de Matrimonio Civil, Legis-Adolfo Ibáñez, Santiago, 2004, página 3.

El autor Eduardo Court Murasso, afirma el carácter monogámico y heterosexual del matrimonio exigido por la definición legal (“por el cual un hombre y una mujer”), se ve reafirmado por el artículo 80, inciso 1° de la Ley 19.947, cuando exige, para que un matrimonio celebrado en el extranjero produzca efectos en Chile, que se trate de la unión de un hombre y una mujer.

“El matrimonio se define como un vínculo entre un hombre y una mujer en el Código Civil y, por tanto, queda descartada de un modo absoluto la posibilidad que dos personas del mismo sexo puedan contraer matrimonio”.

“El matrimonio es una institución natural, por la que dos seres humanos sexualmente diferenciados se unen entre sí como principios de generación. Esto es lo que explica la especificidad del amor conyugal, pues sólo la conservación y propagación de la especie da razón de la distinción y complementariedad de sexos.”

Finalmente, además del acuerdo mayoritario de la doctrina, aleja toda posibilidad de duda sobre el particular el análisis del debate sostenido en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, sobre una indicación dirigida a precisar el texto legal, el requisito de que los contrayentes sean hombre y mujer, la cual fue rechazada unánimemente por estimar los comisionados innecesaria la precisión, toda vez que ya se encontraba consignada en la definición de matrimonio del Código Civil, la cual no se altera.

El presente proyecto de reforma constitucional, tiene por objeto final, el proteger, asegurar y garantizar el matrimonio como base de la familia, y que éste sólo puede tener como contrayentes a un hombre y una mujer.

POR LO TANTO,

El Senador patrocinante y los demás adherentes que suscriben, vienen en someter a la consideración de este H. Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo Único: Se introduce la siguiente modificación en el Artículo 1° de la Constitución Política de la República:

a) En el inciso segundo, se inserta después del punto aparte, que pasará a ser punto seguido, la siguiente frase:

“En garantía y protección de la familia, sólo un hombre y una mujer, tienen el derecho para contraer el matrimonio.”.

(Fdo.): Andrés Chadwick Piñera, Senador.- Pablo Longueira Montes, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES CHADWICK Y LONGUEIRA, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA LA TEMERIDAD MANIFIESTA EN LA CONDUCCIÓN DE VEHÍCULOS MOTORIZADOS

(7657-15)

Honorable Senado:

Como legisladores tenemos el deber de hacernos cargo de conductas, que no encuentran otra respuesta, por necesidades de política criminal, sino el de ser sancionadas como un delito, haciéndose urgente e indispensables reprimirlas con gran severidad en atención a los bienes jurídicos superiores puestos en riesgo o lesión efectiva, y así por razones de prevención especial de la norma penal, sea una forma efectiva de contención de las conductas lesivas.

Motiva el presente proyecto de ley, la conmoción y alarma pública, generada por conductores de vehículos motorizados, los cuales con temeridad manifiesta y “consciente desprecio” por la vida de los demás, conducen vehículos motorizados contra el tránsito, o con velocidades en doble o triple a la permitida, carreras nocturnas llamadas “ruleta rusa” que consisten en cruzar la mayor cantidad de intersecciones de calles con luz roja o con disco pare, o en la simple realización de apuestas o desafíos entre conductores, y en el último tiempo aquellos que con ocasión de huir de una persecución policial, buscan de un modo totalmente consciente y doloso con su conducción, causar uno o más accidentes de tránsito con desprecio a la vida o integridad física de otros conductores o peatones y de tal forma procurar impedir la acción de las policías o su detención.

Este “consciente desprecio”, es claramente un elemento subjetivo de mayor intensidad que la simple imprudencia o la negligencia temeraria. Así el proyecto de ley en torno a las múltiples formas de comisión, que son todas aquellas sancionadas como infracciones gravísima y graves por la ley de tránsito, propone que sean sancionadas siempre como una modalidad expresa de tentativa de homicidio con dolo eventual, y que en caso de producirse el resultado lesivo, será sancionada con mayor severidad.

Los bienes jurídicos protegidos son la vida e la integridad física de las personas.

Este “consciente desprecio por la vida de los demás”, presume en la existencia de dolo eventual en que el sujeto activo se representa y acepta el resultado. Cuando el sujeto conduce un activo se representa y acepta el resultado. Cuando el sujeto conduce un vehículo motorizado con consciente desprecio por la vida de los demás, con desprecio del bien jurídico protegido, está asumiendo, está aceptando el probable resultado lesivo para la vida de los otros usuarios de la vía, es decir está actuando con dolo eventual.

Asumimos como posición doctrinaria, según la cual hay dolo eventual, y por contrapartida no hay culpa, imprudencia o negligencia, cuando el autor o sujeto activo del delito decide actuar igual con independencia que el evento lesivo ocurra o no ocurra. Al autor no le importa la muerte o lesiones de otro u otros conductores o peatones, sino que igual realizará su conducta representándose aquel hecho y aceptando todos sus resultados, habrá siempre dolo eventual.

Evidentes razones de política criminal, aconsejan señalar como fundamento del presente proyecto que la figura penal que se propone en el proyecto, es un delito especial e independiente, que deberá siempre sancionarse, nunca podrá ser considerado un medio necesario para la comisión o ejecución de otro delito. Dicho de otra forma no tendrán cabida acá las discusiones sobre concurso ideal de delitos o concurso aparente de leyes penales.

Hemos decidido que la figura penal, se introduzca en la Ley 18.290 Ley de Tránsito, ya que tiene una relación directa con la seguridad del tránsito público y especialmente con la vida e integridad física de las personas que utilizan la vía pública para trasladarse.

POR LO TANTO,

El Senador patrocinante y los demás adherentes que suscriben, vienen en someter a la consideración de este H. Congreso Nacional, el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Intercálese al final del Título XVII de la ley Nº 18.290, después del artículo 198, como artículos nuevos los siguientes:

“Artículo 198 Bis.- El conductor de vehículo motorizado, que obrando con consciente desprecio por la vida de los demás, cometiera una o más infracciones gravísimas o graves a la ley de tránsito, será castigado:

2°.- Con presidio mayor en su grado mínimo, si se produce el resultado de lesiones gravísimas, más la pena accesoria de suspensión por 10 años de la licencia de conducir vehículos motorizados;

3°.- Con presidio menor en su grado máximo, si se produce el resultado de lesiones graves, más la pena accesoria de suspensión por 7 años de la licencia de conducir vehículos motorizados;

4°.- Con presidio menor en su grado medio, si se produce el resultado de lesiones menos graves, más la pena accesoria de suspensión por 5 años de la licencia de conducir vehículos motorizados.

Las penas anteriores, serán siempre aumentadas en un grado, si el resultado se produce con ocasión de la huida del conductor del vehículo motorizado ante su persecución policial.”

“Artículo 198 Ter.- El conductor de vehículo motorizado, obrando con consciente desprecio por la vida de los demás, cometiera una o más infracciones gravísimas o graves a la ley de tránsito, y no se causare muerte o lesiones, será castigado con presidio menor en su grado mínimo, más la pena accesoria de suspensión por 3 años de la licencia de conducir vehículos motorizados”.

(Fdo.): Andrés Chadwick Piñera, Senador.- Pablo Longueira Montes, Senador.

9

MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR PÉREZ VARELA, MEDIANTE LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY, EN CUANTO A PATROCINIO DE ABOGADO RESPECTO DE DENUNCIAS, QUERELLAS O DEMANDAS POR INFRACCIÓN A LA LEY SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES

(7658-03)

Antecedentes generales

Esta normativa legal regula la relación entre proveedores de un servicio y sus consumidores, establece infracciones en perjuicio del consumidor y el procedimiento aplicable.

En general, permite que todos los reclamos por compras de bienes o servicios se resuelvan en un solo juicio. Existen tres tipos de juicios según el derecho que se pretende amparar: juicios que protegen derechos individuales; juicios colectivos que protegen los intereses de un conjunto de consumidores determinados y aquellos en donde se protegen intereses difusos, esto es, de un conjunto indeterminado de consumidores. Cuando se trata de derechos individuales, el juicio puede ser de única o doble instancia, dependiendo de si la cuantía en litigio es inferior o superior a 10 UTM (Unidades Tributarias Mensuales), y se lleva a cabo ante los juzgados de policía local. En caso de juicios colectivos o aquellos destinados a proteger intereses difusos, éstos son de doble instancia y están a cargo de los juzgados de letras, que deben instruirlos como juicios sumarios. Las acciones, a su vez, pueden ser iniciadas por el Servicio Nacional del Consumidor (Sernac), las asociaciones de consumidores o 50 o más consumidores afectados.

En relación con la solución de las controversias, esta ley se propone facilitar el acceso a la justicia de los consumidores, estableciendo una instancia de avenimiento, ante el Juez de Policía Local en la audiencia respectiva, con el objeto facilitar el acuerdo directo de las partes, evitando de esta forma que todos los conflictos deban someterse a un lato procedimiento judicial para ser resueltos. Es por esta misma razón , de de acerca la justicia a la gente, es que también la normativa legal en comentos, en su artículo 50 C, no exige el patrocinio de abogados en las denuncias, en que el interés que se ve involucrado es individual, es decir, acciones que se promueven en defensa exclusiva de los derechos del consumidor afectado.

Justificaciones del proyecto

Se propone exigir que las denuncias presentadas ante los Juzgados de Policía Local en defensa de intereses individuales, sean patrocinadas por un abogado habilitado.

A pesar que en la historia de esta ley, el objetivo previsto era el de acercar la justicia a la gente, facilitándole por la vía de comparecer ante el tribunal, sin la asesoría de abogado habilitado, era comprensible. No es menos cierto, que ella lejos de ser un beneficio para el consumidor ha obrado en perjuicio de estos.

Una persona común y corriente, como es natural, pues no tienen la instrucción para ello, no sabe como plantear una denuncia, en términos cumpla con los requisitos que exige la ley para su interposición, esto es una relación clara y precisa de los hechos y fundamentos de derecho.

Posteriormente tampoco, conoce como contestar a los traslados que otorga el tribunal ante la presentación de incidencias, no sabe rendir, acompañar, ni menos objetar cuando es preciso, la prueba del derecho que reclama.

Lo anterior, sumado al hecho de la desigualdad que existe, puesto que normalmente el denunciado, proveedor del servicio, normalmente concurre a estrados con la asesoría de un abogado.

Los fundamentos constitucionales para exigir el patrocinio de un abogado, la encontramos en el principio de igualdad ante la ley, consagrado en el artículo 19 Nº 2 de la Constitución Política que establece que en Chile no hay persona ni grupo privilegiados, en el artículo 19 Nº 3 incisos 1° y 2° que señala la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos y que toda persona tiene derecho a defensa jurídica.

A pesar de que la norma señala No requerirán, el permitírseles a los consumidores el denunciar sin patrocinio de abogados, desemboca en que normalmente no concurren a estrados con la asesoría de uno, lo que va en perjuicio directo de los derechos de ese consumidor, que verá afectado el desarrollo de ese juicio, y como el claro de su resolución, por su nulo conocimiento del derecho que reclama, y como hacerlo valer en juicio, y así ver acogida la pretensión que tuvo en vista al denunciar.

Proyecto de Ley

Articulo único: “Modificase el inciso 1° del articulo 50 C de la Ley Nº 19.496 De Protección al Consumidor en el siguiente sentido:

“La denuncia, querella o demanda deberán presentarse por escrito y requerirán patrocinio de abogado habilitado.”

(Fdo.): Víctor Pérez Varela,

Senador
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GÓMEZ, BIANCHI, GIRARDI, HORVATH Y WALKER (DON PATRICIO), CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL RELATIVO A PLEBISCITOS EN MATERIA AMBIENTAL

(7659-12)

Honorable Senado:

A continuación se propone una reforma constitucional a fin de establecer la existencia de plebiscitos en materia ambiental, respecto de aquellos proyectos que generan un impacto ambiental de gran magnitud.

La propuesta de reforma constitucional se funda en que, conforme con el artículo 15 inciso segundo de la Constitución Política, la convocatoria a plebiscito sólo puede ser hecha en los casos previstos en la misma Constitución.

La propuesta que se formula incorpora un nuevo inciso final al artículo 19 Nº 8 de la Constitución. Se hace presente que conforme con el artículo 127 inciso segundo de la Constitución, el quórum para aprobar esta reforma constitucional es de las dos terceras partes de los Diputados y Senadores en ejercicio, por referirse a una materia contemplada en el Capítulo III de la Constitución.

Conforme con el artículo 5° de la Constitución, el ejercicio de la soberanía se realiza por el pueblo a través del plebiscito y las elecciones periódicas. Por su parte, el articulo 15 inciso segundo de la Constitución, sólo puede convocarse a votación popular “para elecciones y plebiscitos expresamente previstos en esta Constitución.”. 

A partir de ello, el ámbito de las votaciones populares se ve restringido únicamente a aquellos casos fijados constitucionalmente.

Específicamente, en el caso de los plebiscitos sólo se contempla en dos casos: Uno en el ámbito municipal (artículo 118 inciso quinto) respecto de materias que a ellas corresponden conforme con su Ley Orgánica Constitucional.

El segundo caso en que se contemplan los plebiscitos es el de las reformas constitucionales, específicamente cuando el Presidente de la República rechaza totalmente un proyecto de reforma aprobado por el Congreso y ambas Cámaras insistieren totalmente en él, por las dos terceras partes de sus miembros en ejercicio. Para dicho caso, se abre la opción para el Presidente de la República de promulgar la reforma constitucional o bien consultar a la ciudadanía mediante plebiscito (artículo 128 inciso segundo).

Fuera de los casos señalados, no se contemplan otros en que se pueda llamar a plebiscitos. Así, en materia ambiental, frente a proyectos o actividades que puedan causar un gran impacto ambiental y que, en definitiva, puedan afectar su forma de vida o su salud, no es posible consultarles a fin de que, en un ejercicio de soberanía, se pronuncien respecto de si están o no de acuerdo con dicho proyecto.

Así, si bien constitucionalmente se asegura a todas las personas el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y se establece el deber del Estado de velar por este derecho, el parecer de las personas respecto de un proyecto o actividad que pueda causar impacto ambiental de magnitud no es determinante al momento de decidir si dicho proyecto se puede ejecutar o no.

En razón de lo anterior, se plantea una propuesta de reforma constitucional, a fin de establecer los plebiscitos en materia ambiental. La propuesta que se formula, implica introducir un nuevo inciso final al artículo 19 Nº 8 de la Constitución en que se establezca dicha figura y los casos en que procede la convocatoria a plebiscito.

En atención a lo anteriormente expuesto, venimos en presentar el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo Único.- Agréguese el siguiente inciso final al artículo 19 Nº 8 de la Constitución:

“En los casos de proyectos o actividades que puedan afectar o se pretendan desarrollar dentro de una o más comunas y que puedan generar o presentar riesgo para la salud de la población, debido a la cantidad y calidad de efluentes, emisiones o residuos, efectos adversos significativos sobre la cantidad y calidad de los recursos naturales renovables, incluidos el suelo, agua y aire, o alteración significativa, en términos de magnitud o duración, del valor paisajístico o turístico de una zona o bien cuyo emplazamiento sea en tierras indígenas o que puedan afectar el emplazamiento de comunidades indígenas, deberá llamarse a plebiscito, en los términos que establezca la ley, a fin que los habitantes de la o las comunas afectadas se pronuncien sobre si aprueban o rechazan la instalación de dicho proyecto.”.

(Fdo.): José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES WALKER (DON PATRICIO), Y SABAG, SEÑORAS ALVEAR Y RINCÓN Y SEÑOR QUINTANA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE CONTROL DE INGRESO A CALLES CON MÁS DE UNA VÍA DE ACCESO Y SALIDA

(7660-06)

La Ley Nº 20.499 que regula el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad ciudadana, publicada en el Diario Oficial con fecha 8 de febrero de 2011, modifica el Decreto con fuerza de Ley Nº l que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitu​cional de Municipalidades, en su artículo 5° y 65, estableciendo que las municipalidades podrán autorizar por un plazo de cinco años el cierre o medidas de control de acceso a calles y pasajes, o a conjuntos habitacionales urbanos o rurales con una misma vía de acceso y salida, con el objeto de garantizar la seguridad de sus vecinos.

Dicha ley, es la materialización de un importante anhelo esperado durante largo tiempo por parte importante de la población que se siente vulnerable a ser víctima de la delincuencia, producto de lo cual a través de vías de hecho o de autorizaciones municipales en virtud del artículo 5° letra c) de la Ley Nº 18.695, los vecinos organizaban y establecían medidas de control de acceso o cerraban sus calles o pasajes.

Estas situaciones involucraban un aparente conflicto de derechos entre, por una parte, la libertad ambulatoria, reconocida en la Constitución Política de la República de Chile en su artículo 19 Nº 7, y, por otra, el derecho a la seguridad, deducido de diversos pasajes de la Constitución, manifestado en el deber del Estado de protegerá la población y a la familia, y los derechos a la vida, integridad física y síquica, de propiedad y de inviolabilidad del hogar asegurados a toda persona.

Por el aparente conflicto señalado anteriormente, en numerosos dictámenes la Contraloría General de la República señaló la ilegalidad de las medidas, toda vez que no existía norma legal expresa que autorizara las medidas de control de acceso y en qué condiciones, por lo que generó criterios administrativos para determinar en qué casos dichas medidas de control de acceso se ajustaban a derecho, ante la falta de una norma legal positiva. La Contraloría General de la República admitía con carácter de excepcional la posibilidad de que las municipalidades, en resguardo de la seguridad ciudadana, autorizaran el cierre de calles y pasajes de una sola entrada o salida, o de pasajes peatonales, salvo cuando estas calles o pasajes convergieran en una avenida o calle principal, y siempre que ello no implicase un detrimento importante al uso común de dichos bienes, ni se afectasen gravemente los derechos constitucionales tanto de los residentes como de cualquier persona, tal como lo señaló, por ejemplo, en los dictámenes 57.306 y 60.362, del año 2009.

El Tribunal Constitucional al hacer el control forzoso de constitucionalidad del proyecto de ley que dio origen a la señalada Ley Nº 20.499, en su fallo Rol 1869-10, aprobó la constitucionalidad de dicho proyecto, señalando la exclusiva inconstitucionalidad del término “vías locales” contenido en el número 1 del artículo único del proyecto de ley, y en el número 2, que introduce la letra q) en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, además de entender que se habilita el cierre o medidas de control sólo respecto de aquellas calles que tengan una única vía de acceso y salida y no de calles que comunican con otras vías.

Producto de lo anterior, la Ley Nº 20.499 estableció que sólo pueden ser objeto de medida de control de acceso o cierre, las calles con una vía de acceso y salida, además de los pasajes y los conjuntos habitacionales urbanos o rurales con una misma vía de acceso y salida. Vale destacar que, de acuerdo al claro tenor del fallo del Tribunal Constitucional, sólo se excluye expresamente a las calles con más de una vía de acceso y salida. Además, es necesario recordar que la solicitud de medida de control de acceso debe ser presentada por, a lo menos, el 90% de los propietarios o representantes de los inmuebles beneficiados con la medida de control de acceso; dicha autorización debe ser fundada, para lo cual previamente deberán informar las direcciones o unidades de tránsito, obras municipales, Carabineros y bomberos de la comuna, sin contar el cumplimiento de otros requisitos. A mayor abundamiento, la autorización podrá ser revocada en cualquier momento cuando así lo solicite, a lo menos, el 50% de los referidos propietarios o sus representantes.

El presente proyecto, surge de la necesidad de proteger a los habitantes de las calles que han sido excluidas de la aplicación de la norma, viéndose impedidos de solicitar autorización para instalar medidas de control de acceso -no cierres de las vías- con motivo de seguridad ciudadana y que no vulneren lo establecido por el Tribunal Constitucional en su fallo.

Los principios en que se funda el presente proyecto de ley fueron reconocidos como principios de la Ley Nº 20.499 en el fallo sobre su constitucionalidad, aspecto compartido y desarrollado pormenorizada mente en el voto de minoría de los Ministros del Tribunal Constitucional Raúl Bertelsen Repetto y Carlos Carmona Santander, al señalar que

“3. Consideramos que la medida de autorizar el cierre o medidas de control, por razones de seguridad de los vecinos, se encuadra perfectamente en normas de rango constitucional relativas a la seguridad pública.

Desde luego, se funda en deberes generales del Estado respecto de las personas, en el que cabe comprender la seguridad ciudadana. En efecto, el bien común implica lograr “la mayor realización espiritual y material posible” (artículo 1°, Constitución); corresponde al Estado “promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación" (artículo 1°); y es competencia de los órganos del Estado, promover "el desarrollo equitativo y solidario entre las regiones, provincias y comunas del territorio nacional” (artículo 3°).

Asimismo, la seguridad pública interior es un bien jurídico que la Constitución cautela, por una parte, entregando dicha tarea al Presidente de la República (artículo 24) y estableciendo órganos específicos encargados de su resguardo: las fuerzas de orden y seguridad pública y el Ministerio encargado de la Seguridad Pública (artículo 101). Sin embargo ello no significa que otros órganos no puedan colaborar con esa tarea. Específicamente, corresponde a los municipios "satisfacer las necesidades de la comunidad local" (artículo 118, inciso 4°). Consecuente con ello, la Ley Orgánica de Municipalidades establece como función compartida con otros órganos de la Administración, el que los municipios se encarguen de "el apoyo y fomento de medidas de prevención en materias de seguridad ciudadana y colaborar en su implementación (artículo 4°, letra j)”

Por lo anterior, y con el objeto de colaborar en la protección de la población que puede ser víctima de la delincuencia y que vive en calles con más de una vía de acceso y salida, es que se hace necesario posibilitar que los vecinos soliciten a la autoridad el establecimiento de medidas de control de acceso específicas, de tal forma que en ningún caso se contravenga la interpretación hecha por el Tribunal Constitucional.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El objeto del presente proyecto de ley persigue posibilitar que los vecinos soliciten a la autoridad el establecimiento de medidas de control de acceso en calles con más de un acceso y salida que permitan contribuir al cumplimiento del deber del Estado de dar protección a la persona y su familia, permitiendo el tránsito peatonal y vehicular, habida cuenta del criterio dispuesto por el Tribunal Constitucional al conocer de la constitucionalidad en el trámite de la Ley Nº 20.499.

En consecuencia, no forma parte de la idea matriz de este proyecto alterar el criterio establecido al declarar la constitucionalidad de la Ley Nº 20.499 sino establecer medidas que permitan a los vecinos que residen en calles con más de un acceso y salida -los únicos excluidos de la aplicación de la Ley Nº 20.499 por el fallo del Tribunal Constitucional- contribuir a la acción del Estado en el cuidado y protección de su integridad y bienes, estableciendo en complemento a dicha ley la posibilidad de que los vecinos soliciten a la autoridad medidas de menor intensidad a las ya vigentes.

CONTENIDO DE LA INICIATIVA

El proyecto que se somete a vuestra consideración posibilita que los vecinos soliciten a la autoridad el establecimiento de medidas de control de acceso en aquellas calles que fueron excluidas de la aplicación de la Ley Nº 20.499 por efecto del fallo del Tribunal Constitucional.

De esta forma, se excluye expresamente toda posibilidad de perturbación de la libre circulación en dichas calles, pero se permite a quienes residen en ellas colaborar a la acción del Estado en materia de resguardo de la seguridad de la vida, integridad y propiedad de los vecinos.

En mérito de lo anteriormente expuesto, sometemos a la consideración de este Honorable Senado, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.- Sustituyese en el número 1 del artículo único de la Ley Nº 20.499 el punto final (.) que pasa a ser punto seguido y agréguese a continuación lo siguiente: “Con todo, respecto de aquellas calles que cuentan con más de una vía de acceso y salida, los vecinos podrán solicitar a la autoridad el establecimiento de medidas de control de acceso que no consistan en la instalación de cierres.”

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Jaime Quintana Leal, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR GÓMEZ, MEDIANTE LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY RESPECTO DE DETERMINACIÓN DE FARMACIAS DE TURNO

(7661-11)

Honorable Senado:

A continuación se formula una propuesta de modificación legal para establecer criterios objetivos para la fijación por parte de la autoridad sanitaria de los turnos de las farmacias, actualmente efectuados conforme al Decreto Supremo Nº 466/1985 del Ministerio de Salud.

La propuesta supone restringir la discrecionalidad de los servicios de salud para determinar el número de farmacias para cada turno y la ubicación de éstas, de manera de superar los problemas de acceso de la población a farmacias en horarios no comerciales.

Antecedentes que justifican la propuesta

La legislación nacional no dispone de norma alguna que establezca un número mínimo de farmacias de turno diarias por número de habitantes ni que disponga de reglas de ubicación geográfica de las mismas. En efecto, el D.S. Nº 466/1985 del Ministerio de Salud que Aprueba el Reglamento de Farmacias, Droguerías, Almacenes Farmacéuticos, Botiquines y Depósitos Autorizados, y que fija normas relativas al turno de las farmacias, no contiene ningún criterio objetivo conforme al cual la autoridad sanitaria correspondiente fija los establecimientos farmacéuticos afectos a los turnos, ni en cuanto a su número, ni en cuanto a su ubicación geográfica, constituyendo ésta una materia de absoluta discrecionalidad del Servicio de Salud correspondiente.

Si bien la determinación discrecional de los turnos establecidos por los Servicios de Salud no ha generado problemas en el pasado, sí lo ha hecho el número de farmacias dispuestas para cada turno por dichos servicios. Efectivamente, en variados medios de prensa de diversas ciudades de la zona norte, centro y sur del país se ha destacado la escasez de farmacias de turno, principalmente en horarios fuera de comercio, dando cuenta de graves problemas de acceso a medicamentos, ya sea por la verificación de filas interminables de clientes o por la necesidad de la población de efectuar grandes desplazamiento hacia estas farmacias. Así ocurre, por ejemplo, que la autoridad sanitaria ha dispuesto en ciudades con más de trecientos cincuenta mil habitantes, sólo una farmacia por turno, con las consecuencias ya descritas.

Propuesta de modificación legal

Con el objeto de superar los problemas descritos, a continuación se propone una modificación legal que busca elevar a categoría de ley el mecanismo de determinación de las farmacias de turno, fijando criterios objetivos en virtud de los cuales la autoridad sanitaria deberá fijar el número de establecimientos farmacéuticos para cada turno y el distanciamiento mínimo entre éstos.

Para ello, se propone al Honorable Senado aprobar el siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Introdúzcase la siguiente modificación al artículo 122 del Código Sanitario:

Incorpórese el siguiente inciso tercero nuevo:

“Corresponderá fijar semestralmente turnos obligatorios de atención ininterrumpida de las farmacias. El número de farmacias afectas a cada turno será establecido en atención al número de habitantes de cada ciudad, debiendo haber, al menos, una farmacia de turno por cada 50.000 habitantes. De la misma manera deberá considerar la distribución geográfica de las farmacias de turno para facilitar el acceso en la totalidad de la unidad territorial respectiva, evitando que estas se ubiquen a menos de quince cuadras de distancia unas de las otras”.

(Fdo.): José Antonio Gómez Urrutia,

Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES TUMA Y GIRARDI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE PROHÍBE EL USO DE GASES LACRIMÓGENOS Y OTROS COMPUESTOS QUÍMICOS PARA DISOLVER MANIFESTACIONES PÚBLICAS

(7667-11)

CONSIDERANDO:

1° Que nuestra Constitución Política de la República asegura en su Artículo 19 número 13, “El derecho a reunirse pacíficamente sin permiso previo y sin armas”, sin perjuicio de quedar sujetas las reuniones en plazas, calles y demás lugares de uso público a las disposiciones generales de policía.

2° Que la referencia a las denominadas disposiciones generales de policía deben ser entendidas en la actualidad al Decreto Supremo Nº 1.086 del año 1983 del Ministerio del Interior, el cual dispone que las personas que deseen ejercer su derecho a reunión en calles, plazas y otros lugares de uso público deben solicitar autorización a los intendentes o gobernadores, según el caso, el cual podrá autorizar o no la manifestación. Se exige la presentación de una solicitud de los organizadores con individualización precisa de los mismos, del recorrido de las marchas si las hubiere e incluso de la nómina de los oradores de la reunión.

La referida norma reglamentaria autoriza a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública a disolver sin más estas manifestaciones cuando no hubieren sido autorizadas previamente por la autoridad y presume que no se cumple con lo dispuesto en la norma constitucional cuando uno o varios asistentes a la misma porten barras, fierros, cadenas o elementos semejantes.

3° Que la pobreza conceptual con que fueron elaboradas estas normas, dan cuenta de la situación de excepción que se vivía en nuestro país durante la Dictadura Militar, en donde estos derechos siempre estuvieron limitados en su ejercicio por la subsistencia de largos periodos de estados de excepción constitucional.

En resumen, tenemos una regulación del derecho a reunión que lo limita en cuanto derecho esencial de expresión de la ciudadanía, lo cual exige, transcurrido 20 años tras el término de la Dictadura de una revisión profunda.

Lejos estamos aún en Chile de poder citar considerandos como éste del Tribunal Constitucional español, que señala que “En una sociedad democrática, el espacio urbano no es sólo un ámbito de circulación, sino también un espacio de participación” (Sentencia del Tribunal Constitucional Español, 66/1995, FJ 31).

4° Que a veces por la fuerza de la costumbre se sostienen situaciones a lo largo del tiempo que son anómalas en si mismas. En Chile ya vemos como normal y casi natural algo que no lo es, como es el empleo de medios químicos para disolver manifestaciones públicas.

El empleo de gases lacrimógenos o de agua disparada a través de cañones de presión a los que se le agregan sustancias químicas irritantes, no es aceptable en democracia. Otro tanto ocurre con las denominadas armas no letales como los rifles que disparan balines de forrados con goma.

5° Que especialmente grave resulta el uso de gases lacrimógenos, respecto de los cuales existen serias dudas sobre su inocuidad para la salud humana.

Según antecedentes que se han podido recabar, la historia de los gases lacrimógenos data del año 1928. Habrían sido elaborados por primera vez por los químicos norteamericanos Ben Corson y Roger Stoughton, de ahí que se conozcan a nivel mundial como gases CS, compuesto conocido como o-clorobenzilideno malononitrilo. Desde 1956 comenzaron a realizarse ensayos con este gas en Inglaterra para disolver manifestaciones públicas, lo que luego fue adoptado por los Estados Unidos en los años sesenta para reprimir las grandes manifestaciones por los derechos civiles.

El objetivo de estos gases es afectar las mucosas, irritando el tejido conjuntivo del ojo, lo que genera el lagrimeo indiscriminado, a lo que se suma la sensación de ahogo que causa, al afectar severamente la mucosa del sistema respiratorio, lo que es especialmente grave en el caso de niños pequeños, ancianos y enfermos asmáticos y alérgicos que son híper sensibles a este tipo de sustancias químicas.

6° Que en Chile, hemos podido conocer en los últimos días, las declaraciones del toxicólogo Andrei Tchernitchin, investigador de la Universidad de Chile, ha señalado que según estudios realizados en la década de los años ochenta en la Facultad de Medicina de la Casa de Bello, en base a toma de muestras de sangre de alumnos que estuvieron expuestos a estas bombas lacrimógenas se pudieron establecer alteraciones celulares graves las que podrían significar efectos de largo plazo para la salud humana. Otras investigaciones indicarían que la exposición a los gases lacrimógenos podría generar abortos en mujeres embarazadas y graves alteraciones celulares en niños menores de un año.

7° Que uno de los problemas más severos de la aplicación de gases para disolver manifestaciones en lugares abiertos, es que no existe ninguna posibilidad de limitar sus efectos en el espacio. No hay focalización del empleo de la fuerza expresada en la aplicación de gases, con lo cual personas que nada tienen que ver con las manifestaciones resultan afectadas.

Si se considera que uno de los elementos esenciales para analizar la legitimidad de la actuación policial al momento de reprimir una manifestación es el uso racional y proporcional de la fuerza, resulta evidente que estos dos parámetros no se pueden cumplir cuando no existe de parte de los agentes policiales la capacidad de controlar los efectos que los gases tienen sobre el medio ambiente y la población.

En el caso de ciudades con altos niveles de contaminación y mala ventilación como Santiago, el fenómeno es aún más grave. Llama también la atención, cómo las fuerzas de orden son capaces de hacer estallar estas bombas o dirigir cañones que expulsan los gases desde vehículos especialmente acondicionados, en medio del tránsito vehicular, con los daños consecuentes para pasajeros de automóviles y autobuses.

8° Que por otra parte no existe, ningún control sanitario que asegure la supuesta inocuidad de los gases que se emplean, muchos de los cuales se señala en distintas fuentes son fabricados en países del Primer Mundo, más no usados en ellos, sino que solamente en países subdesarrollados o en vías de desarrollo, reservándose la autoridad policial los datos sobre su composición química y las pruebas de la supuesta inocuidad.

9. - Que al no conocerse a ciencia cierta qué compuestos químicos contienen los gases lacrimógenos, es posible que en Chile se esté vulnerando la Convención de Naciones Unidas sobre Producción, Almacenamiento y Destrucción de Armas Químicas, pues existe un amplia gama de gases lacrimógenos, los cuales tienen un uso vedado en conflictos armados. No se ve razón alguna, por la cual estos dispositivos puedan en consecuencia puedan ser considerados para su uso policial sobre la población civil.

10.- Que esta realidad nos motiva a someter a consideración del H. Congreso Nacional, este proyecto de ley, cuya idea matriz es la prohibición del empleo de sustancias químicas para la dispersión de manifestaciones públicas, fundado en la necesidad de resguardar el derecho a la vida, la salud y la integridad física de los ciudadanos; como asimismo el legítimo ejercicio del derecho a reunirse y manifestarse públicamente. No podemos construir una sociedad democrática, criminalizando la protesta social, ni menos gaseando a los ciudadanos que con buenas o erradas razones, pues aquello da igual para estos efectos, se expresan en las calles del país.

Los autores, confiamos en que el debate de esta iniciativa pueda abrir una discusión más amplia sobre la regulación del derecho a reunión de la población y sobre las formas en que protegeremos la expresión pública de los ciudadanos en los espacios públicos.

Por tanto:

Los senadores que suscribimos venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo único.- Prohíbase el empleo de gases lacrimógenos y otros compuestos químicos, cualquiera que sea su estado, sólido, líquido o gaseoso, para la disolución de manifestaciones públicas.

(Fdo.): Eugenio Tuma Zedán, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE DECLARA FERIADO, PARA LA COMUNA DE PUERTO NATALES, EL 31 DE MAYO DE 2011

(7666-06)

La Región de Magallanes, aporta al desarrollo constante de todo el país, por la importancia estratégica del Estrecho de Magallanes, sus riquezas energéticas, agropecuarias, turísticas y ambientales. Sin embargo, dadas las características territoriales de nuestro país, no ha sido sencillo para la región, ni su gente, conformar el núcleo potente que es hoy. Uno de sus importantes centros de impulso es Puerto Natales, pujante ciudad del extremo austral de nuestro país, capital de la comuna de Natales y de la provincia de Ultima Esperanza, ubicada a orillas del Canal Señoret, entre el Golfo Almirante Montt y el Seno Última Esperanza.

La población de Puerto Natales, como típica comunidad austral se ha caracterizado por el trabajo y el esfuerzo constante, lo que la ha llevado a transformarse en puerta de entrada a uno de los principales atractivos turísticos del país - como lo es el Parque Nacional Torres del Paine- aportando sustancialmente al desarrollo de la propia región y al reconocimiento mundial de Chile, como destino turístico. La ciudad se ubica a 247 kilómetros al norte de Punta Arenas y a sólo 48 Km. de la ciudad argentina de Río Turbio y 256 Km. de Río Gallegos, capital de la provincia de Santa Cruz en Argentina. Tiene una población aproximada de 25 mil personas y su economía se basa, principalmente, en el turismo.

Este 31 de mayo se celebran, ni más ni menos, que 100 años de la fundación oficial de la ciudad de Puerto Natales. Con ocasión de esta importante celebración se han programado en la comuna un sinnúmero de actividades ciudadanas conmemorativas; algunas de ellas de carácter oficial y otras que obedecen al libre espíritu de pertenencia con esta zona.

Es necesario dar la oportunidad a todos los habitantes de Puerto Natales, de poder disfrutar de un día de celebración en comunidad, incentivando así la identificación de todos los Natalinos con su tierra. Es una forma de realizar un reconocimiento por parte del Estado de Chile a todo un pueblo tan especial, como lo es la gente que hace Patria en un lugar tan austral como es la Provincia de Última Esperanza. Es un merecido homenaje a los pioneros patagónicos, en este su primer Centenario.

Es necesario considerar que en esta época del año, la ciudad se encuentra en lo que se denomina “Temporada Baja”, por lo que un día de celebración no afectaría mayormente al tráfico comercial sino que incentivaría las visitas desde el lado argentino. Agregamos también que las autoridades locales no sólo se muestran bien dispuestas y profundamente interesadas en este proyecto, si no que nos piden como representantes de la ciudadanía el crear las instancias necesarias para hacer de este centenario una festividad que alcance a todos y cada uno de los miembros de la comunidad natalina.

Es por tanto la conmemoración de este hito, junto con la petición de sus habitantes, lo que nos inspira a proponer se declare el año 31 del presente mes y año, como feriado regional restringido, para los habitantes de Puerto Natales, como una manera de dar un merecido reconocimiento a lo que ha sido la historia de esta ciudad austral.

Por las razones anteriores es que vengo en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Fíjese como feriado, con ámbito de aplicación restringido para la comuna de Puerto Natales, el día 31 de Mayo de 2011”.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech,

Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORAS ALVEAR Y RINCÓN Y SEÑORES ESCALONA, GARCÍA, GÓMEZ, HORVATH, ORPIS, PÉREZ VARELA, PIZARRO, PROKURICA, QUINTANA, RUIZ-ESQUIDE, SABAG, TUMA, WALKER (DON PATRICIO), Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), SOBRE FINANCIAMIENTO PARA LA DIGITALIZACIÓN DE CANALES DE TELEVISIÓN DE CARÁCTER REGIONAL O LOCAL

(S 1361-12)

En la Comisión de Transportes del Honorable Senado se encuentra en segundo trámite constitucional el proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre. Boletín Nº 6.190-19.

Dicho proyecto tiene como objetivo el adaptar la ley Nº 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión y regula la actividad televisiva en general, a fin de permitir la introducción de la televisión digital terrestre y aprovechar al máximo las posibilidades que de ello se pueden derivar para el país.

En el mensaje de dicho proyecto de ley se señala que una de las principales “disfuncionalidades” de la legislación actual consiste en la “ausencia de un régimen que reconozca y desarrolle la televisión de carácter regional, local y comunitario, así como de las transmisiones de contenido cultural”.

Por esto el proyecto propone crear la figura de las concesiones regionales, locales y comunitarias, además de la nacional, estableciéndose derechos y obligaciones diferenciadas, con el objeto de protegerlas e impulsarlas en su desarrollo.

Así las cosas luego de una larga discusión en la Cámara de Diputados en la actualidad el proyecto de ley define en un nuevo artículo 15 ter que se pretende incorporar a la ley número 18.838 a los operadores del servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción regionales como “aquellos que sean titulares de concesiones, que consideradas en su conjunto contemplen cualquier nivel de presencia en dos o más regiones, pero en no más del 50% de las regiones del país; o presencia en sólo una región, pero comprendiendo dentro de ella un alcance efectivo igual o superior al 25% de su población o con una cobertura igual o superior al 50% de las comunas de dicha región”.

Asimismo se define a los de carácter local como “aquellos que sean titulares de concesiones que consideradas en su conjunto contemplen presencia en sólo una región, comprendiendo dentro de ella un alcance efectivo inferior al 25% de su población o con una cobertura inferior al 50% de las comunas de dicha región”.

Respecto a este tipo de operadores de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción el cambio que hoy en día les viene, dadas las condiciones del mercado, amenaza en forma seria sus posibilidades de poder adaptarse exitosamente y en igualdad de condiciones con el resto de los operadores que poseen condiciones económicas y de dominio de mercado sobretodo en lo que dice relación a publicidad incomparables, lo que de seguro redundara en una pronta extinción de los más de 17 operadores regionales que hoy en día existen a lo largo de cada una de las regiones del país.

Esta afirmación tiene un importante sustento en la experiencia comparada en varios países que ya han efectuado sus procesos de adaptación a la televisión digital.

En Estados Unidos se cerraron durante el periodo de transición hacia la televisión digital entre un 20 a un 25% de los canales regionales, en Japón no hubo ingreso de nuevos operadores y en Europa ocurrió algo similar.

Es por esto que creemos que mas allá del revolucionario cambio tecnológico que este proyecto de ley pretende impulsar, con este proyecto se está decidiendo el futuro de las condiciones en que funcionará el mercado de la televisión y de las tecnologías de la información en nuestro país, sobre todo en lo que dice relación con la propiedad de las concesiones de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción.

Dentro de esta coyuntura un tema de vital y de urgente necesidad consiste en el financiamiento que requieren los actualmente existentes canales regionales y locales para “digitalizarse”.

El proceso de digitalización requiere de una importante inversión para reemplazar todos los equipos del respectivo canal. Un estudio digital para estación regional, adecuado para programa de panel, no para shows, requiere a lo menos 4 cámaras, set de monitores, consolas, amplificadores y mezcladores.

Además se requiere contar con una sala de continuidad de la transmisión diaria, equipos de codificación y multiplexaje y una planta transmisora de 0,5 a 1.5 Kw. de potencia.

Todo este equipamiento según un estudios de costo efectuado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones tiene un valor de aproximadamente US$ 360.000 dólares para un canal de señal estándar SD y US$ 642.000 dólares para un canal de señal de Alta Definición, HD.

Como se podrá fácilmente concluir, dichas cifras y montos, sobre todo la que permite un cambio a un canal HD, que es la que exigen la mayoría de los avisadores, son imposibles de solventar por casi la totalidad de los propietarios de los canales regionales del país, que con gran esfuerzo y con mucho espíritu regional han logrado construir alternativas locales de información y entretenimiento que han enriquecido de gran manera a las comunidades locales y regionales y han sido un signo profundo de descentralización y regionalización en los últimos 15 años en nuestro país.

Es por esto que creemos que en este proyecto de ley esta fuertemente amenazada la subsistencia de estos canales regionales, sobretodo por los costos de llevar adelante la digitalización, por lo que es necesaria una fuerte intervención del estado en su rol subsidiario de manera de garantizar para estos canales las condiciones financieras mínimas que les permitan adaptarse en forma exitosa a las nuevas tecnologías.

Sin esta intervención, de seguro que en el corto tiempo se verán frustrados numerosos proyectos regionales que desde hace 15 años existen, y con esto se darán grandes pasos hacia el mercado de la televisión altamente concentrada y de carácter centralista.

Por esto -no obstante que en el actual proyecto de ley se establecen algunos subsidios y algunas mínimas diferenciaciones a favor de los canales regionales, locales y comunitarios-es que creemos que es necesaria una definición y acción clara por parte del estado a favor de la existencia y subsistencia de estos canales.

Dentro de esto, sin perjuicio de otras medidas, es que creemos fundamental que el Estado establezca por los medios que sean pertinentes una política pública que facilite y permita el acceso de estos canales a un financiamiento internacional y/o nacional que no implique copar su capacidad de endeudamiento en la banca nacional, ya sea a través de crédito u otras vías, del proceso de digitalización de estos canales.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de acuerdo que solicita a S.E. Presidente de la República don Sebastián Piñera Echenique, el establecimiento de una política pública que facilite y permita a los operadores del servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción regionales y locales el acceso a un financiamiento internacional y/o nacional, ya sea a través de crédito u otras vías, del proceso de digitalización que estos operadores deberán realizar en el marco de la nueva legislación que se pretende establecer en materia televisiva.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- José García Ruminot, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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� Se encuentra en tramitación en el Senado un proyecto de ley que regula honores públicos a los grandes servidores, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Cantero y Horvath (Boletín N° 2.244-04).





� La regulación de estas materias se contiene en el proyecto de ley que regula honores públicos a los grandes servidores, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Cantero y Horvath (Boletín N° 2.244-04), que se encuentra en tramitación en el Senado.


� Tasa con que aparece una enfermedad o anomalía en una determinada zona o población. Diccionario Mosby de Medicina y Ciencias de la Salud, 1995 (en español).


� Boletín N° 5.847-11.


� $ 9.392 a la fecha de este informe.


� De $ 36.498 a $ 182.490, a la fecha de este informe.
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